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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

agosto de 2026 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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EMPRESA PÚBLICA MUNICIPAL DE TRÁNSITO Y MOVIDLIDAD DE DURÁN 

Durán. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. ATD-GG-2026-0156-OF, de 20 de marzo de 2026, remitido desde la Dirección 

Regional 1 de la Procuraduría General del Estado a través de oficio No. PGE-DR1-2026-00593, de 23 

de marzo del 2026, se reformularon las consultas inicialmente presentadas en el oficio No. ATD-GG-

2026-0105-OF, de 3 de marzo de 2026, en los siguientes términos: 

 

“1. ¿Cuál es el alcance jurídico del concepto ´entidad de control que generó la citación´ 

previsto en la Disposición General Cuadragésima Segunda de la LOTTTSV, cuando la 

ejecución operativa de la competencia de tránsito es ejercida por un ente interventor en 

virtud de lo dispuesto en el artículo 268 de la Constitución de la República? 

 

2. ¿La intervención subsidiaria y temporal de una competencia exclusiva de un Gobierno 

Autónomo Descentralizado, según lo previsto en los artículos 157 y 159 del COOTAD, 

implica la transferencia de la titularidad de los derechos económicos derivados de las 

multas de tránsito hacia el ente interventor, o dichos recursos mantienen su naturaleza de 

ingresos propios del GAD ejercida a través de la Empresa Pública? 

 

3. ¿Es jurídicamente procedente que el financiamiento de una intervención administrativa 

se realice mediante la retención directa de rubros por multas de tránsito, o debe sujetarse 

estrictamente al mecanismo de recuperación de recursos aprobado por el Consejo Nacional 

de Competencias conforme al artículo 157 del COOTAD? 

 

4. De conformidad con lo dispuesto en la Disposición General Cuadragésima Segunda de 

la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, ¿Es legal y procedente 

que los recursos por concepto de multas de infracciones de tránsito ingresen a las arcas 

financieras de la Policía Nacional, en el marco de una intervención temporal y subsidiaria 

de una Empresa Municipal?” 

 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

Previo a atender las consultas, se remitió el oficio No. PGE-DR1-2026-00573, de 05 de marzo de 

2026, suscrito por el Director Regional 1 de este organismo, a través del que se requirió se reformulen 

las consultas inicialmente presentadas a través del oficio No. ATD-GG-2026-0105-OF, de 3 de marzo 

de 2026. Este requerimiento fue atendido mediante oficio No. ATD-GG-2026-0156-OF, de 20 de 

marzo de 2026, citado al inicio del presente. 
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El informe jurídico adjunto a la consulta consta en el memorando No. ATD-DJF-2026-0116-M, de 20 

de marzo de 2026, suscrito por la Directora de Jurídico y Flagrancia de la   Empresa Pública Municipal 

de Tránsito y Movilidad de Durán (en adelante, “EPMTMD”), y citó los artículos 133 numeral 3, 212, 

233, 237, 238, 264, y 268 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 130, 

153, 157, 159, 165 y 172 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 

Descentralización2 (en adelante, “COOTAD”); 30.2, 30.4, 214.m, y la Disposición General 

Cuadragésima Segunda de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial3 (en 

adelante, “LOTTTSV”); 1, 3, 5 y 41 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado4 (en 

adelante, “LOCGE”); 1 y 2 del Acuerdo Ministerial No. MIT-MIT-25-51-ACU, de 17 de octubre de 

2025; 1 de la Resolución No. ANT-ANT-2002-0092. Con base en lo anterior, analizó y concluyó lo 

que a continuación se transcribe: 

 

“V 

POSICIÓN INSTITUCIONAL 

 

 (…) Bajo el principio de jerarquía normativa (Art. 425 CRE) Los Acuerdos 

Ministeriales y protocolos operativos son actos administrativos de rango secundario que no 

pueden contraponerse, modificar ni subvertir el régimen de ingresos propios de los GAD 

establecido en el COOTAD y la LOTTTSV (…). 
 

 La titularidad de la competencia de tránsito es exclusiva e irrenunciable del GAD 

Municipal (Art. 264.6 CRE). La intervención administrativa es una sustitución de gestión 
operativa y no de una transferencia de la competencia; por tanto, el ente generador de la 

citación es el titular de la potestad pública y no el órgano que ejecuta materialmente el acto. 
Los recursos derivados de dicha potestad pertenecen al patrimonio de la Empresa Pública 

de forma privativa. 

 

 La Empresa (…) ratifica que la única vía legal para que el ente interventor recupere 

costos operativos es el procedimiento reglado ante el Consejo Nacional de Competencias 

(Art. 157 COOTAD). La retención directa de multas por parte de la Policía Nacional 
constituye una vía de hecho que vulnera la autonomía financiera y la seguridad jurídica, al 

prescindir de los mecanismos legales de compensación presupuestaria. 

 

 El desvío de estos rubros hacia el Presupuesto General del Estado rompe la finalidad 

social y territorial de la sanción pecuniaria. La Empresa Pública advierte que la disposición 

de recursos de titularidad municipal sin base legal orgánica genera responsabilidad 
administrativa y civil objetiva (Art. 233 CRE) para los servidores involucrados, al 

comprometer la sostenibilidad operativa de la competencia de tránsito en el Cantón Durán. 

 

VI 

CONCLUSIONES 

 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial 449 de 20 octubre de 2008; última reforma publicada el 3 de mayo de 2024. 
2 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial 303 de 19 de octubre de 2010; última reforma publicada el 23 de febrero 

de 2026. 
3 LOTTTSV, publicada en el Suplemento del Registro Oficial Registro Oficial 398 de 7 de agosto de 2008 de 7 de agosto de 2008; 
última reforma publicada el 7 de octubre de 2025. 
4 LOCGE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 595 de 12 de junio de 2002; última reforma publicada el 13 de octubre de 

2025. 
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 La distribución y titularidad de los recursos púbicos generados por competencias de los 
GAD están blindadas por la Ley Orgánica (COOTAD) y la Constitución. Bajo el principio 

de jerarquía normativa (Art. 425 CRE), un Acuerdo Ministerial es un acto administrativo 

de carácter secundario que no posee eficacia jurídica para modificar, restringir o subvertir 
lo establecido en una norma orgánica (…). 

 

 Los Acuerdos Ministeriales deben emitirse en estricta sujeción al principio de juridicidad 

y no pueden, bajo pretexto de regular la operatividad de una intervención, crear un sistema 

de distribución de fondos distinto al previsto en el COOTAD (…). 

 

 La potestad sancionadora en tránsito es una competencia exclusiva de los GAD 

Municipales. El concepto de ‘entidad de control que generó la citación´ debe interpretarse 

bajo el principio de legitimación de origen: el ente generador es el titular de la competencia 
y no el órgano que, por sustitución operativa transitoria, ejecuta materialmente la boleta. 

La intervención no transfiere la titularidad sino meramente la gestión operativa 

subsidiaria. 
 

 Conforme al artículo 159 del COOTAD, la intervención es una gestión subsidiaria que no 

opera como transferencia de dominio. Los recursos por multas en el Cantón Durán 

constituyen ingresos propios del GAD y su propiedad es inalterable. El mecanismo de 

recuperación de costos para el interventor está reglado exclusivamente en el Art. 157 del 

COOTAD ante el Consejo Nacional de Competencias, siendo este el único cauce legal para 
el resarcimiento económico, excluyendo cualquier retención arbitraria en la fuente.  

 

 La disposición de fondos de titularidad ajena mediante la aplicación de acuerdos 

ministeriales que se contraponen a la ley orgánica genera responsabilidad administrativa 

y civil objetiva”. 

 
A fin de contar con mayores elementos de análisis para atender las consultas, este organismo requirió 

los criterios institucionales sobre la materia objeto de la consulta, a las siguientes entidades: i) 
Ministerio del Interior (en adelante, “MI”), mediante oficio No. 16169, de 9 de abril de 2026; ii) 

Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial (en 

adelante, “ANT”), mediante oficio No. 16170, de 9 de abril de 2026, e insistencia contenida en el 

oficio No. 16473, de 27 de abril de 2026; y, iii) Consejo Nacional de Competencias (en adelante, 

“CNC”), con oficio No. 16171, de 9 de abril de 2026. 

 

Los requerimientos previamente señalados fueron atendidos por: i) el MI, a través del oficio Nro. 

MDI-CGJ-2026-003-OFI-EX, de 24 de abril de 2026, al que adjuntó el informe jurídico contenido en 

el oficio No. MDI-CGJ-2026-002-OFI-EX, de 23 de abril de 2026; ii) la Secretaria Ejecutiva del CNC, 

mediante el oficio No. CNC-CNC-2026-0510-OF, de 8 de mayo de 2026.  

 

El Coordinador General Jurídico del MI, en el oficio No. MDI-CGJ-2026-002-OFI-EX, de 23 de abril 

de 2026, además de las normas referidas por la entidad consultante, citó los artículos 226, 227 y 425 

de la CRE; 158 y 160 del COOTAD; 1 y 240A de la LOTTTSV; 18 y 19 del Código Civil5 (en adelante, 

“CC”); Acuerdo Ministerial MDI-MTOP-2025-001, de 06 de julio de 2025, el Acuerdo Nro. MTOP-

MTOP-25-30-ACU, de 6 de julio de 2025, Resolución 002-CNC-20256, de 18 de julio de 2025, y el 

                                       
5 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005; última reforma publicada el 17 de junio de 

2025. 
6 Resolución 002-CNC-2025, publicada en el Registro Oficial 96 de 5 de agosto de 2025. 
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Acuerdo No. MIT-MIT-25-51-ACU, de l7 de octubre de 2025. Con fundamento en dichas normas 

concluyó: 

 

“IV. Criterio Jurídico: 

 

Del análisis jurídico efectuado se (sic) desprenden que, mediante los instrumentos 

administrativos referidos en el numeral 4.1 del presente informe. el ejercicio material y 

operativo de dicha competencia fue asumido de manera temporal y subsidiaria por la Policía 
Nacional a través de la DNCTSV, en los términos del artículo 268 de la CRE y los artículos 

157 al 159 del COOTAD. 

 
El concepto ‘entidad de control que generó la citación’ previsto en la Disposición General 

Cuadragésima Segunda de la LOTTTSV debe interpretarse de manera sistemática y 

teleológica como la institución que ejerce materialmente el control de tránsito y suscribe la 
boleta de citación, independientemente de que dicho ejercicio sea permanente o transitorio 

en razón de una intervención subsidiaria. En el contexto de la intervención en el cantón 
Durán, esa entidad es la Policía Nacional a través de la DNCTSV. 

 

La intervención subsidiaria sí habilita al ente interventor a percibir los recursos generados 
por el ejercicio de esa competencia durante el periodo de intervención, en la medida en que 

dichos recursos están vinculados a fines operativos que únicamente puede cumplir quien 
efectivamente ejerce el control. 

 

No existe colisión normativa entre la Disposición General Cuadragésima Segunda de la 
LOTTTSV y el régimen de autonomía financiera de los GAD previsto en los artículos 238 y 

264 de la CRE, toda vez que la intervención subsidiaria es un mecanismo constitucionalmente 

habilitado que modifica temporalmente el ejercicio de la competencia sin afectar su 
titularidad. La asignación de recursos al ente interventor durante ese período es coherente 

con el marco normativo vigente y con el principio de responsabilidad fiscal. 
 

El mecanismo de recuperación de recursos contemplado en el artículo 157, inciso final, Del 

COOTAD no es excluyente de la aplicación directa de la Disposición General Cuadragésima 
Segunda de la LOTTTSV. Ambos mecanismos son complementarios, siendo el primero una 

herramienta que el CNC puede activar adicionalmente, mientras que el segundo opera de 
manera inmediata en razón de su condición de norma especial sobre el régimen de 

distribución de multas de tránsito. 

 
Es legal y procedente que, durante la vigencia de la intervención subsidiaria, la Agencia 

Nacional de Tránsito transfiera directamente a la Policía Nacional los valores recaudados 

por concepto de multas por infracciones de tránsito generadas en el cantón Durán, en 
cumplimiento del texto expreso de la Disposición General Cuadragésima Segunda de la 

LOT'ITSV y de los instrumentos administrativos que habilitaron la intervención”. 
 

La Secretaria Ejecutiva del CNC, en su oficio No. CNC-CNC-2026-0510-OF, de 8 de mayo de 2026, 

citó los artículos 239, 242 y 269 de la CRE; 4, 5, 6, 7, 28, 53, 55 letra f), 105, 108, 113, 117, 119, 121, 

128, 158 y 160 del COOTAD; 13, 15, 16, 30.1.a, 30.5, 49a y Disposición General Cuarta de la 

LOTTTSV; 5 y 29 del Reglamento General para la Aplicación de la Ley Orgánica de Transporte 
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Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial7 (en adelante, “RGLOTTTSV”); 2, 4, 5, 12 numeral 2, 13 numeral 

5, 19 numerales 3 y 11, 20 numerales 1, 8, 15 y 16, artículo 21 numeral 7, 23 y Disposición General 

Séptima de la Resolución No. 006-CNC-2012, reformada mediante Resolución No. 003-CNC-20228; 

artículo 1 de la Resolución No. 001-CNC-20219; 2, 4, 5, 12 numeral 12, 13 numeral 5, 19 numerales 

3 y 11, 20 numeral 1, 8, 15 y 16 de la Resolución No. 002-CNC-2025; 1, 2, 3 y 4 del Decreto Ejecutivo 

12810, que contiene el “Reglamento que establece el mecanismo de financiamiento y recuperación de 

los recursos invertidos por parte del Estado Central, en la gestión de las competencias de los 

Gobiernos Autónomos Descentralizados”, (en adelante, “Decreto Ejecutivo 128”). Con base en la 

referida normativa, emitió el siguiente criterio jurídico institucional: 

 

“IV.- PRONUNCIAMIENTO: 

 

1.- (…)  En tal virtud, la competencia de planificar, regular y controlar el tránsito, el 

transporte terrestre y la seguridad vial corresponde de manera exclusiva a los gobiernos 
autónomos descentralizados municipales. No obstante, tanto la CRE como el COOTAD 

contemplan casos excepcionales en los cuales, ante la omisión, deficiencia o ineficacia en el 
ejercicio de una competencia, el Consejo Nacional de Competencias podrá autorizar la 

intervención temporal y subsidiaria de las competencias de un GAD, hasta que se superen 

las causas que dieron origen a dicha intervención. 
 

(…) Ahora bien, el concepto de ‘entidad que generó la citación’ prevista en la Disposición 
General Cuadragésima Segunda de la LOTTTSV, considera las circunstancias generales del 

ejercicio de la competencia de tránsito, transporte terrestre y seguridad vial reguladas en la 

referida Ley. Específicamente, el artículo 234 de la LOTTTSV determina que la CTE ejerce 
el control operativo de tránsito en la red vial estatal y por delegación de la ANT, en aquellos 

GAD que no se encuentre facultados para hacerlo dentro de su circunscripción territorial; 

similarmente, el artículo 240.a indica que la Policía Nacional se encarga del control 
operativo de las actividades de tránsito en la jurisdicción estatal con excepción de aquellas 

en las que están bajo la jurisdicción de la CTE y de las zonas urbanas de aquellos GAD 
facultados para ejercer este servicio en su circunscripción territorial. Por lo cual, para su 

aplicación al presente caso, resulta necesario realizar un análisis en el marco del proceso de 

intervención regulado en el artículo 157 y siguientes del COOTAD. 
 

Bajo dicho régimen, la entidad interventora asume temporalmente el ejercicio de las 
competencias intervenidas, conforme lo establecido en el artículo 5 de la Resolución Nro. 

002-CNC-2025 de 18 de julio de 2025, en cuya parte pertinente dispone expresamente que el 

Gobierno interventor administrará la totalidad de los ingresos de la Empresa Pública 
Municipal de Tránsito y Movilidad de Durán – EMOT DURÁN, provenientes de tasas, tarifas, 

contribuciones y cualquier otro ingreso que se genere por la prestación de los servicios, 

durante todo el período que se mantenga vigente la intervención. 

 

(…) En este caso, al tratarse de una competencia intervenida de carácter autofinanciado —
sustentada en la recaudación generada por la prestación de productos y servicios vinculados 

a tránsito en las circunscripciones territoriales intervenidas de Manta y Durán, los recursos 

que se perciban y recauden corresponden íntegramente al ejercicio de dicha competencia en 

                                       
7 RGLOTTTSV, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial 731 de 25 de junio de 2012; última reforma publicada el 15 

de julio de 2024. 
8 Resolución 003-CNC-2022, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial 58 de 9 de mayo de 2022. 
9 Resolución 001-CNC-2021, publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial 396 de 23 de febrero de 2021. 
10 Decreto Ejecutivo 128, publicado en el Suplemento del Registro Oficial 106 de 22 de octubre de 2013. 
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favor de los GAD intervenidos. En consecuencia, tales recursos deben ser administrados y 
ejecutados exclusivamente para garantizar la prestación de servicios y productos 

relacionados con la competencia de tránsito dentro de estos territorios. 
 

2.- (…) Conforme lo dispone el artículo 157 del COOTAD, la intervención subsidiaria y 

temporal de la competencia de tránsito, transporte terrestre y seguridad vial, es un proceso 

excepcional, que no altera la titularidad de la competencia ni la naturaleza de los recursos 

económicos que de ella se derivan. Dichos ingresos serán administrados en su totalidad por 
el Gobierno interventor mientras dure la intervención. 

 

3.- (…) 4.-(…) Cabe mencionar que, la Resolución de transferencia Nro. 006-CNC-2012 en 
su artículo 27 señala que: ‘Para el ejercicio de las facultades y atribuciones, que 

correspondan, en los términos establecidos en la presente resolución, los gobiernos 

autónomos descentralizados metropolitanos y municipales, contarán con los siguientes 
recursos: 1) Los que correspondan por la recaudación de valores por el otorgamiento de 

permisos, autorizaciones, suscripción de contratos de operación, multas y sanciones, en el 
marco de las facultades y atribuciones establecidas en la presente resolución y la ley; (…)’ 

 

Asimismo, el artículo 28 de dicha resolución resalta que (…) Por tanto, los rubros destinados 
al financiamiento de la competencia, aún durante el proceso de intervención actualmente en 

curso, deben ser administrados y ejecutados exclusivamente para el ejercicio, gestión y 
fortalecimiento de dicha competencia en las circunscripciones territoriales intervenidas, 

garantizando la continuidad, calidad y sostenibilidad de los servicios y productos que 

corresponden a los GAD de Manta y Durán. 
 

Adicionalmente, el Acuerdo Interministerial Nro. MDI-MTOP-2025-001 en su artículo 6 

señala que: ‘Los costos de operación y ejecución serán financiados con los recursos 
recaudados por concepto de infracciones, tasas, servicios, y demás ingresos legalmente 

autorizados en los cantones Manta y Durán. La intervención no requerirá erogación 
adicional del Presupuesto General del Estado, salvo que lo determine el Consejo Nacional 

de Competencias o el Ministerio de Economía y Finanzas.’ En este sentido, los valores 

recaudados deben ser plenamente identificados por la Policía Nacional o por los agentes de 
tránsito que los emitan dentro de cada circunscripción territorial intervenida, a fin de que 

dichos recursos sean destinados y ejecutados exclusivamente en la misma jurisdicción en la 
que fueron generados”. 

 

De los criterios jurídicos previamente citados, se evidencia que tanto la empresa pública municipal 

consultante como el CNC coinciden en que la titularidad de los recursos públicos generados por 

competencias de los GAD es propia de este nivel de gobierno, y que dichos recursos deben destinarse 

exclusivamente a garantizar la prestación de servicios y productos relacionados con la competencia de 

tránsito dentro de estos territorios. Ambos criterios coinciden, asimismo, en que el concepto de 

"entidad de control que generó la citación" se refiere al titular de la competencia y no al órgano que, 

por sustitución operativa transitoria, ejecuta materialmente la boleta; y en que la intervención no 

transfiere la titularidad, sino únicamente la gestión operativa, de manera temporal y subsidiaria. 

 

Sin embargo, ambos criterios se apartan en cuanto a la administración de dichos recursos durante la 

intervención: mientras que la entidad consultante sostiene que dicha administración debe recaer en el 

GAD, correspondiendo al interventor únicamente el mecanismo de recuperación de costos previsto en 

el artículo 157 del COOTAD, el CNC concluye que la totalidad de los ingresos de la empresa pública 
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será administrada por el Gobierno interventor mientras dure la intervención, sin que ello implique 

transferencia de titularidad. 

 

Por otra parte, el MI indica que el concepto de "entidad de control que generó la citación", previsto 

en la Disposición General Cuadragésima Segunda de la LOTTTSV, debe interpretarse como la 

institución que ejerce materialmente el control de tránsito y suscribe la boleta de citación, 

independientemente de que dicho ejercicio sea permanente o transitorio en razón de una intervención 

subsidiaria y que dicha intervención habilita al ente interventor a percibir los recursos generados por 

el ejercicio de esa competencia durante el periodo de intervención, en la medida en que dichos recursos 

están vinculados a fines operativos que únicamente puede cumplir quien efectivamente ejerce el 

control. Por lo cual, mientras dure la intervención, la Agencia Nacional de Tránsito debe transferir 

directamente a la Policía Nacional los valores recaudados por concepto de multas por infracciones de 

tránsito generadas. 

 

2. Análisis. - 

 

Para el estudio de las consultas planteadas, el análisis abordará los siguientes puntos: i) Competencia 

y control de tránsito y la recaudación de multas de tránsito de acuerdo con la LOTTTSV; y, ii) 

Intervención de la competencia de tránsito. 

 

2.1. Competencia y control de tránsito y la recaudación de multas de tránsito de acuerdo con la 

LOTTTSV. - 

 

El numeral 6 del artículo 264 de la CRE y el artículo 55 literal f) del COOTAD, a nivel municipal, 

establecen como competencia exclusiva de los Gobiernos Autónomos Descentralizados (en adelante, 

“GAD”): “Planificar, regular y controlar el tránsito y el transporte público dentro de su territorio 

cantonal”. 
 

En concordancia, el artículo 273 de la CRE dispone que "Las competencias que asuman los gobiernos 
autónomos descentralizados serán transferidas con los correspondientes recursos. No habrá 

transferencia de competencias sin la transferencia de recursos suficientes, salvo expresa aceptación 

de la entidad que asuma las competencias", norma que vincula el ejercicio de la competencia de 

tránsito con la titularidad de los recursos que de ella se derivan. 

 

Por su parte, el artículo 30-1A de la LOTTTSV dispone que “La Dirección Nacional de Control de 

Tránsito y Seguridad Vial de la Policía Nacional ejercerá el control de tránsito sobre la red vial 

estatal y sus corredores arteriales y vías colectoras, siempre que no atraviesen por zonas urbanas 
dentro de la jurisdicción de los Gobiernos Autónomos Descentralizados”. 

 

De lo antes indicado se aprecia que la competencia y control de tránsito se ejerce por ambas entidades, 

según su jurisdicción correspondiente. Al respecto, la Procuraduría General del Estado mediante oficio 

No. 13665, de 28 de octubre de 2025, analizó y se pronunció en el siguiente tenor: 

 

“2.1. Competencia y control de tránsito establecidos en la LOTTTSV. - 

 
(…) De igual forma, el artículo 30.4 de la LOTTTSV determina las atribuciones de los 

GADM en materia del control de transporte terrestre, tránsito y seguridad vial, y el inciso 

cuarto establece que la regulación y control en el sistema de red vial estatal ´será de 

competencia de la Policía Nacional del Ecuador o de la Comisión de Tránsito del Ecuador, 
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según sea el caso´, siempre que no atraviesen por las zonas urbanas o rurales de la 
circunscripción territorial y jurisdicción de los GAD. (…) 

 
(…) Por su parte, el (sic) 147 de la LOTTTSV dispone que, para el control y ejecución de 

las contravenciones de tránsito establecidas en el Código Orgánico Integral Penal (en 

adelante ‘COIP’), serán competentes los GADM y Metropolitanos, la Policía Nacional y la 

Comisión de Tránsito del Ecuador, dentro de la circunscripción territorial donde haya sido 

cometida la contravención en función de su jurisdicción y competencia (…).  
 

(…) De lo antes mencionado, se desprende lo siguiente:  i) es competencia de los GADM  

la planificación, regulación y control del tránsito y el transporte público dentro de su 
territorio; ii) corresponde a la Dirección Nacional de Control de Tránsito y Seguridad Vial 

de la Policía Nacional ejercer el control de tránsito sobre la red vial estatal, sus corredores 

arteriales y vías colectoras, siempre que no atraviesen por zonas urbanas dentro de la 
jurisdicción de los GADM; iii) para el control y ejecución de las contravenciones de tránsito 

establecidas en el COIP, serán competentes los GADM y Metropolitanos, la Policía 
Nacional y la Comisión de Tránsito del Ecuador, dentro de la circunscripción territorial 

donde haya sido cometida la contravención en función de su jurisdicción y competencia; y, 

iv) la Dirección Nacional de Control del Tránsito y Seguridad Vial de la Policía Nacional, 
tiene la atribución de establecer controles integrados de tránsito en la red vial estatal, 

efectuar controles de la documentación habilitante en la red vial estatal y las demás que les 
confiere la Ley”. 

 

Adicionalmente, en el mismo pronunciamiento, este Organismo analizó la recaudación de valores y 

multas derivadas del control del tránsito y transporte terrestre en la ley de la materia en los siguientes 

términos: 

 

“2.2. Recaudación de valores y multas derivadas del control del tránsito y transporte 

terrestre en la LOTTTSV. - 

 

En materia de recaudación, la Disposición General Cuarta de la LOTTTSV, señala que 

´Para la recaudación de los valores previstos en esta Ley, se confiere jurisdicción coactiva 
a las entidades competentes en materia de regulación, planificación y control del tránsito 

dentro del ámbito de sus competencias (…) El ejercicio de la jurisdicción coactiva 
observará las reglas generales del Código Orgánico Administrativo¨. Por su parte, la 

Disposición General Cuadragésima Tercera obliga a ´Las Entidades públicas encargadas 

de la recaudación de tasas, intereses, multas y demás valores contenidos en la presente Ley, 

deberán contar con sistemas tecnológicos necesarios a través de los cuales la ciudadanía 

pueda realizar sus pagos en línea´ (énfasis corresponde al texto original). 

 
(…) Por otra parte, el inciso primero de la Disposición General Cuadragésima Segunda 

determina que:  
 

´Los valores por concepto de multas por infracciones de tránsito, tasas por uso de centros 

de retención vehiculares, pruebas de alcohocheck, así como cualquier otro ingreso 
legalmente percibido, que hayan sido recaudadas por parte de la Agencia Nacional de 

Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, serán 

transferidas a las entidades de control que hayan generado las respectivas citaciones dentro 

de su jurisdicción y en el ámbito de su competencia, en un término máximo de 15 días 
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contados a partir del pago realizado por los ciudadanos´. (lo subrayado corresponde al 
texto original). 

 
De la lectura de la disposición antes citada, se aprecia que existe la posibilidad -no siendo 

ésta la única- de que la ANT recaude valores de multas emitidas por infracciones de 

tránsito, tasas por uso de centros de retención vehiculares, pruebas de alcohocheck, así 

como cualquier otro ingreso legalmente percibido. 

 
(…) Es decir, en ejercicio de las facultades implícitas, la entidad administrativa 

correspondiente puede ejecutar las actuaciones que, aun si estar expresamente precisadas, 

sean necesarias para el cumplimiento de los fines. Ello supone, con todo, el cumplimiento 
de un serie de requisitos que se resumen en la legitimación, es decir: a) que dichas 

actuaciones puedan razonablemente vincularse con el ejercicio general de sus 

competencias y facultades expresamente definidas; b) que sean realmente necesarias o  
convenientes para el órgano o la entidad consigan sus finalidades; y, c) que estas 

actuaciones no correspondan al ejercicio de competencias o facultades que sí ostentan una 
regulación específica, pues en tal supuesto, nos encontraríamos con facultades implícitas 

que prevalecen sobre las explícitamente reguladas. 

 
(…) De lo anterior se evidencia que: i) para la recaudación de los valores determinados en 

la LOTTTSV, las entidades competentes en materia de regulación, planificación y control 
del tránsito pueden ejercer la jurisdicción coactiva conforme a las reglas establecidas en 

el Código Orgánico Administrativo; ii) de acuerdo con el artículo 67 del COA la 

Administración Pública tiene facultades atribuidas implícitamente por el ordenamiento 
jurídico pero que deben ser las razonablemente necesarias para conseguir los fines y sin 

que invadan la esfera de actuación o competencias que sí se encuentran explícitamente 

asignadas y reguladas; y, iii) corresponde a la Dirección Nacional de Tránsito y Seguridad 
Vial la imposición de multas de tránsito -dentro del ámbito de sus competencias- su 

recaudación por la vía coactiva y la no forzosa”. 
 

Por su parte, el artículo 2 de la Resolución No. 006-CNC-2012, que transfirió la competencia de 

control del transporte, tránsito y seguridad vial a varios GADM, señala que “Para el ejercicio de esta 
competencia, se establecen tres modelos de gestión diferenciados, en función de las necesidades 

territoriales cantonales en tránsito, transporte terrestre y seguridad vial (…)”. 

 

El artículo 1911 ibidem dispone que a los GAD correspondientes al modelo de gestión A les compete: 

“3. Recaudar directamente los valores correspondientes por multas impuestas por infracciones de 
tránsito, en materia de transporte terrestre en el ámbito de su competencia”, y, “11. Recaudar y 

administrar los valores que, por concepto de bienes y servicios implementados en el ejercicio de la 

competencia de tránsito, trasporte terrestre (…)” y seguridad vial, les corresponde a los gobiernos 
autónomos descentralizados metropolitanos y municipales”. 

 
El artículo 2012 de la referida resolución dispone que les corresponde a los GAD municipales y 

metropolitanos, las siguientes atribuciones: 

 

                                       
11 Artículo sustituido por Sustituido por el Art. 11 de la Res. 003-CNC-2022, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial 
58-2S de 5 de mayo de 2022 
12 Artículo sustituido por Sustituido por el Art. 12 de la Res. 003-CNC-2022, publicada en el Segundo Suplemento del Registro 

Oficial 58-2S de 5 de mayo de 2022. 
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“1. Realizar el control operativo de tránsito en su circunscripción territorial y jurisdicción 
que incluye la red vial estatal, urbana y rural. (…) 8. Recaudar los valores correspondientes 

por multas impuestas por infracciones de tránsito determinadas en la normativa legal vigente, 
en su circunscripción territorial”. 

 

Finalmente, la Disposición General Cuadragésima Segunda de la LOTTTSV prevé lo siguiente:  

 

“CUADRAGÉSIMA SEGUNDA.- Los valores por concepto de multas por infracciones de 
tránsito, tasas por uso de centros de retención vehiculares, pruebas de alcohocheck, así como 

cualquier otro ingreso legalmente percibido, que hayan sido recaudadas por parte de la 

Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial, serán transferidas a las entidades de control que hayan generado las respectivas 

citaciones dentro de su jurisdicción y en el ámbito de su competencia, en un término máximo 

de 15 días contados a partir del pago realizado por los ciudadanos. 
 

Las y los servidores que retengan o retrasen las transferencias injustificadamente, serán 
sancionados de conformidad con la Ley. 

 

Los valores netos recaudados por las entidades de control de tránsito, transporte terrestre y 
seguridad vial por este concepto serán destinados al mejoramiento de la salud y del medio 

ambiente, la movilidad activa y sustentable, la promoción de vehículos eléctricos o de cero 
emisiones, la disminución de los índices de siniestralidad, garantizar el control del buen 

estado de los vehículos que conforman el parque automotor o al mantenimiento de la 

infraestructura segura en beneficio de todos los actores de la movilidad. Siendo además 
responsabilidad de los entes de control el destinar parte de sus ingresos a programas 

específicos de apoyo a grupos vulnerables, programas que podrán contemplar subsidios de 

equipos de seguridad; también prótesis, sillas de ruedas, etc., destinadas a las víctimas de 
siniestros de tránsito. 

 
Los Gobiernos Autónomos Descentralizados y demás entidades competentes de control de 

tránsito, con base al principio de transparencia publicarán en sus páginas web 

institucionales, su presupuesto, que permita visibilizar las partidas y montos de ingreso por 
los conceptos determinados en el inciso primero de esta disposición, e indicarán a detalle el 

destino de los mismos tanto en el gasto corriente como en el gasto de inversión.” 

 

De lo manifestado se desprende que: i) es competencia de la Dirección Nacional de Control de Tránsito 

y Seguridad Vial de la Policía Nacional ejercer el control de tránsito sobre la red vial estatal y sus 

corredores arteriales y vías colectoras, siempre que no atraviesen por zonas urbanas dentro de la 

jurisdicción de los GAD municipales o metropolitanos; ii) los GAD municipales y metropolitanos, 

que ejercen la competencia de control del transporte, tránsito y seguridad vial, según el modelo de 

gestión A, son competentes para recaudar los valores correspondientes por multas impuestas por 

infracciones de tránsito determinadas en la normativa legal vigente, en su circunscripción territorial; 

y, iii) los recursos económicos transferidos, generados y recaudados por los GAD son recursos 

públicos, incluidos aquellos derivados de las multas que éstos impongan. 

 

2.2. Intervención de la competencia de tránsito. - 

 
El artículo 268 de la CRE prevé que “La ley determinará los casos excepcionales, el procedimiento y 

la forma de control, en los que por omisión o deficiente ejecución de una competencia se podrá 
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intervenir en la gestión del gobierno autónomo descentralizado en esa competencia, en forma 
temporal y subsidiaria, hasta que se supere la causa que motivó la intervención”. 

 

Para el efecto, el artículo 119 del COOTAD señala que es función del Consejo Nacional de 

Competencias “k) Disponer la intervención temporal de un nivel de gobierno en la gestión de las 

competencias de otro nivel, de manera excepcional, de conformidad con lo establecido en este 

Código”. En concordancia, el artículo 157 ibidem dispone que dicha entidad “autorizará la 

intervención temporal y subsidiaria, de las competencias de un gobierno autónomo descentralizado, 
hasta que se superen las causas que la motivaron (…)”; y que, en todos los casos, “podrá aprobar un 

mecanismo de recuperación de recursos con cargo al presupuesto del Gobierno Autónomo 

Descentralizado intervenido, precautelando su sostenibilidad financiera”. 

 

Asimismo, el artículo 159 del COOTAD señala que la “intervención en la gestión de la competencia 

de un gobierno autónomo descentralizado es, en todos los casos, de carácter temporal y excepcional, 
no atenta contra la autonomía, y buscará la plena vigencia de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, mediante la aplicación de los principios de complementariedad y subsidiariedad entre 
los distintos niveles de gobierno” y que en ninguna circunstancia implicará la sustitución del gobierno 

autónomo descentralizado ni de sus autoridades, temporalidad que se ratifica en el artículo 161 cuando 

señala que: “se podrá restituir la gestión de la competencia al gobierno autónomo descentralizado 
intervenido en cualquier momento, aún antes del vencimiento del tiempo, mediante resolución 

motivada (…)”. 

 

Por otra parte, el artículo 160 del COOTAD dispone que "Terminada la intervención el gobierno 

interventor rendirá cuentas sobre su gestión ante el Consejo Nacional de Competencias, el gobierno 
intervenido y la ciudadanía de la circunscripción territorial correspondiente". 

 

Ahora bien, el Decreto Ejecutivo 128, en su artículo 3, prevé reglas específicas respecto de la 

administración y destino de los recursos de dicha gestión señalando que: 

 

“Art. 3.- Financiamiento y recuperación de recursos.- Cuando el Estado Central intervenga 

en la gestión de una competencia que un gobierno autónomo descentralizado la ejercía de 

manera directa, se cuantificarán los recursos que el gobierno autónomo descentralizado ha 
destinado para el ejercicio de la competencia (operación y mantenimiento), en promedio de 

los últimos 4 años, y ese valor será descontado de manera automática, de las transferencias 
que recibe el gobierno autónomo descentralizado por el modelo de equidad territorial, por el 

tiempo de intervención de la competencia. Dichos recursos serán administrados por el equipo 

interventor de la competencia. 
 

Cuando el Estado Central intervenga en la gestión de una competencia que un gobierno 

autónomo descentralizado la ejercía a través de una empresa pública, la totalidad de los 
ingresos de la empresa por concepto de tasas, tarifas, contribuciones, y cualquier ingreso 

que se genere por la prestación del servicio, serán administrados por el equipo interventor 
de la competencia, durante el tiempo que dure la misma. Adicionalmente, se realizará la 

cuantificación de lo que el gobierno autónomo descentralizado ha transferido a la empresa, 

en promedio de los últimos 4 años, y ese valor será descontado de manera automática de las 
transferencias que recibe el gobierno autónomo descentralizado por el modelo de equidad 

territorial, por el tiempo que dure la intervención de la competencia. Dichos recursos serán 

administrados por el equipo interventor.” 
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De lo anteriormente expuesto se desprende lo siguiente: i) le corresponde al Consejo Nacional de 

Competencias disponer la intervención de un nivel de gobierno en la gestión de las competencias de 

otro nivel, de manera excepcional, temporal y subsidiaria, hasta que se superen las causas que la 

motivaron; ii) el Consejo Nacional de Competencias puede aprobar un mecanismo de recuperación de 

recursos a favor del ente interventor con cargo al presupuesto del Gobierno Autónomo Descentralizado 

intervenido, precautelando su sostenibilidad financiera; iii) de acuerdo con el artículo 3 del Decreto 

Ejecutivo 128, cuando la competencia es ejercida a través de una empresa pública, la totalidad de los 

ingresos generados por la prestación del servicio, incluidos los provenientes de multas de tránsito, 

deben ser administrados por el equipo interventor mientras dure la intervención, sin que ello implique 

transferencia de titularidad ni manejo discrecional de dichos recursos; y; iv) la administración temporal 

de estos ingresos tiene por finalidad garantizar la continuidad, operación, mantenimiento y 

sostenibilidad del servicio público objeto de intervención, sin que ello desnaturalice el carácter 

temporal de dicho ejercicio. 

 

3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que los valores por concepto de multas 

por infracciones de tránsito, tasas por uso de centros de retención vehiculares, pruebas de alcohocheck, 

así como cualquier otro ingreso legalmente percibido, que hayan sido recaudadas por parte de la 

Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, serán 

transferidos a las entidades de control que hayan generado las respectivas citaciones, según lo previsto 

en la Disposición General Cuadragésima Segunda de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 

Tránsito y Seguridad Vial. En este sentido, si la citación es ejecutada por una entidad interventora y 

dicho valor es recaudado por la Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, 

Tránsito y Seguridad Vial, o quien haga sus veces, este dinero deberá ser transferido a la entidad 

interventora. 

 

Respecto de la segunda consulta se indica que la intervención subsidiaria y temporal de una 

competencia exclusiva de un Gobierno Autónomo Descentralizado, según lo previsto en los artículos 

157 y 159 del COOTAD, es de carácter temporal y excepcional y no implica la sustitución del 

Gobierno Autónomo Descentralizado ni de sus autoridades; por consiguiente, no comporta la 

transferencia de la titularidad de los derechos económicos derivados de las multas de tránsito hacia el 

ente interventor. Dichos recursos mantienen su naturaleza de ingresos propios del Gobierno Autónomo 

Descentralizado, sin perjuicio de que, mientras dure la intervención, su administración corresponda al 

equipo interventor, de acuerdo con el artículo 3 del Decreto Ejecutivo 128. 

 

Sobre la tercera consulta, conforme al artículo 157 del COOTAD y al artículo 3 del Decreto Ejecutivo 

128, el financiamiento de la intervención opera mediante dos mecanismos distintos y 

complementarios: la administración, por el equipo interventor, de la totalidad de los ingresos de la 

empresa pública mientras dure la intervención; y, de manera adicional, la eventual aprobación por el 

Consejo Nacional de Competencias de un mecanismo de recuperación de recursos con cargo al 

presupuesto del Gobierno Autónomo Descentralizado intervenido. No es, por tanto, jurídicamente 

procedente una retención directa y discrecional de los rubros por multas de tránsito al margen de dichos 

mecanismos. 

 

En torno a la cuarta consulta, según la Disposición General Cuadragésima Segunda de la LOTTTSV, 

si la citación es ejecutada por una entidad interventora, como la Policía Nacional, el valor recaudado 

(por la Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial) 

como consecuencia de la referida imposición de infracción de tránsito deberá ser transferido a la 

entidad interventora. 
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El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la inteligencia 

y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales específicos es de 

exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 
C.C.  Sr. John Reimberg Oviedo 

MINISTRO DEL INTERIOR 

 

Miriam Zarsosa Osorio 

Secretaria Ejecutiva 

CONSEJO NACIONAL DE COMPETENCIAS 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

JUAN CARLOS LARREA 
VALENCIA
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Oficio Nº 17813 

 

 

Quito D.M., 06 de agosto de 2026 

 

 

Abogado 

Jorge Antonio Jácome Pólit 

Gerente General  

EMPRESA PÚBLICA ESTRATÉGICA CORPORACIÓN ELÉCTRICA 

DEL ECUADOR - CELEC EP 

Ciudad. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. CELEC-EP-2026-0870-OFI, de 30 de abril de 2026, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el 4 de mayo de 2026, se formularon las siguientes consultas:  

 

“2.1 De conformidad con lo establecido en el último inciso del artículo 47 del 

Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública 

y en concordancia con la instrucción dispuesta en el oficio circular SERCOP-

SERCOP-2020-0022-C, ¿Dicha excepción de los documentos que no están sujetos a la 

obligatoriedad de suscripción electrónica corresponde de forma general a cualquier 

tipo de procedimiento de contratación pública? 

 

2.2 ¿Resulta jurídicamente obligatoria la exigencia de utilización de firma electrónica 

para la presentación de proformas y garantías dentro de los procedimientos de 

contratación correspondientes al giro específico del negocio, considerando que el 

artículo 143 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública establece que dichas contrataciones tienen un tratamiento 

especial, regido por prácticas comerciales o modelos de negocio de aplicación 

internacional, y que el artículo 95 del mismo cuerpo normativo contempla como 

excepción expresa la presentación de la oferta con firma electrónica en las 

contrataciones realizadas bajo el giro específico del negocio?” 

 

Frente a estas interrogantes se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

El informe jurídico de la empresa consultante, contenido en el No. CELEC-EP-2026-2826-MEM, 

de 27 de abril de 2026, suscrito por la Directora Jurídica de la Empresa Pública Estratégica 

Corporación Eléctrica del Ecuador (en adelante “CELEC EP”), citó los artículos 225, 313, 314 y 

315 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante “CRE”); 3, 4 y 38  de la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública2 (en adelante, “LOSNCP”); 17 del 

                                                           
1 CRE, publicada en el Registro Oficial 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395, de 4 de agosto de 2008. 
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Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública3 (en 

adelante, “RGLOSNCP”);  18 y 22 del Código Orgánico Administrativo4, (en adelante, “COA”); 

18 del Código Civil5; 2 y 10 de la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y Mensajes 

de Datos6  (en adelante, “LCE”); y el pronunciamiento de esta procuraduría contenido en oficio 

No. 08783, de 13 de julio de 2012, relacionado con la determinación del giro específico del 

negocio de una empresa pública. Sobre dicha base, se manifestó y concluyó lo siguiente:  

 

“(…) 

 

4. CRITERIO JURÍDICO: 

 

En virtud de los fundamentos de derecho expuestos y considerando las discrepancias 

existentes respecto de la aplicación obligatoria de la firma electrónica en determinados 

procedimientos de contratación pública, la Dirección Jurídica concluye que, de 

conformidad con lo establecido en los artículos 143 y 145 del Reglamento General de la 

Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, el giro específico del 

negocio cuenta con un tratamiento especial. En consecuencia, se rigen por las prácticas 

comerciales y modelos de aplicación internacional, conforme a lo previsto en su 

normativa habilitante, la cual establece reglas particulares en la etapa preparatoria, 

precontractual y su contratación.  

 

Por lo expuesto, no resulta obligatoria la aplicación del artículo 41 del RGLOSNCP, en 

lo relativo al uso de la firma electrónica, dentro de los procedimientos de contratación 

correspondientes al giro específico del negocio.  

 

Asimismo, el último inciso del artículo 47 del RGLOSNCP, aunque no delimita 

expresamente los procedimientos a los que aplica, resulta concordante con lo establecido 

en el Oficio Circular Nro. SERCOP-SERCOP-2020-0022-C, el cual dispone de forma 

general que determinados documentos no están sujetos a la obligatoriedad de la firma 

electrónica, en atención a que se generan en el marco de interacciones con terceros, 

nacionales o internacionales, lo que dificulta su suscripción a través de dicho 

mecanismo. 

 

Cabe señalar que restringir la aplicación del último párrafo del artículo 47 del 

Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública 

exclusivamente al procedimiento de ínfima cuantía no se ajusta ni al espíritu ni a la 

finalidad de dicha norma. Esto se debe a que, en el procedimiento de ínfima cuantía, la 

normativa expresamente prevé que el uso de la firma electrónica es facultativo o 

discrecional, por lo que la totalidad de la documentación generada en dicho 

procedimiento se encuentra ya exceptuada de su obligatoriedad. En consecuencia, una 

interpretación sistemática y teleológica de la norma permite concluir que el último 

párrafo del artículo 47 del RGLOSNCP está dirigido al resto de procedimientos de 

contratación pública, en los cuales, por la naturaleza de determinados documentos y su 

interacción con terceros, resulta jurídicamente válido exceptuar la exigencia de la 

suscripción electrónica.”  

                                                           
3 RGLOSNCP, publicado en el Noveno Suplemento del Registro Oficial 153 de 28 de octubre de 2025. 
4 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 7 de julio de 2017. 
5 Código Civil, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
6 LCE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 557 de 17 de abril de 2002.   
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Con el objeto de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 16588, de 6 de 

mayo de 2026, y No. 16956, de 2 de junio de 2026, esta Procuraduría solicitó e insistió al Servicio 

Nacional de Contratación Pública (en adelante “SERCOP”) que remita su criterio jurídico 

institucional sobre la materia objeto de las consultas. El requerimiento que fue atendido a través 

del oficio No. SERCOP-CGAJ-2026-0223-OF, de 25 de junio de 2026, ingresado en el correo 

institucional de esta institución el 29 del mismo mes y año.  

 

El informe jurídico del SERCOP, además de las normas citadas por la consultante, se refirió a los 

artículos 226 y 227 de la CRE; 41, 47 y 95 del RGLOSNCP; 25 y 90 del COA; y, la Resolución 

CEL-RES-041-26 de CELEC EP. Con estos antecedentes, manifestó y concluyó lo siguiente: 

 

“4. ANÁLISIS JURÍDICO: 

 

Respecto al literal a - Excepción de los documentos que no está sujetos a la 

obligatoriedad de suscripción electrónica. 

 

El artículo 47 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Contratación Pública, 

consagra una exención explícita a la obligatoriedad del uso de la firma electrónica para 

tres documentos específicos: el libro de obra, las proformas y las garantías 

contractuales, cuando el texto normativo no introduce distinciones, exclusiones o 

condicionamientos basados en el tipo de procedimiento, no resulta apropiado restringir 

su aplicación. Por consiguiente, se entiende que dicha exención opera de forma 

transversal a todos los procedimientos establecidos en la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública, únicamente respecto a los documentos expresamente 

exceptuados. 

 

Consideración respecto a la contratación por Giro Específico del Negocio 

 

El régimen especial de Giro Específico del Negocio es un estatus jurídico excepcional 

regulado en el artículo 143 del Reglamento General de la LOSNCP. Esta autorización 

activa el mandato del artículo 145 ibidem, que obliga y faculta a la institución a emitir 

su propio Reglamento de Contrataciones por Giro Específico del Negocio. 

 

Bajo este análisis, la facultad de determinar el formato y la vía de recepción de las 

ofertas, sea esta física o digital, debe entenderse como una potestad discrecional reglada. 

Esta atribución permite a la administración ponderar las necesidades específicas de 

contratación frente a las realidades de un mercado altamente competitivo, asegurando 

que la rigurosidad formal del procedimiento se adapte a la agilidad comercial sin 

desnaturalizar los principios de la contratación pública. Así, la elección del canal de 

recepción constituye una decisión orientada a garantizar la eficiencia operativa de la 

institución. 

 

Respecto al literal b – sobre la exigencia de utilización de firma electrónica para la 

presentación de proformas y garantías dentro de los procedimientos de contratación de 

giro específico de negocio considerando los artículos 95 y 143 del RGLOSNCP. 

 

Al analizar la presentación de ofertas regulada en el artículo 95 del Reglamento General 

de la LOSNCP, se observa un régimen jurídico diferenciado para las ofertas presentadas 

para las contrataciones por giro específico de negocio, puesto que las ofertas poseen un 
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sustento normativo específico adaptado a su propia finalidad precontractual. En este 

sentido, es recomendable distinguir la flexibilización prevista en el artículo 47 para los 

libros de obra, proformas o garantías contractuales, cuyo alcance está circunscrito a 

dichos documentos de soporte, de la regulación aplicable a las ofertas en firme. 

 

Mantener esta distinción permite a la entidad aplicar de forma precisa cada artículo 

según la naturaleza del documento técnico que se esté evaluando en el procedimiento. 

Esta diferenciación resulta de gran utilidad al analizar los criterios de excepcionalidad 

frente a las disposiciones que la propia institución ha previsto para sus procedimientos 

de régimen especial. 

 

Si bien se contempla una salvedad general para las contrataciones por Giro Específico 

del Negocio, y bajo principios como “qui potest plus, potest minus” (quien puede lo más, 

puede lo menos) se plantea la posibilidad de extender dicha flexibilización a otros 

insumos precontractuales, es oportuno señalar que las contrataciones por Giro 

Específico de Negocio, se rigen por la reglamentación emitida por las entidades 

conforme lo establece la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y 

su Reglamento General. En ese sentido las actuaciones institucionales deberán estar 

orientadas a la aplicación formal de los lineamientos preestablecidos en su propio 

cuerpo reglamentario. 

 

5. PRONUNCIAMIENTO: 

 

(...) de conformidad con el mandato expreso y vinculante del artículo 145 del Reglamento 

General a la LOSNCP, las empresas públicas calificadas bajo el régimen especial de 

Giro Específico del Negocio tienen la obligación jurídica de expedir su correspondiente 

Reglamento. De ahí que, la institución se encuentra facultada para regular de forma 

detallada los aspectos operativos de la fase precontractual, lo cual incluye la 

determinación de la modalidad de entrega de las ofertas y documentos de soporte, 

dejando a discreción la recepción de documentos físicos o electrónicos. Empero, el 

alcance de esta disposición interna queda estrictamente condicionado a que su diseño, 

aplicación e interpretación no contravengan los principios de contratación pública 

previstos en el artículo 3 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública o desnaturalicen o ignoren los principios constitucionales de juridicidad, 

eficiencia, transparencia, seguridad jurídica y trato justo que rigen a la administración 

pública ecuatoriana (...)”. 

 

De los informes jurídicos previamente citados se aprecia que CELEC EP considera que las 

contrataciones por giro específico se rigen por prácticas comerciales y modelos de aplicación 

internacional, “conforme a lo previsto en su normativa habilitante”, por lo que en dicho 

procedimiento no es obligatorio el uso de firma electrónica. En tanto, el SERCOP recalca que 

corresponde a la propia entidad emitir su reglamento de giro específico del negocio, y en dicho 

instrumento normar esta clase de requerimientos operativos. 

 

En relación con el párrafo final del artículo 47 del RGLOSNCP, ambas entidades coinciden en 

que la excepción de obligatoriedad de firma electrónica en los documentos de libro de obra, 

proformas y garantías contractuales es aplicable a todos los procedimientos de contratación y no 

de manera exclusiva en el marco de un proceso de ínfima cuantía.  
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2. Análisis. - 

 

Para facilitar el estudio de las consultas, el análisis se referirá a los siguientes puntos:  i) 

Contratación por giro específico en las empresas públicas; y, ii) Regulaciones sobre el uso de 

firma electrónica en la contratación pública. 

 

2.1.  Contratación por giro específico en las empresas públicas.- 

 

Según el artículo 315 de la CRE, el Estado constituirá empresas públicas para “la  gestión de 

sectores estratégicos, la prestación de servicios públicos, el  aprovechamiento sustentable de 

recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo  de otras actividades económicas”; estarán 

bajo la regulación y el control específico de los organismos pertinentes; y funcionarán como 

sociedades de derecho  público, con personalidad jurídica, autonomía financiera, económica, 

administrativa y de gestión, con altos parámetros de calidad y criterios empresariales, 

económicos, sociales y ambientales. Similar disposición contiene el artículo 4 de la Ley Orgánica 

de Empresas Públicas7 (en adelante, “LOEP”). 

 

En concordancia, los artículos 1 y 5 de la LOEP facultan a esas entidades a “ejercer sus 

actividades en el ámbito local, provincial, regional, nacional o internacional”.  De acuerdo con 

los numerales 2 y 3 del artículo 34 de la LOEP, las contrataciones que efectúen las empresas 

públicas se rigen por el régimen jurídico común sujeto a la LOSNCP y su reglamento, y al régimen 

especial previsto en la LOEP. 

 

En cuanto se refiere al ámbito de la LOSNCP, según su artículo 1, este se aplica a los contratos 

cuyo objeto sea la ejecución de obras, adquisición de bienes o la prestación de servicios, incluidos 

los de consultoría, que celebren las entidades sujetas a su ámbito, que incluye a las empresas 

públicas. 

 

En este contexto, el cuarto inciso del numeral 6 del artículo 38 de la LOSNCP prevé que "las 

empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en cincuenta (50%) 

por ciento a entidades de derecho público o sus subsidiarias, podrán utilizar el régimen especial 

para contrataciones del giro específico del negocio; en cuanto al giro común se aplicará el 

régimen común previsto en esta Ley. La determinación de giro específico le corresponderá al 

Director General o la Directora del Servicio Nacional de Contratación Pública" (énfasis 

añadido). 

 

Con relación a dicho régimen de contratación, esta Procuraduría se pronunció mediante oficio 

No. 17162, de 16 de junio de 2026, y señaló lo siguiente: 

 

“(…) el artículo 143 RGLOSNCP dispone lo siguiente: 

 

‘En aplicación del inciso cuarto del numeral sexto del artículo 38 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública, se considerará exclusivamente giro 

específico de negocio cuando la empresa demuestre que esa contratación requiere un 

tratamiento especial, debido a la regulación por una ley específica, por prácticas 

comerciales o modelos de negocios de aplicación internacional, por tratarse de contratos 

                                                           
7 LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48, de 16 de octubre de 2009. 
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de orden societario, o debido a la naturaleza empresarial propia o riesgo de competencia 

en el mercado. 

 

No se considerará como giro específico del negocio, a las contrataciones que realicen 

las empresas públicas creadas para la prestación de servicios públicos que no tengan un 

riesgo de competencia en el mercado. 

 

La determinación de contratación por giro específico del negocio, le corresponderá a 

la Directora o Director General del Servicio Nacional de Contratación Pública, previa 

solicitud por escrito motivada y razonada, justificando que la contratación cumple con 

lo previsto en este artículo. El Servicio Nacional de Contratación Pública aceptará o 

rechazará de forma motivada esta solicitud en el término máximo de treinta (30) días. 

 

Esta modalidad no podrá ser utilizada como mecanismo de evasión de los 

procedimientos de contratación de régimen común y deberá ser aplicada únicamente a 

los códigos autorizados por el Servicio Nacional de Contratación Pública. Si a juicio del 

Servicio Nacional de Contratación Pública se presumiera que alguna de las empresas 

hubiese incurrido en la práctica antes señalada, notificará a la Contraloría General del 

Estado, de conformidad con lo previsto en el artículo 14 de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública’. (Énfasis añadido). 

 

Por su parte, el artículo 145 del RGLOSNCP dispone que, una vez otorgada la 

determinación de giro específico del negocio, la entidad deberá emitir ‘un reglamento 

que determine taxativamente el CPC Nivel 9, el objeto de la contratación aprobado por 

el SERCOP y su forma de contratación que se aplicará para su realización’, el cual 

deberá ser publicado en el Portal de Contratación Pública y, de ser el caso, en el Registro 

Oficial. 

 

(…) Del análisis normativo expuesto se observa que: i) el giro específico del negocio 

constituye una modalidad excepcional de contratación aplicable a las empresas 

públicas en los casos expresamente previstos en el RGLOSNCP; ii) las contrataciones 

realizadas bajo esta modalidad se encuentran limitadas a los CPC autorizados y a las 

condiciones establecidas en la respectiva determinación administrativa (…)” (énfasis 

añadido). 

 

De lo examinado, se concluye que: i) las empresas públicas constituyen personas jurídicas creadas 

para cumplir los fines del Estado, gestionar sectores estratégicos, servicios públicos, así como 

desarrollar actividades económicas, entre otros; ii) la contratación de obras, bienes, servicios y 

consultorías (salvo los casos excepcionales específicamente previstos en la ley) que realicen las 

empresas públicas, se regirá conforme la LOSNCP y su reglamento; iii) la LOSNCP prevé el 

régimen de giro específico de negocio para empresas públicas, cuya aplicación requiere la 

autorización previa del Director/a General del SERCOP y se limita a los CPC expresamente 

determinados; iv) la autorización del giro específico del negocio exige la emisión de un 

reglamento por parte de la empresa pública, que establezca la forma y procesos de compra de los 

CPC autorizados, normativa que regirá las contrataciones efectuadas bajo este régimen especial. 
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2.2.  Regulaciones sobre el uso de firma electrónica en la contratación pública.- 

 

El inciso noveno del artículo 21 de la LOSNCP señala que “La firma electrónica será de uso 

obligatorio en el Portal de Contratación Pública, en los casos determinados por el Reglamento” 

(énfasis añadido). 

 

Así también, el artículo 41 del RGLOSNCP prevé, de manera general, el uso de firma electrónica 

en los documentos relevantes de todas las fases de la contratación, conforme se aprecia de su 

tenor: 

 

“Art. 41.- Uso de firma electrónica.- Los documentos relevantes correspondientes a las 

fases preparatoria, precontractual, de suscripción y contractual, conforme lo previsto 

en el presente Reglamento y en la metodología que para el efecto emita el SERCOP, 

serán firmados electrónicamente, mismos que deberán ser validados por las entidades 

contratantes, a través del aplicativo oficial de suscripción y validación que se establezca 

para el efecto” (énfasis añadido). 

 

Para el efecto, el artículo 42 ibidem prescribe que los proveedores deben contar con un certificado 

vigente de firma electrónica, el cual estará vinculado a su titular o a su representante legal, en 

caso de personas jurídicas.  

 

En este sentido, el artículo 47 de dicho Reglamento, objeto de la consulta, señala lo siguiente:  

 

“No estarán sujetos a la obligatoriedad de suscripción electrónica de documentos, en 

ninguna de sus etapas o fases, los procedimientos de:  

 

a) Régimen especial señalados en el numeral 2 del artículo 38 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública, declarados confidenciales y reservados;  

b) Feria Inclusiva;  

c) Arrendamiento y adquisición de inmuebles; y,  

d) Contratación en situación de emergencia. 

 

En el caso del procedimiento de ínfima cuantía, el uso de la firma electrónica será 

discrecional. Adicionalmente, no estarán sujetos a la obligatoriedad de suscripción 

electrónica el libro de obra, proformas y las garantías contractuales” (énfasis añadido). 

 

Así también, revisada la LOSNCP y su reglamento, se observa que el numeral 3 del artículo 95 

del RGLOSNCP excepciona, adicionalmente, del uso de firma electrónica a la presentación de 

ofertas en contrataciones dentro del giro específico del negocio de la entidad. Al respecto, como 

se ha expuesto en el punto 2.1 de este pronunciamiento, la adquisición de aquellos CPC incluidos 

en la determinación del giro específico de una empresa pública se sujeta al reglamento que para 

el efecto emitiera dicha institución. Si bien el artículo 95 del RGLOSNCP ha previsto una 

excepcionalidad expresa a la presentación de ofertas bajo dicho régimen especial, debe recalcarse 

que los requerimientos y condiciones establecidos para los procedimientos del régimen común de 

contratación de la LOSNCP no son mandatorios para el caso de giro específico, salvo que el 

reglamento emitido por la empresa pública así lo incorpore. 

 

De otra parte, el artículo 43 del RGLOSNCP prevé la suscripción y validación de todos los 

documentos electrónicos en cualquiera de las fases de contratación, “a través del aplicativo oficial 
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de suscripción y validación provisto por el ente rector de las telecomunicaciones o los 

autorizados por dicho ente rector, y en su segundo inciso excepciona de ello a “las compras 

realizadas en el extranjero, al amparo del artículo 5 del Reglamento a la Ley Orgánica de 

Sistema Nacional de Contratación Pública; por lo que será válido el uso de cualquier aplicativo 

del país donde se realice la contratación” (énfasis añadido). 

 

De lo expuesto a lo largo del presente se desprende que: i) el uso de firma electrónica es 

obligatorio para los procesos y documentos previstos en la LOSNCP, salvo los casos 

expresamente establecidos en dicha norma y su reglamento; ii) la excepción del uso de firma 

electrónica prevista en el párrafo final del artículo 47 del RGLOSNCP, respecto del libro de obra, 

las proformas y las garantías contractuales, se encuentra determinada por la naturaleza de dichos 

documentos y no por el procedimiento de contratación dentro del que se emitan; iii) también  están 

excepcionadas del uso de firma electrónica las compras que se realicen en el extranjero, de 

conformidad con el segundo inciso del artículo 43 del RGLOSNCP; iv) las disposiciones sobre el 

uso obligatorio de firma electrónica no son mandatorias en las adquisiciones por giro específico 

del negocio, por cuanto dichas particularidades corresponde que sean reguladas por la misma 

empresa pública a través de su reglamento correspondiente. 

 

3. Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de acuerdo con el inciso final 

del artículo 47 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, la excepción a la obligatoriedad de firma electrónica prevista para el libro de obra, las 

proformas y las garantías contractuales es aplicable, con carácter general, a cualquier 

procedimiento de contratación en el que se generen los referidos documentos, y no se restringe al 

procedimiento de ínfima cuantía. 

 

Respecto de la segunda consulta, se concluye que no resulta jurídicamente obligatoria la exigencia 

de utilización de firma electrónica para la presentación de proformas y garantías dentro de los 

procedimientos de contratación correspondientes al giro específico del negocio, en virtud de la 

excepción general del inciso final del artículo 47 del RGLOSNCP y que el artículo 95 del mismo 

cuerpo normativo contempla como excepción expresa la presentación de la oferta con firma 

electrónica en las contrataciones realizadas bajo el giro específico del negocio. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 
c.c.   Msc. Nataly Patricia Avilés Pastás 

Directora General 

SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

JUAN CARLOS LARREA 
VALENCIA
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Oficio No. 17865 
 

 

Quito, D.M., 11 de agosto de 2026 

 

 

Coronel 

Washington Bolívar Arce Rodriguez 

JEFE, SUBROGANTE 

CUERPO DE BOMBEROS DEL DISTRITO METROPOLITANO DE QUITO  

Ciudad. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 116-JB-CBDMQ-2026, de 24 de junio de 2026, ingresado en la Procuraduría 

General del Estado el mismo día, se formuló la siguiente consulta:  

 

“¿Los profesionales de la salud que laboran en el Cuerpo de Bomberos del Distrito 

Metropolitano de Quito, deben ser incorporados al régimen especial de Carrera 

Sanitaria, al no estar dentro de los presupuestos del artículo 2 de la Ley Orgánica de 

Carrera Sanitaria y 5 y 6 de su Reglamento General, ya que no prestan ‘atención 

directa’ ni cumplen ‘funciones fundamentales de salud pública’, al ser el CBDMQ una 

entidad de seguridad ciudadana que es parte del Sistema Descentralizado de Gestión 

de Riesgos, con un régimen jurídico propio en virtud de lo dispuesto en los artículos 4, 

218, 274 y 275 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden 

Público (COESCOP), que no integra la Red Pública de salud ni la Red 

Complementaria de Salud, y no es un Establecimiento de Salud reconocido y avalado 

por el ente regulatorio conforme los pronunciamientos contenidos en Oficio No. 17300, 

suscrito (sic) 17 de enero de 2022 y Oficio Nro. 17908 de 4 de marzo del 2022 del 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, y Oficio Nro. MSP-CZ9-2023-0137-O, 

emitido el 12 de enero de 2023 del COORDINADOR ZONAL 9 DE SALUD del 

Ministerio de Salud Pública?”.  

 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que: 

 

El informe jurídico, sin número ni fecha, suscrito por el Director de Asesoría Jurídica del Cuerpo 

de Bomberos del Distrito Metropolitano de Quito (en adelante, “CBDMQ”), refiere como 

fundamento, en lo principal, los artículos 360 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en 

adelante, “CRE”); 2 y 7 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Salud2 (en adelante, 

“LOSNS”); 3, 4, 218, 274 y 275 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana 

y Orden Público3 (en adelante, “COESCOP”); 115 de la Ley Orgánica del Servicio Público4 (en 

adelante, “LOSEP”); 1, 2 y 18 de la Ley Orgánica de Carrera Sanitaria5 (en adelante, “LOCS”); 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOSNS, publicada en el Registro Oficial No. 670 de 25 de septiembre de 2002.    
3 COESCOP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 19 de 21 de junio de 2017. 
4 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
5 LOCS, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 139 de 1 de septiembre de 2022. 
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1, 2, 5 y 6 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Carrera Sanitaria6(en adelante, 

“RGLOCS”); 22 del Código Orgánico Administrativo7 (en adelante, “COA”); 2 de la Ordenanza 

Metropolitana No. 01148, que sustituyó el inciso primero del artículo 3 de la Ordenanza 

Metropolitana No. 0399, a través de la cual se expidió la Ordenanza de Institucionalización del 

Cuerpo de Bomberos de Quito; y, pronunciamiento de este organismo en oficio No 17300, de 17 

de enero de 2022, en con base en los cuales concluyó lo siguiente: 

 

“En tal virtud, es criterio de esta Autoridad, que el personal de salud que presta sus 

servicios en el CBDMQ, no se encuentra comprendido dentro del ámbito de aplicación de 

la Ley Orgánica de Carrera Sanitaria, ya que dichos servidores no prestan atención 

directa en los términos del artículo 2 de la referida Ley y Art. 5 de su Reglamento, ya que 

estos servidores prestan sus servicios y atención en una entidad de seguridad ciudadana 

que es parte del Sistema Descentralizado de Gestión de Riesgos, que no integra la Red 

Pública de salud ni la Red Complementaria de Salud, y no es un Establecimiento de Salud 

reconocido y avalado por el ente regulatorio conforme los pronunciamientos contenidos 

en Oficio No. 17300, suscrito (sic) 17 de enero de 2022 y Oficio Nro. 17908 de 4 de marzo 

del 2022 del PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, y Oficio Nro. MSP-CZ9-2023-

0137-O, emitido el 12 de enero de 2023 del COORDINADOR ZONAL 9 DE SALUD; y, 

por cuanto las actividades de dicho personal no se encuentran comprendidas dentro de las 

previsiones taxativamente determinadas en el artículo 5 y 6 del Reglamento General a la 

Ley Orgánica de Carrera Sanitaria, pues dichas actividades no están orientadas a la 

prestación de servicios y cuidados de salud a individuos, familias o comunidades, ni 

constituyen acciones de promoción, prevención, diagnóstico, curación, rehabilitación y 

cuidados paliativos, prestados directamente a una persona, ni tampoco actividades 

relacionadas con la gobernanza de la salud, regulación y control sanitario, provisión de 

servicios de salud, promoción de la salud, investigación y docencia, así como otras 

funciones sustantivas determinadas por la autoridad sanitaria nacional; si no, que 

constituyen actividades que se ejecutan en apoyo de la gestión operativa institucional, a la 

salud ocupacional del personal bomberil, a la  evaluación de aptitudes físicas y 

psicológicas, al acompañamiento de emergencias y al soporte de las operaciones de 

rescate y socorro, en cumplimiento de las competencias del CBDMQ como entidad de 

seguridad ciudadana parte del Sistema de Descentralizado de Gestión de Riesgos. 

 

(…) la incorporación del personal de salud del CBDMQ al régimen de Carrera Sanitaria 

no resultaría jurídicamente procedente” (lo subrayado me corresponde).  

 

2. Análisis.- 

 

Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado en la consulta, el presente análisis se 

estructura en los siguientes puntos: i) Competencia y naturaleza de los Cuerpos de Bomberos; y, 

ii) Régimen especial de Carrera Sanitaria.   

 
6 RGLOCS, publicado en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No. 134 de 29 de septiembre de 2025. 
7 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017. 
8 Ordenanza Metropolitana No. 0114, publicado en el Registro Oficial No. 295 de 18 de marzo de 2004.  
9 Ordenanza Metropolitana No. 039, publicado en el Registro Oficial No. 175 de 2 de octubre de 2000.  
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2.1. Competencia y naturaleza de los Cuerpos de Bomberos.-  

 

La letra c) del numeral 5 del artículo 2 del COESCOP incluye dentro de su ámbito de aplicación 

a los cuerpos de bomberos como entidades complementarias de seguridad de los Gobiernos 

Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitanos (en adelante, “GAD”). En este 

contexto, el primer inciso del artículo 4 ibídem establece que las disposiciones de ese código 

“constituyen el régimen jurídico especial” de las entidades de seguridad ciudadana, precisando 

que: “En todos los aspectos no previstos en dicho régimen se aplicará supletoriamente la ley que 

regula el servicio público” (lo subrayado me corresponde).  

 

Al efecto, el artículo 115 de la LOSEP determina que los “servidores públicos de las Fuerzas 

Armadas, de la Policía Nacional y de las entidades complementarias de seguridad que por sus 

peculiaridades y particularidades en el ejercicio de la profesión militar, policial y otras de 

seguridad integral que no perciban horas extraordinarias o suplementarias, subrogación, 

encargo u otros beneficios económicos por los conceptos previstos en esta Ley para las 

servidores, percibirán por compensación los valores a que hubiere lugar, en base a la resolución 

que emita el Ministerio rector del trabajo para tal efecto. La compensación para las entidades 

de seguridad descentralizadas será fijada por el gobierno autónomo descentralizado en función 

de los pisos y techos determinados por el Ministerio rector del trabajo.” 

 

Por su parte, el inciso primero del artículo 218 del COESCOP establece que las entidades 

complementarias de seguridad de los GAD metropolitanos y municipales, entre ellas los cuerpos 

de bomberos, “son organismos con potestad pública en su respectivo ámbito de competencia, 

relacionadas con el “apoyo, coordinación, socorro, rescate, atención prehospitalaria y respuesta 

ante desastres y emergencias, que tienen por finalidad realizar una adecuada gestión de riesgos 

(…)” (lo subrayado me corresponde). 

 

En la misma línea, el inciso primero del artículo 274 del COESCOP define a los cuerpos de 

bomberos como: 

 

“entidades de derecho público adscritas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados 

municipales o metropolitanos, que prestan el servicio de prevención, protección, socorro 

y extinción de incendios, así como de apoyo en otros eventos adversos de origen natural 

o antrópico, Asimismo efectuarán acciones de salvamento con el propósito de 

precautelar la seguridad de la ciudadanía en su respectiva circunscripción territorial”. 

(lo subrayado me corresponde).  

 

El artículo 275 del COESCOP dispone que el servicio de prevención, protección, socorro y 

extinción de incendios “es parte del Sistema Nacional Descentralizado de Gestión de Riesgos”, 

cuya rectoría es ejercida por la autoridad nacional competente en materia de gestión de riesgos. 

Así, la gestión del servicio contra incendios corresponde a los GAD en su territorio, y el mismo 

artículo establece que será: “en articulación con las políticas, normas y disposiciones que emita 

el ente rector nacional, la ley que regula la organización territorial, autonomía y 

descentralización y lo establecido por el Consejo Nacional de Competencias.” 
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Sobre la aplicación de los artículos 4, 218, 274 y 275 del COESCOP, mediante oficio No. 17300, 

de 17 de enero de 2022, la Procuraduría General del Estado concluyó lo siguiente:  

 

“Por lo expuesto, en atención a los términos de su consulta se concluye que, de 

conformidad con los artículos 218, 274 y 275 del Código Orgánico de las Entidades de 

Seguridad Ciudadana y Orden Público, los cuerpos de bomberos no integran la Red 

Pública Integral de Salud ni la Red Complementaria de Salud. (…) la prestación del 

servicio de atención prehospitalaria corresponde a las funciones operativas propias de los 

cuerpos de bomberos como parte del Sistema Nacional Descentralizado de Gestión de 

Riesgos” (lo subrayado me corresponde).  

 

Al respecto, según el numeral 1 del artículo 276 del COESCOP, es función de los Cuerpos de 

Bomberos ejecutar los servicios de prevención, protección y extinción de incendios, “así como 

socorrer en desastres naturales y emergencias, además de realizar acciones de salvamento” (lo 

subrayado me corresponde).   

 

De lo expuesto se desprende que: i) los cuerpos de bomberos, como entidades complementarias 

de seguridad de los GAD municipales o metropolitanos, se encuentran dentro del ámbito de 

aplicación del COESCOP; ii) en todos los aspectos no previstos en el régimen especial del 

COESCOP, los cuerpos de bomberos, como entidades complementarias de seguridad de los GAD 

municipales o metropolitanos, deben aplicar supletoriamente la LOSEP; iii) los cuerpos de 

bomberos no integran la Red Pública Integral de Salud ni la Red Complementaria de Salud; y, iv) 

la prestación del servicio de atención prehospitalaria corresponde a las funciones operativas 

propias de los cuerpos de bomberos, como parte del Sistema Nacional Descentralizado de Gestión 

de Riesgos.  

 

2.2. El régimen especial de Carrera Sanitaria.- 

 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 1 de la LOCS, dicha ley tiene por objeto “crear, 

reconocer y garantizar la carrera sanitaria pública como un régimen especial dentro del servicio 

público, estableciendo las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables al talento humano 

en salud”, según los términos previstos en esa Ley (lo subrayado me corresponde).  

 

Agrega el artículo 2 de la LOCS que sus disposiciones “son de aplicación obligatoria para la 

Red Pública Integral de Salud y demás instituciones públicas en donde laboren profesionales de 

la salud de atención directa y funciones fundamentales y que han cumplido con las condiciones 

y requisitos dispuestos para su ingreso a la carrera sanitaria”. Al efecto, el artículo 3 de la ley 

ibídem establece que: “La carrera sanitaria tiene como finalidad promover el desarrollo integral 

del talento humano en salud, regulando las jornadas de trabajo, la remuneración, el 

reconocimiento, la promoción, la movilidad horizontal, el ascenso y su permanencia, el régimen 

de ingreso, modalidades de recambio, desvinculación y retiro” (lo subrayado me corresponde).  
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En este sentido, el artículo 6 de la LOCS establece las exclusiones al régimen de Carrera Sanitaria, 

y en su numeral 1 dispone: "1. Funcionarios de libre nombramiento y remoción; y, en lo que 

corresponda, los establecidos en el Artículo 83 de la Ley Orgánica de Servicio Público." 

 

A su vez, el artículo 83 de la LOSEP, que enumera taxativamente a los servidores excluidos del 

sistema de carrera del servicio público, dispone en su literal n): “Los servidores de las entidades 

complementarias de seguridad creadas por la Constitución o la Ley, que se sujetan a la carrera 

prevista por su Ley específica" (lo subrayado me corresponde).  

 

Como se estableció en el acápite 2.1 de este pronunciamiento, el CBDMQ constituye 

precisamente una entidad complementaria de seguridad de los GAD metropolitanos en los 

términos de la letra c) del numeral 5 del artículo 2 del COESCOP. En consecuencia, sus servidores 

se encuentran comprendidos en el literal n) del artículo 83 de la LOSEP, al que se remite 

expresamente el numeral 1 del artículo 6 de la LOCS. 

 

Sobre la aplicación de este mecanismo de exclusión, en pronunciamiento contenido en oficio No. 

12432, de 22 de julio de 2025, esta Procuraduría analizó y concluyó lo siguiente: 

 

“(…) i) la carrera sanitaria constituye un régimen especial dentro del servicio público, 

cuyo ejercicio responde a disposiciones jurídicas y administrativas especiales en la 

materia, aplicables al talento humano en salud; ii) la LOCS y del (sic) son de aplicación 

obligatoria para la Red Pública Integral de salud y demás instituciones públicas en 

donde laboren profesionales de la salud de atención directa y funciones 

fundamentales; iii) para ingresar a la carrera sanitaria los profesionales deben contar 

con título de tercer nivel en áreas de la salud, encontrarse habilitados para el ejercicio 

profesional y haber sido declarados ganadores del concurso de méritos y oposición (…)v) 

la máxima autoridad de cada institución que forme parte de la Red Pública Integral de 

Salud y demás instituciones públicas en donde laboren profesionales de la salud, son 

responsables de evaluar, y de considerar pertinente, regularizar el proceso de cambio de 

régimen laboral de LOSEP a LOCS de los profesionales de la salud de atención directa 

y funciones fundamentales” (énfasis corresponde al texto citado). 

 

Por otra parte, el artículo 5 del RGLOCS define a la atención directa como: 

 

“Son actividades realizadas por los profesionales de la salud en un establecimiento de 

salud, lo cual incluye tanto la prestación de servicios y cuidados de la salud a un 

individuo, grupo familiar, comunidad y/o población,, como aquellas actividades 

destinadas a la promoción de la salud, la prevención de enfermedades, diagnóstico, 

curación, rehabilitación de la salud, cuidados paliativos; y, seguridad y salud 

ocupacional; prestados directamente a una persona, excluyendo cualquier tarea 

administrativa” (lo subrayado me corresponde).  

 

De lo manifestado se observa que: i) la LOCS tiene por objeto crear, reconocer y garantizar la 

carrera sanitaria pública como un régimen especial dentro del servicio público, estableciendo las 

disposiciones jurídicas y administrativas aplicables al talento humano en salud; ii) las 
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disposiciones de la LOCS son de aplicación obligatoria para la Red Pública Integral de Salud y 

demás instituciones públicas en donde laboren profesionales de la salud de atención directa y 

funciones fundamentales sin perjuicio de las exclusiones específicas previstas en el artículo 6 de 

la misma Ley; iii) el numeral 1 del artículo 6 de la LOCS excluye de dicho régimen, en lo que 

corresponda, a los servidores comprendidos en el artículo 83 de la LOSEP; y, iv) el literal n) del 

artículo 83 de la LOSEP excluye del sistema de carrera del servicio público a los servidores de 

las entidades complementarias de seguridad, categoría en la que se encuentra el CBDMQ 

conforme al artículo 2 numeral 5 letra c) del COESCOP. 

 

3. Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 2 y 6 de 

la Ley Orgánica de Carrera Sanitaria y 83 literal n) de la Ley Orgánica de Servicio Público, si 

bien el artículo 2 de la Ley Orgánica de Carrera Sanitaria extiende su aplicación a las instituciones 

públicas en donde laboren profesionales de la salud de atención directa y funciones fundamentales 

(sin limitarse a la Red Pública Integral de Salud), el numeral 1 del artículo 6 de la misma Ley 

excluye de dicho régimen a los servidores comprendidos en el artículo 83 de la Ley Orgánica de 

Servicio Público. Por lo tanto, al ser el Cuerpo de Bomberos del Distrito Metropolitano de Quito 

una entidad complementaria de seguridad, según el artículo 2 numeral 5 letra c) del Código 

Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, sus servidores se encuentran 

comprendidos en el literal n) del artículo 83 de la Ley Orgánica de Servicio Público, por lo que 

los profesionales de la salud que laboran en dicha entidad están excluidos del régimen especial de 

Carrera Sanitaria. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Magíster
Jorge Albefo Ponce DoDoso

Cf, RENTE GENERAL, ENCARGADO
BANCO CENTRAI Df,L ECUADOR
Ciudad. -

De mi consideración:

Mediante oficio No. BCE-BCE-2026-0238-OF, de 13 de mayo de 2026, ingresado en la
Procuraduria Ceneral del Estado en la misma fecha, se formuló la siguiente consulta:

'¿La transferencia grulaila de bienes muebles e i venlarios insenibles, obsolelos o
que hübiere dejado de usafie, efectuada po¡ el Ba co Centrrrl del Ecuador afavor de
olras eilido¿es públicas es coñpafible con la prohibición prcvisla en el numerul 2 del
aflículo 56.1 del Có.ligo Oryáhico Monetario ! Financiero, at no conJigurar una
aJ)ula, dorracióú o coñtr¡buciónfi añciera?"

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente:

l. Antecedente§. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende lo siguiente:

El informe juridico No. BCE-GJ-045-2026, de 08 de mayo de 2026, suscrito por el Gerente
Juridico del Banco Central del Ecuador (en adelaúte,'?Cr'), citó los afiícülos 82,226,221,301
y 425 de la Constitución de la Republica del Ecuadorr (en adelante, "CXf'\ 26,26.1,21.1,56.1
y 57 del Código Orgánico Monetario y Financiero'? (er¡ adelante, "alo¡-f"')i 1, 2 y 3 de ta Ley
Orgá¡;cade la Contraloria General delEstador (en adelante, "¿oac¿");3, 14,65 y6? del Código
Orgánico Administmtivo4 (en adelante, "CO,4"); 79 y 130 del Acuerdo No. 067-CG-20185, que
contiene el "Reg/4m¿rto General Sust¡tutiro paru la Administació , Utilización, Manejo y
Control de Bie es e I venta os del Sector Público" (en adelanLe,"Reglatnento de Bíenes"). Con
estos fundamentos analizó y concluyó lo siguiente:

"3.2. Alcance de Ia pnhibición pretistd er el numerul 2 del aÍícalo 56.1 del Código
Orgárrico Motetario y Financiero (sic)"

(...) corresponde analizar si lu Íransferencia gratuta de bienes mueblelt e inventarios
inservibles, obsoletos o que hubieren dejado de usarse, eÍectuada entre efitidades
públicas con;forme el procedimiento preyíslo en el Reglañento General Sustitulfuo para
la Admi isttr¡ción, Utilización, Manejo ! Contol de los Bienes e hi'enlltrios del Sector

) CRE, publl.olla ¿n ¿lResjsnoOlcal l¡o 119 d¿ 2A d¿ Ntube de 2008.
: COMF, publxa.lo én el Sequnda Stpbtu"la d.l Rtqú.7a Okia! Na. i32 de l2 .1¿ ep¡tdble d. 2OI.l
' LO(:AE, publicado en ¿l Sq¡eúehto .l¿l R¿Esna Olcial Na. 595 d¿ l2 d¿ jú]o de 200?
1 COA, ptbhcado ¿, el Sesnda Supleñenta del Rzgisl|a O¡cal No. 3 I de 07 ¡íe julio ¡le 2O¡ 7
: R¿gl¿úento d. Bie»es, p,bli.d¡la e" ¿l S,pl¿tua\. ¡lel Resis'o Olcidl 

^"o. 
388 de 11 ¿. ¿ieñbre de 2018
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Públíco, constifitye una ayuda, donac¡ón o cofitr¡búción Jinanciera en los tén itlos
preyistos en elnumerdl2 delartículo 56.1 del Cótligo Orginico Monetalio ) Fiüaorciero.

Al respecto, debe cons¡derorse que dicho mecanismo se encuenta exptesdthe te preyisto
dentro del Égimen jutídico .rplicable a la ad inistración y baja de bienes públicos, y
responde a crilerios de eJiciencia, coordífiatción y optimízación de recwsos estdtales,
pemílíe do que bienes que han dejado de sel útiles pata ma entidad pública pueda ser
.tprorechodos por olra institución del Es¡ado e17 el cuttplimiento cle sus fines

E este sentido, es importanle indicar que, de acuerdo cofi lo infoünado pot la
Subgere cia Adt itlistrati,a, la tonsíere cfu de biener nuebles e inrenttrios insemibles,
obsolelos o q e hllbieren dejado de ura$e, tienen un propósíto el cual es dmlos de baja
de acuerdo al Reglaüefi¡o Ge erul Sustitut o paru la Administrución, Uilízació11,
Manejo y Control de los B¡enes e IrNe tdtios del Sectot Público.

En estd líned, es ifllpt)tta te atefidet a la aturaleza y deJinición en el cuerpo notmathlo
antes referido, que defrne a los bienes insenibles u obsoletos, aquelbs que, por suestado
de obsolesce cia, deteriolo o ddño, dejdn de set útiles para el ser»idor o para la entiddd
u ol.ga ¡shto del sectol público, petu puedei ser s$ceptibles de chat5rfizac¡ón,
destrucciófi y rec¡claie; pueNb que s1t repardción sería más costosa que la adquísición

As[ üismo, la baja o egreso de bienes obsoletos o en desuso, que pudieftn efitregarse a
fítulo grutuilo a obas Instituciones del Estado, no represenlan una operación q e

implique na afectación palrimonial al Banco Cenbal del Ec ador, puesto que dl ser
hrservible u obsoleto stt talot contable ,ro es represefialit o para la InsÍilnciórl

(...)

4. CRITE RIO INS TITACIO NAL :

De cofifomiddd co el Reglamenio Generul Sust¡tutivo para la Administrución,
Utílizctción, Manejo y Control de los B¡ekes e lnrenta os del Sector Público, la
ÍraÚsÍerencia gratuita constihtle un ñeca ist ro etpre§arrneñle preútto para el egrc§o
y boja de bierres muebles e inventarios inservibles, obsolelos o qae hubierei dejd.lo de
usafie, aplicable errtre entidades y organismos del secror pltblico.

E este conterto, lq lrrrnsfereñcia grutaita de bie es eJieclaada efirc e tidades públkas
no conslitu!¿ una disposición patimonial en fawr de pafiiculares ni implica una
liberalidad sobre recursos institucionales, síno un ,neca ismo ie admi istraciór, !
rcdistribución intraeslalal de bienes públicos orienlado a gatu4litar s,
apruvechamiento efrcierrte denlru del p¡opia secto¡ público, conforme los
ptoc¿diñientos prcvistos por la normativa emítida pot la Cofitaloúa Genetul del
Estado.

Efi consec encia, esta Getuncia Jurídica considera que la translereñcia grt tuifa tle
bienes muebles e invehtarios inse»ihles, obsolelos o que hubieren dejado de aarse,
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efectuoda eLte errtidades púhlicas confome el prccedimiento prcvisto e el Reglauento
Ge erol Su.ttitutíto para la Adninislración, Utilización, Marlejo y Co ttol de los Bieúet
e lfi'"'eñtarios del Sector Público, coñstihüe ai mecanismo compotible con el aume¡al
2 del arlículo 56,1 del Código Otgtilico Morretario ! Fi aficietu, pot cumto no
confrgun uno qluda, donación o corrlribución liñot cietu en los térmínos previstos en
díc ha disposic ión " (e\fasis añladido).

Con el ñn de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficio No. 16772, de l8 de
mayo de 202ó, la Procuraduría General del Estado solicitó a la Cont aloria General del Estado
(en adelante, "CGr') que remita su criterio juridico institucional sobre la mate a objeto de
consulta.

El requeúmiento formulado a la CGE fue atendido por el Director Nacional Juridico de la CGE,
mediant€ oficio No. 243 -DNJ-2026, de 29 de mayo de 202ó, ingresado en la Procuradu a
General del Estado el mismo día. E¡ dicho criterio, además de los fundarnentos jurídicos
señalados por la entidad consultante, citó los artículos 2ll y 212 de la CRE y 77 de la LOCGE
con base en los cuales emitió el siguiente criterioju dico institucional:

"(...) se hace conocer que, de la rcvisión del sistema de consultt$ de la Procuraduría
Ge eral del Estado, se desprende que uediante Ofrcio No. 15583 de 09 de septier bre de
2021, el Prccú¿ttlot Generul del Estado, rcspecto a la co suha leal¡zada pol el Bdfico
Cenlral del Ecuador:

'¿El Banco Central del Ecuadot estaría legalñente facultado Wa continudr con la
tra4.tlerc cia de bíenes intuuehles plopios, a cualquier lítulo, colsiderufido la
ptohibiciól¡ exprcso vigente ! que las gestíones paru el efecto ihicíaroú ahtes de la
publicdción en Registto Ofcial de la Ley Orgánica Re¡otmatofia dl CMigo Otginico
Monetario y Fifidnciero para la Defensa de la Dolaizaciótt?'.

Emitió el siguienfe pronunciamiento:

'(.)Porloexpüesto,enatencióndsuconsuhaseconcluyeque,ode.itdelaprohibición
general prevista en los artículos 104 del Código Olganico de Pldhifrcaaión y Fin¡nzas
Públicas y 89 de su Reglottento General que impide a las entidades del sector público
realizat donaciones o asigndciorres fio rcembolsables, por cualquiet concepto, afarvot de
personas naturales, otga ísüos o pe$onas jwídicos de derccho pivado, dl Banco
Centrul del Ecuddor le es aplicqble la prchibición especílica establecida por el numetd
2 del arrtcuh 5ó.1 del Código Orgdlico Mor.etoio y Financiero, que no prcré
excepciones y le ihrpide realka¡ la trdnsfertlncia o fítülo grutuito de sus bienes
inmpebles propios' (éfiasis añadido).

(...)

Co»espoxde d la mrLríma autoridad del Bonco Central del Ecuador, tomar en
considerac¡ón dícho pronüficidmiento y la prohib¡ción antes relerida, inherente con el
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Conforme lo establecido en el añículo 77 pfiüq iúciso de la Ley Orgánica de la
Contruloría Gercral del Estado: 'Los Ministtos de Esado y las máximas autoridddes de
las instituciones del Estado, son responsobles de los aclos, co tralos o resoluciones
emanados de su autotidad (...)'; en tal virtud, es de responst¡bilidad de la máxima
autoriddd del Banco Central del Ecuador, la adopción de las decisio es cotespo dientes
respecto del tema üateria de la consulta, en estricto apego a la nomal¡,ra aplicable y
precaulelando los intereses y recursos de la entidad, lo cual será matefia de control
posterior por parte de este (»ganismo Técníco de Contol. "

De lo expuesto, se observa que el criterio instituc¡onal del BCE sostiene que la transferencia
gratuita de bienes muebles e inventarios inservibles. obsoletos o qüe hubiere,r dejado de usarse,
efecfuada entre entidades públicas, no se opone a la prohibición prevista en el numeral 2 del
artículo 56.1 del COMF. Por su parte, la CGE sito el pro¡unciamiento del Procurador General del
Estado conte¡ido en el oficio No. 15583, de 09 de septiembre de 2021, relativo a la prohibición
aplicable al BCE respecto de la tmnsferenc¡a a tltulo gratu¡to de sus bienes inmuebles propios.
Asimismo, señaló que coresponde a la má\ima autoridad del BCE adoptar las decisiones
relacionadas con la materia consultada, en estricto apego a ¡a normatila aplicable y precautela¡do
los intereses y recursos de la entidad, sin perjuicio del control poste or que coÍesponde ejercer
a dicho organismo técnico de conÍol.

2. Arálisis. -

Las restricciones aplicables a la donación de bienes de las entidades públicas fueron analizadas
por este o¡ganismo en los pronunciamientos contenidos e¡ los oficios No. 11422, de 4 de
dic¡embre de 2020, y No. 15583, de 9 de septiembre de 2021. El primerc de ellos examinó la
donación en beneficio de personas natuales por parte de las entidades públicas y concluyó que:

"Finalmente. es pertinente considerar que el altículo 104 del Código (hgánico de
Planifcación y Fixanzas Públicas (efi ddelante COPL,IFIP) prohíbe a las e illa¿et
públic«s efecluir donaciones eñ benelicio de penoras ñalutules, prceiendo la
posibil¡dad de estoblecer excepcioñes que, según el arlículo 89 d¿ su Reglamento, está
desti\adds a 'fulestigaciófi científrca, educación, salud, inclusión social y donaciofies
pdra ld ejecución de progtamas o proyectos prioriturios de inversión en benelcio directo
de la colectí\,idad', y obedecen a uü proceso de planílcación (...) " (énfasis añadido).

Por su pa.te, el segundo pronunciamiento analiá la restricción especifica de donación de bienes
del BCE, concluyendo que:

''De lo expuesto se desprende que ¡) el BCE se ¡ige po¡ lo CRE, eI CoMF, su estatuto,
lds legulaciones expedidas por su órgano de gobiemo, los reglarnentos intemos y lat
demtis leyes aplicdbles en razón de la materia; i, el COMF es orgáhico, especial !
posleriar en lo a:lirrerrle s las fuicio e§ ! atibucioñes del BCE; y, iii) ld tdorma
intoducída al COMF por la LORCOMF ptohibe exprcstmenle dl BCE realkar
donaciones a personas fiatu¡ales o jürldicns, sin coñterrrplat inguña excepcün ni
prerer un tégiñe lra silorio aplicable para ptocedin ientos inicirulos con a terioridad
a la t eficiorÍdd reÍorma.

3. Pnnunciamienlo. -
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Por lo expuesto, en atencíón a su consuha se concluye que, ademis de la prohibicióa
gefierol pretitto ei los artícutos 101 del Código Oryánlco de Planilicacióty Finonu$
Públ¡cas ! 89 da su Reglorner,to Gerrerol, que impide a los eñtidades del sector público
realizar donaciones o asignaciones no reembolsables, por cualquier corcepto, a.favor de
personas alúales, otganismos o personas jurídicas de derecho prfuado, al Banco
C¿rrtrol del Ecuador le es oplicable la pruhibición especlfrca establecido pot el iutneral
2 del s¡tícalo 56,1 del Código Otgánico Monetüio ! Fi anclero, que ,ro prevé
excepcioies y le impide realizar la ttuñsfe.encia a título gratuito de sus higg
¡nñuebles prot ios ' (énfasis añadido).

Si bien el pronunciamiento contenido m el oficio No. 155t3 analizó el numeÉl 2 del aficulo
56.1 del COMF, en r€lación con la prohibición espe¡ífica aplicable al BCE respecto de la
tmnsfere¡cia a título gratuito de sus bienes inmuebl€§ propios, la presente consulta se refiere a
la posib¡l¡dad de transferir gratu¡tamente bieÍes muebles e invetrt¡rios inservibles, obsoletos o
que hubieren dejado de usa¡se, en el col¡texto del procedimier¡to previsto en el Reglamento de
Bienes.

Por otrá pañe, el aficulo 1402 del Código Civiló (en adela¡te, "a'C') dispone qüe',/l)a donación
entre rivos es un acto por el cual una penoaa trcnsl¡e¡e grutuita e ifteyoct blenunte uha parte
de sus ¿!9!g! otra penona, que la aceptd'. Esta deñnición no estáblece distinció¡ entre bienes
muebles e inmuebles, sino que atiende al carácter gratuito e irrevocable de latransferencia de una
parte de los bienes de una persona a otra (énfasis añádido).

En este sentido. ¡a p¡ohibiciór prevista m el numeral 2 del aÍículo 56.1 del COMF es Ia siguiente:

''4 . 56.1.- Ptohibición de operaciones cuasifiscales pot porte del Banco Cental del
Ecuador.- El Banco Ceñtral del Ecuadot tie e prohibido realbdt cualquiera de las
siqüientes act¡yidades : (... )

2, Propofciono¡ dtw.1as, donaciones o contribuciones inanciefas o personos nal,r¡ales
ojurídicLs;'

En este contexto, ef Reglamento de Bienes, e¡ su Título IV ,'Del egreso y haja de bienes o
1a1)entarios". Capítulo VI "Transferencias Grut ¡tas", e[sus articulos 130 al 133 regula los
pmcedimientos para la transferencia de bienes de las entidades públicas. E¡ particular, pr€vé: ¡)
la t¡fisferencia gratuita a favor de entidades u organismos del sector público; y, ii) la donac¡ón
de bienes a personasjurídicas de der€cho privado.

Al respecto, es necesario analizar la prohibición a¡tes citada y que es objeto de la consulta. En
primer lérm¡no. d€sde una lectura literai, las expresiones "ayuda", "donac¡ón" y "contribüción,,
se encuentran calificadas por el elemento comti¡ "financiem'. Esto evidencia que el legislador
dirigió la prohibición a impedir que el Ba¡co Central destjne recursos económicos o financieros
para favorecef patrimonialrnente a otras entidades.

De otro lado, se aprccia que ésta busca preseNar lá áutonomía fina¡ciera y parrimonial del Banco
Centml, evitando que sus recr¡rsos se destinen al financiamiento de ot¡as entid¿des del s€ctor

¡ CC, publi.elo eñ el Stpletulro d¿l Regil¡o O¡cDl No 1ó ¿e 21 de Jtnrc d. 20A5
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públ¡co, mediante mecanismos que puedan afectar su balance o comprcmeter el cumplimiento de

sus funciones. Es decir. la norma está didgida a impedir transferencias patrimoniales que

constituyan apoyo, co¡tribuciones o donaciones fi na¡cieras.

Por otm parte. latransferencia $atuitáde bienes muebles declarados inservibles, obsoletos o fi¡era
de uso pose€ una natumlez¡ distitrta. Esta no persigue incrementar el patrimonio del beneficiario
a través de la mera liberalidad del Banco Central, sino que busca optimiz¿¡ la administración de

bienes públicos cuya utilidad pa¡a la institució¡ de origen ha cessdo (ya sea porque son

inservibles, obsoletos o se encuentran fuera de uso), permit¡endo, de ela maner¿, que otra erlidad
pública pueda aprovecharlos antes de su destrxcción o baja definitiva.

En este co¡texto, en el escenario antes e¡unciado: d.) no oxiste entrega de recurcos fina¡cieros; ó.,/

no se comprometen res€rvas, activos estratégicos o recurso§ moneta¡ios del Banco CenÍal; c/ no

se fiñancia¡ gastos conientes ni de inversión de Ia ent¡dad recepto¡a; d/ se úata de u¡a modalidad

de adminisÍación del pat¡imonio público; y, e, no constituye unaopemción de crédito. Asimismo,
la prohibición en á¡álisis busca impedir la realizaciór de ope.aciones cuasifiscales, enterididás

como aquellas media¡te las cuales uná entidad asume cargas económicas o concede beneficios
que. por su naturaleza, €quiv¿len á financiamiento público o gasto fiscal, sin formar pa¡t€ del

Presupuesto Geneml del Elado.

Er esle sentido, Ia transferencia gratuit¡ de bienes muebles e ¡nventarios decl¿¡ados inservibles,

obsoletoso quehubieren dejadode utiliz¡rse no reú¡e dichos paÍimeúos. Por elcontmrio, s€ trata

de un acto de administración patrimonial, cuyo objeto consiste en optimizar el aprovechamiento

de bienes públicos que han perdido utilidad pa¡a la entidad propi€tari4 permitiendo que oaa
institución pública pueda desti¡rarlos al cumplimiento de sus competencias antes de proceder a su

baja definitiva; y, además, constituye una modalidad de disposición de bienes públicos que

responde a los principios de eficiencia. eficacia, y coordinación (previstos en los á¡ticulos 227 de

la CRE y 3,4 y 9 del COA).

En suma a lo señalado. se ¡ecuerda que el articulo 3 de la Ley Orgánica de Camntías

Jurisdiccionales y Control Constitucionalr, en sus numerales 4,5 y 7, establece las

interpretaciones evolutiva. sistemática y literalseñalando, en su o.den. que:

"(...)1. Interyret@ión ewlulíva o d¡námica- Las normas se ent¿nderán a parti de las
catubia tes siluaciones que ellart rcgulan, con el objeto de no hace as inopetonles o

¡nelcientes o de tomarlas contrurias a obas rcglas o pfincipios co slitucionales
5. lnterprelación sisteñát¡ca-- Las nomas júídicas debetuhl ser interpreladas a paflir
del contexto general del teío ,tormativo, para lofarar ente todas las disPosiciorres la
debída coexistenc¡a, corresryndencia y arrnonía. (..- )
7. lnterpretac¡ón literul.- Cuando el sentido de la normo es claro, se atenderá su lenor
literul, s¡n pedubio de que, poru lograr un resuhado iüsto en el ca$, se puedan util¡zot
otros t étodos de inlerprcfociór't. ".

Del análisis precedente se desprende lo siguie¡te: ,) el numeml 2 del artículo 56.1 del COMF
cont¡ene una prohibición que le impide - en el contexlo de opemciones cuasifiscales al Banco

Central dar aJudas, donaciones o contribuciones (de canácter financierc)l i¡) Ia transferencia

' l,ey Or4án¡.a d. Garañtías Jutísdi@ioñdl.s | <'ontrol Co6¡ituciónol, Publi.od. et ¿l S¿gndo hPleñento del
R.Eist/o qic@l No.52..le 22.1¿ oc¡ubrc de 2009
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gatuita a otla eritid¿d pública de bienes catalogados como inservibles, obsoletos o fuera de uso
comtituye una forma de optimización de la administración de bienes púbiicos cuya utilidad pá¡a
la institución de origen ha cesado; ,ii) en las transferencias antes indicadas: a, no existe ertrega
de recufsos financieros; á/ no se comprometen reservas, activos estrategicos o rccursos
moneta¡ios; cJ no se financia¡r gastos corrieÍtes ni de inversión de la entidad receptora; y, d) no
constituye una operación de crédito

3, Pronunciamie¡rto. -

En atención a los térmi¡os de laconsulta se concluye que, de acuerdo con elnumeral2 delafículo
56.1 del Código Orgánico Mo¡eta¡io y Financiero y 3, num€rales 4, 5 y 7 de la Ley OrBinica de
Ga¡antías Jurisdiccionales y Control Constitr¡cional, el Banco Ce¡tral del Ecuador puede
trarisferir de manem g.atuita bienes muebles e inventarios i¡lservibles, obsoletos o que hubieren
dejado de usa¡se a favor de otras enti¿l¿des públicas. La determinación de cuáles senán los bie¡es
muebles e inventarios ¡nsewibles, obsoletos o que hubieren dejado de usarse corresponde al
Banco Cenftal del Ecuador, siendo de su exclusiva responsabilidad tal acfuación.

El presente pronurciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la
iriteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Sü aplicación a casos institucionales
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad
pública que 10 aplique.

Docto¡ Xavir M¿uricio Torc M¿idonado Ph.D
CONTNAI-OR GtrNERAL DIL ESTADO
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De mi consideración:

Mediante ofic¡o No. OFI-I99-ALC-26, de 20 de julio de 2026, ingiesado en el comeo ¡nstitucional de

la Procuraduría General del Estado el mismo dí4 se reformularon las consultas ir¡icialm€nte planteadas

en oñcio No. OFI-154-ALC-26, de l2 dejunio de 2026, e¡ los siguientes términos:

"¿En virtad del cambío de cbcunstancias sobrevlniehte§, ho it tpulobl¿s dl conl¡olisla, qae

lncrcñe ta de manera sigrri.lícalivo los coslos operutiros ! ecofiómicos de¡ivados de l4
ejecución de un cofittoto, ! para no incutrir en un truto ittjtttto o desproporcionado pa¡a
el conltutisla, ! de corrfontidad con los arlícuk s 83, 96 ! 100 de b Le! Oryónica del
S¡sler,.a Noc¡orlt I de Co^talacüt Ptiblicd y 3E0 del Reglamento General a la Le! O¡gdnica
del Sistema Nacioñal de Co ttataciótt Ptlblica, ¡esulfa proeedenle la susct¡pc¡óL ¿e un
contato modfuatoio que ¡ecupere el equilibrio económico de la rclación contractual?'

Frente a lo cual se ma¡¡fiesta lo siguiente:

l. Artecedent$. -

Deloficio remitido, documentos adjrmtos se desprende que:

Previo a atender la consulta se rem itieron los ofic¡os No. 1 7204, de l 9 de junio de 2026, y No. 1 7366,
de 06 de jülio de 2026, a fiavés de los cuales se requidó e insistió que se refomulen las consultas
inicialme¡te presentadas mediante oficio No. OFI-154-ALC-26, de 12 de junio de 2026. Este
requerimiento tue atendido mediante oficio No. oFI-199-ALC-26, de 20 de julio de 2026, citado al
inicio del presente. Este último, incorporó un arüilisis j u¡ídico que, en lo pri¡cipal, señala:

"En aplicación del afiíc lo 87 de la LOSNCP, las enndades pueden celebrar conttatos
modilicatoios o sacribi dde das modilicalorias al contrdlo iniciol ütando ñedien causas
impreyistas o t¿olicas debida ente mottuadas y se demuesfie que la ejecución contractuaL se
ha dirtcuhado, al arnparo del principio de buena fe; sifiq e dichas adendas puedan dberar
el objeto y alcance de la co tratacíón, aumentar el precio o el plazo, ni subsanat yicíos de

Este hecanisrno es, en abstacto. uno de los ikstuoúeñros jurídicos disponibles para atender
los efectos econimicos de un acto o hecha robreviniente como el descriro en los anteceden¡es,

sí perjuicío de las linitaciones que la propia nonna es&blece retpecto de la alterución del
precio contrdc¡ual.

El alfículo 83 de la LOSNCP. relatívo a los co tratos modilicatorios, rcsulta aplícable a los
supuestos en que *1a causa impre|ista o técníca debídamenre motiyeda difculta la ej ecución
de In contrato de senicios públicos, como el descrito en los antecedentes de la presente
consulta. Sin perjuicio de ello. la propia norma impíde que las aclendat modifcatorias aheren
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el abjeto, el precio a el pLEo del contruto, lo que l¡nita su idoneidad, pol sí sola, paru et
feconocimienlo de ñayorcs costos deri\)ados de un acto o hecho sobreyiniente: círcunstancia
que cofislituye, precísdnente. urxa de los pretupuestos jwídicos objeto cle la prese te

El artículo 96 de la Ley Orgánica del S¡stema Nacional de Conttatacíón Púbtica. sobre el
sistema de rcaj ite de precioslq, y el artícalo 100 ibidem, relotito a la creación de rubtus
nueyos, cut)stituyen mecanfumos de aplicación difercnc¡dda: el primero, orientado al
recanocimiento de raliaciones en el precio del contruto sujeto a ld modaliclad de precias
unitarios; y el segundo, orientado al recanocimiento de nueyas presiaciones no preústas
originah e te. Este úhimo se or¡el|ta, precisamente, d la íncorporoción de nueyas
prestaciones y no fopiamente al encarecímiento sobreven ia de un ser-ricio ya c.)ntraía¿lo,
por lo que tu aplicabilidad lrente a un acto o hecho sobrevin¡ente que incrementa los costos
de ejecución de M sery¡cio erístente sh incorporar nueras prcstaciones requiere el arzálisis
díferenciatlo que se solicita a esa Procurddurío.

(...) I"l doctrina citada seíiala etpresa ente que la imprc\,isión se presentd cu,xtldo existe:
un contrato de ejecución no hstanhinea: un hecho sobreliniente ajeno a la yolant,zd .le las
pdrle:; u a atnerosidad exr¿§ira no prefista al t otnento de contratar; y l.t ruptura del
equilibria de las pteslacianes existente al nomefito de la celebración del contft.tto. Estos
cualro presupuestos sot1, precísamente, los que debe concufiir paru que tesuhe dplicables
las mecanismos de reequilibria ecanómico descritos en el acápite precedente.

(...) Este príncipio de buenafe ad ínístratiya el cw se e cue tta deinido en el art[culo 17
del Código Or4¡inico AdrninistratiyolS refuerza la necesi.lad de que, cuindo un elemento
técnico ¡leterninante de h ofertd eco ómicd es modifuatlo por u1a rJecisión ajena al
conftcúista, la Administración ariapte los uecmismas legales disponibles para restablecer el
equ¡l¡brio cañíuctudl, en lugar de trasladar íntegramenfe dicha carga al cotltratista" .

Por su pafe, el infome jurldico adjunto a Ia consr¡lta, contenido en memorando No. MEM-237-PS-
26, de 20 dejulio de 2026, suscrilo por el Procurador Síndico delGobiemo Autónomo Descenfalizado
Municipal del Cantón La Maná (en adelante, "GADM La Ma á") citó, en lo principal, los artículos
83, 95, 96 y 100 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Conhatación Pública] (en adelante.
"¿OSNCP");380, 387 y 393 det Reglamento General de la LOSNCP2 (en adelante, "RC¿OSIVCP');
y, 337 det ReglameDto General de la Ley de Eficiencia Económica y Generación de Eñpleor (en

adelarÍe "RGLEEGE"). con fundamento en los cua¡es analizó y concluyó lo siguienle:

4. Sob¡e el p nc¡pio de eqail¡bria económico

El artículo 380 del Resh ento reconoce expresamente aue el sistema de rcaiuste se

l ndamen¡a en el princiúio del eouilibrio económico del contruto. el cual tiene carácter
general en la contratación pública.

En este senlida, cuando la administración introduce modilicaciones un¡laterules oue afectan
la ecuación económica del contrato. suree la oblieación de adoútar medidas oue restdblezcan
rlicho eouilibr¡o. a jifi de evilar, precisa¡nefite, un benejicio dispar de la entidad cantratante
eú perjaício del conftatista.

t LOSNCP, p"bl@da en el Supl.D¿nta dd Resisio Olctal ña J95 de I rle asosto de 20A8-
:RALaSNCP DecretoEjec iya l¡a 193,ptblicadaen.lNaveñoSuplen¿hto¡lé1Rpg¡snaOlic@lt¡ó 153de28¿.@l"brede2025
: RC LEEA E. Deu¿ to E|¿tu'ro lla ! t? pubhcd¡lo e el fercet Stpleúeia del Regsna (ttal Na. 196 de A9 de lebrelo d. 2021
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IV. CONCLASIóN

1...) 2. Los mecanismos ple|istos en la LOSNCP üese tan limitaciones: las adekdos no
Derñilen modilicar el precio: los contralos complemenlarios no se diastan pleñdñente al
caso: I el reaiu¡le de precios depe de de oue el coktralo seade Drccios nitaríos.

3, En consecuencio, es necesorio ahalizar un mecanisno legal qúe pennita restablecer el
equílibrio coniactual coúforme .¡ derecho" (lo s]ubftyado me cor¡esponde).

2. A¡áliri!. -
Para facilita¡ el estudio de la mare.ia sobrc la que trata la consuh4 elanálisis se referirá a los sigoientes
puntos: , Marcojuridico de laejecución cont¡actual en la contratación pública; r, Reajure de prccios
como meca¡¡smo de restablecimiento del equilibrio económico financiero en confi-¿tos

adminislrativos; y; i¡, Contra¡o modificatoío y complementaío.

2.1. M¡rcojurídico de l¡ ej€cucióD cotrtrsctu¡l en ls c!trtr¡t¡ciótr púbüc¡. -
Los articulos 82 y 226 de la CRE (en adela¡te. "a'R¿''). en su orden, consagrar¡ el derecho a Ia
seguridad jurídica, que se gar¿urtiza a través de la existencia de normas preüas, cla¡as y públicas.
aplicadas por las autoridades competentes; y. el principio de legalidad por el cual los servidoies
públicos solo pueden ejercer las competenci¿s y facultades atribuidas en el ordena¡niento j uíd ico.

Por ot¡a parle, el artlculo 1 de la LOSNCP determina que su objeto es "¿rl¿¡¿ lecer el marco no¡ atí\)o
patu que las e tidades coñtrata tes puedan adquiri/ bienes, obras, servicios ) consr¿torías para la
satisfacción de neces lades de la ciudadanío y del inlerés Eenera¡'. El inciso primero del articulo 3

de ¡a LOSNCP añade que, para la aplicación de esa ley, se observará¡ ¡os prirrcipios de "legalidad,
ttolo juslo, participoción nacional, seguidttd ju¡{dico, concunencia, iauaLlad, sostenibilidad,
s¡ñplifcaciórl, lra'nsparencid, integridad, del rcsuhadoi y, nejo/ valot pot drr¿ro "; sin perjuicio de
los es¡ablecidos en el COA y demas normativa aplicable. EI i¡ciso segurdo del artículo ibiden
eslablece además gtJe "Las Wtes cotllralanles ¡espetarán el principio de buena fe coñlractual J
s¡empre procurarái el ftel curr¡plini¿nlo de los elipulociorres corrl¡acltoles en el narco de respeto
al ihterés Eeneral (éñúis aÍ]Ádido).

En tal virlud, al tenor de Io d¡spuesto por los numemles 2. 4 y 6 del aniculo 8 de la LoSNCP, son

objetivos priorita¡ios del Eslado, en materia de conlratación públic4 entr€ otros, los siguientes: "2.

Goruntizar la ejecucíón pleno de los contratos y la oplicac¡ói efectito de las nonflas coñttuc7aoles:
(...) 4. Garañlizar la tdnsparencia y evila¡ la aúira¡iedad en lo conlratac ín pública, así cono
garantiz.tr la permanencía y efectiuidad de los sistemas de conlrol de gestión y transryrencia del
ga*o público": y,"6. Promoler la lronsparencia, Netefib la dbcrccloioltdltd t galontizar la
superuis¡ó efecti)a de los plocedimientos de contrat¡1c¡oñ ptiblica" , en coordinación con los entes de
control comperentes (énfa§is añadido).

De su parte, el artículo 26 de la refe¡ida norma prevé q\e'Seún obl¡g)totios los modelos y formatos
de docunentos preconlrac¡uales, y la documeñtación ñíñina reqúer¡da Wa ld realízacióñ de ut1

procedim¡ento precont¿tctual y con¡ract al " . Enlre estos documenlos, se encuentran los pliegos cuyo
cont€nido incorporará "toda la infonnacióñ tequer¡da paru N ¡cipü en út procediñíe to de
contra,ación ?iblica, iñfonnacióh técnica, económ¡ca y legal requer¡do en un procedim¡ento de
controtación c.no planos, esrudios, específcdc¡ones técnicas, térninos ¡eferencíales, parárietros.le
caliJicaciór1, condiciones económicas, legoles y controctuales, enne otras , según el artículo 28
ibidem.
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Cornplenentariamente. e¡ inciso segundo del artículo 82 del RGLOSNCP. al igual que el numeral I I
del a¡ticulo 83 ibidem, prescribe que los pliegos incluiÍin adicionalme¡te "el prNediñie ta para la
lramilación de pagos, con plazos de oprobaciórl ! pago, así como cualquier otra condiciót1
indispensable para garantizat un correcto entendimiento del cunpliñiento de l.ü obligaciones
controctuales duronte lo ejecución del coñtrato .

En línea con lo expuesto, el anículo 76 del RGLOSNCP s€ñala la obligación de la enridad de contar
con las especificaciones técnicas, o térninos de relercncia entendidos estos últimos como '¡¿s
condiciones especifcas bdjo las c ales se desarrollará la cotlsuhoria o se prcstarán los senic¡os".
Pam su fomulación se lomará¡ en cüenta los aspectos detallados en el numeral 3 del afícu,o 78 del
citado reglamento, entr€ ellos:

"(..-) d) Productos o senicios espetados;

(...) g) Forna y con¿iciones de pago;

I ..) i) Obligaciones de las pq es:y.

j) Parbnelros de eyalúción ! caliJ¡cadón según corresporl¡lo .

AI efecto, el artículo 34 I del RCLOSNCP aclara que, una vez adj udicado y suscdto el eorespondien¡e
contrato administmtivo, forman parte integrante del mis¡Ao "el docu¡nehto que locontiene,los pliegcts
y kr oferta ganadoru. Los documenlos derfuodos del proceso de teleccíón q@ establezcaü
obligaciofies paru las pañes yque halah sfuJo expresomente señalados ek el contrato, tanbiénfo nan
pa e de ésle", Asirnisño, agrega dicho sficulado qtre "El contoto se rcgula pot las ormas de la
Ley Orgtnica del Sisteña NacioMl de Contratación Pública, las disposiciones de esle Reglatñenlo
General: y, supletori@lente. pot las disposíciones del Codigo Civil en lo que sean aplicables ".

De acuerdo con lo previslo en el aficulo I 561 del Código Civita (en adelarte, CC')i "To¡lo cont¡ato
legdlñedte cel¿brado es una lEt patu los coñttolo ¿s, y no puede sü invalidado sino l,or su
coisenlirrliento mutuo o por coarar /¿g¿¿ss " (énfasis añadido).

De lo expuesto se observa que: ¡) las condiciones técnicas, económicas. legales, pañámetros de
calificación. procedimiento y forma de pago, y demás soídiciones que determinen la ejeaución del
objeto contractua¡, se encueritran detallados en los pliegos y términos de referencia del proceso de
contratación; i, los términos de referencia y el pl¡ego, pr¡ncipalmente, constituyen el marco
fundamental bajo el cual se efectuará la panicipación de ofercntes y su calificació¡; ,? el contrato
administrativo, integiado por los pliegos, la ofe¡ta adjudicada y los demás documentos exp¡esamente
prcvistos en el mismo, constituye el marco que detemina los derechos y obligaciones de ¡as pates
durante la ejecución conEactual.

2.2. Re¡juste de precios .:omo mec¡¡b¡¡o d€ rcst¡blcc¡miento de! eqü¡librio €cotrórDico en
co¡tr¡tos ¡dmitristr¡tivos. -
Marienhoffha defi¡ido el principio delequ¡¡ibrio económico delcontrato en los siguien¡es té¡minos:
"el equilíbrio fnancierc, o la ecuación Jinanciera del coñ¡rato, es una reloció establecida por las
parler conlralanle§ en el noneklo de celebrar el contrato, entre un conjunto de derechos del
cocontratafite y un conjunlo.le obligaciones de esre, considelados equivalentes; de ahí el nombrc de
ecuaeíón (equiyalencia-igualdod)"4. A propósito de lo cual, el autor L¡bardo Rodríguez suhaya qu§

1 Matienhol, M. S. (1998). Tt¿tuda de *echo ddñiñirta¡ieo: Connad a¿ñinittrutieo!. Teo a Ederut lTmo 3A 1.. ed., pE 169)
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" Los ordenam¡entos jurídicos de los diversos países que apl¡can el princip¡o del equili bio econón¡co
en los contralos d,ñinístrativos ofrecen difercntes ¡nstrunentos o mecanismos juridicos para que
puedo hocerce efectivo el derecho de las pattes de un coñlralo adminislrotíyo al mqüenimiento de la
recíprocidad entre los preslac¡ones paclo.las. Estos diversos inslrumenlos. aútque coñ ñalices en
cada caso concreto, se pueden clasil¡car en tres grupos: los inslrunenlos contr¿Eltole§, los
¡nstrutnentos de recl@taciól directa y los ¡nsttumentos ju¿icial¿s '5 .

En es¡e sentido, el sistemade reajuste de precios se ena uentm previslo en elarticulo 96 de la LOSNCP
que señala que los contratos de ejecución de obras, adquisición de bienes o de preslación de servicios,
a que se r€fiere esa ley, "cula Ío¡rid de pogo cor¡es@ndo al §i§terrr4 de peclo§ unita os. se
suje¡atán al sisteño de reajuste de precios de conformidod con lo prcyisto en el Reglañenlo". Al
respecro, el aficulo 380 del RCLOSNCP eslablece lo si8üiente:

"Att. 380.- Sistema de reajuste de precios.- Los contatos de eJecución de obras,
adquitbión de bi¿nes o de p¡eíación de sedic¡os a que se refrerc la Ley. cuyo Ío¡rno d¿
pogo co¡re§poida ol sisteño de p¡ecios anüa¡los, §e ruJelo¡ái al sMeño d¿ teoJurle de
precias que a conlinüación se detalla. En consecueñc¡a, oquellos conlraros, cuyafo¡ño de
pago ,to coftesponda al shlerío de pAclos un¡la o§ ,to s. suj¿tarád al Drismo.

Eñ todo caso, la apli¡ación del shterna de r¿ojuste de p¡ecias se basani ea oplicacüt del
pincipto d¿l equ¡fib¡io econórr¡ico d¿ los cott olos, sizmpre qu¿ se d¿maestrel causos
ajenos a lo tolanlod de los sujetos de la relqción coifiacT!,ol y que los nismas no prdiercn
sef pfa)istas al ñoñento de la suscripción del con ¡aro " (énfasis añadido).

Por otra pafe. el artícülo 381 del RCLOSNCP prevé que:

"Arl. 381.- Sislena de precios unilarios.- El sistema de precios unilar¡os consiste ek la
posibilidad de desagregor los rubros o componentes que conform¡u unr¡ obra, ta bien o uh
senicio, iñcl idos los de coñsuhotia, de foma que, cada uno de los referidos rubros o
componenles eslén sujelos a un anóli§i§ de prec¡os unilar¡os, en los que se descot¡pongan
y determinen los costos d¡rectos e indirectos.
Los costos directos cofiespoñderán a la mano de obra, ateriale§, equipos, heüomienta§,
trdntpofte, elc,, que inlenekdráh paru la ejecución del rubro o coñponente, Los costos
indirectos corresponden a gastos administrativos, gastos operutfuos no conlenplados en
los costos directos, útilidad, etc.

De eslafomla, los contralos cuyaJbrma de pago se sujetek dl s¡stena de precios witarios
son aquellos en los cuales los pagos se e/¿ctúaú por las cantidodes de rubrcs o cot lponetltes
efecti,ranlekte ejeculados o utilizodos, al costo unitario que conste en el anólis¡s de prccios
ulitarios que se traslade a Ma tabla de contidades y precios.

Si no es posible realizor o no se realizo la desconpos¡ción fruto del onálisis de prccios
uñi¡aio§, lafonno de pago .lel contñto ¡1o conesponde,á al sisteña.le leciot 11 itarios."

Adicionalmente, €¡ afículo 394 del RCLOSNCP dispone qre "Ek los coñtatos de prestación de
servicios que no sean de consuhoría sujetos a la Ley y cuyajbma de pa4o corresporula ol sistena de
precios unitarios, se estipulatán la Íomtula o lónnulas de reaj$te de precios, sobrc la base de los
conponen¡es del seni¿ío, las ñismas que seráh elaboradas por la ptopio e tidad, siguienda igual
procedimiento que para el coñtrato de ejecúión de obra. "

Pioo 
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Complementariamente, el afículo383 ibidem prevé la obligación de que el respectivo contrato incluya
''la o las fórmulas aplicables ol caso con sus respectivas cuadri as tipo, que se elaborután sobre la
base de los añólisis tlc precios anilarios de la oÍerta adjudicada" (énfasts añadido).

Sobre la aplicación de los a¡liculos 82 de la LOSNCP (actual 96li y,267 y 268 del RGLOSNCP
(actuales 380 y 381), mediante oficio No. 12011, de 27 dejunio de 2025, este organismo concluyó lo
siguiente:

" En conclurión, del anólisis normativo se establece que: i) el pdjusle d¿ precios es apliqtble
ú hamehte a contatos cula foma de pago corresponda al sistema de Necios anifatios;
i, el objeto contractual debe ser sllsceptible de desagregación en componentes con costos
individualiz.rlos; y, ii) la tabla de análisis de costos de la oferta adjudicada deberá
incorporarse al co trato, de manera que se establezca la fómula de reajusle aplicable
cuarulo existo rar¡aciones en los costos de los componentes de los precios Mila¡lbr " (énfasis

añadido).

Asimismo, este organismo, a iravés deloficio No.01522, de 26 de abril de 2011, (que citaba el aficulo
82 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contralación Pliblica, hoy artlculo 96), indisó lo
siguiente:

"Del análisisjutídica que precede se determina que el reajusle de prccias eñ co ralo ¿le

prcÍtación de senicios, procede únicamente cuando en el contrato se hubierc estipulado tal
reajuste, sieñpre que a¿ernás la folha de paga corrcsponda a precias ünitaríos, de
conformidad con los artículos 82 de la Ley Orgánica del Sistena Nacional de Conftatación
Pública (...) ! se hubiere prodacido va ociones en dhhos prccbs anilo¡íos, con
poste oridad a la adjadicacióñ ! celebració del contato, de las que no se habierc tenido
conocit tienlo an¡es, y que en cohlecuencia na hubieren poddo ser preuistas al momento .1e

prese tación de k$ ofefla¡ f.../ " (é¡fasis añadido).

De lo manifestado. setiene que: ¡, elp ncipio de equilibrio económico del contrato tiene por finalidad
mantener la equivalencia de ¡as obligaciones financieras asumidás por las partes al momento de la
celebmción delcontrato; r, Ia legislación ecuatoriana material¡za el princ ip¡o de equilibrio económico
a través del sislema de reajuste de precios, cuya aplicació¡ procede en los contratos cuya forma de

pago corresponda al sistem¿ de precios unitalios; y, ii¡) la cláusula de reaju§te de precios opera

directamente en cada pago, siempre que se verifiquen causas ajenas a la voluntad de los sujetos de la
relación contractual.

2.3, Cootrrto modific¡torio y (omplemertario. -

El artlculo 83 de la LOSNCP establece:

"Art 83-- Contlalos nodifrca¡orios.- Para coftegir errores n rttiÍtestos de hecho, de

t¡ansc¡ipcióñ o de ailculo que se habieren producido de bueña fe en b,s cldusulas

confroctuqles, las e tidarJes podrán celebrar confratos tfiodilicalorios que enmienden los
eftorcs enconlfados.

En caso de que sea necesorio adecuar la voluntad de las parles en otros aspectos que no seah

los descrifos en el inciso anteriot, mediando causas irhprevMas o t¿ctticas debidsnefite
molb'adas, y que además se demuestre que la ejec ció coníructuol se ha difrcultado, s¿

podró suscribir aden¿las /nodifcatorias al co trato inicíal, al anpara del pfincipio de b ena

k
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Las adendas modilicatorias no podrá alterut en ningún mo ento el objeto j alcance de
contralación, aoke tar el precio o el plazo, ni tañpoco podrán subsmar yicios de nulidad.
En todo caso serón de hutuo acuerda, y se veil¡cctá prcriamente que los infereses públicos
y cle la entidad contralante osea perju¿icados por lafrrma de estos instrun¿,?¡or " (énfasis
añadido).

Por otra pañe, el articulo 99 de la LOSNCP regula la figura de las obras y servicios complemertarios
en los siguientes términos:

"Art. 99.- Obr¡1s y senicios complementarios.- En el caso de que luere necesor¡o ampliar,
ñadilcar o complement¡:¡t tha obra o senicio deteminado Far causas impretistas o
l¿c icas, debidamenle motiyada§, presefitadas con su ejecu.íón, la entidad conftatante podÍá
celebfal cañ el mismo contratista, sin licitación o concwso, contratos complemenlaios quc
rcquiera la atención de las modifrcacíones antedicha§, siempre que se ma,ttengafi los precios
de los tubros del co trato originol, ¡eajastados a la fecha de celebruciór, del respe.t'No
cottttúlo conplementa o.

(...) No cabe ninguna de lat nodalidades de cantrutas complementarios en los s¡gu¡entes
casos: 1. En la adquisíción de bi¿fies: 2. En Ia licitación de obra que se realic¡? bajo la
tfiodali¡lad de contatación integral pot ptecio Íjo; 3- bt la lic¡tación de obra qae se rcalíce
bajo la odalidad de Ingeniería, Pracara y Constr¿r¿cióÍ" (é¡fasis añadido).

De otro lado, el artículo I 00 de la misma ley regula m sopuesto distinto:

"Art. 100.- Clet¡ció de mbros nuevos.- Si para la a¿ecuúLa ejetucióp de tma obro o
prestación rle 1m ser|icia, por motilus t¿cnias. Iue¡e necesario lo c¡¿oción de nueiJos
fubtos, podtá celebrarse coil¡alos cot plementarios dento de los po¡cefilojes ptetistos en
el a¡l'tculo siguie te. Para el pago de los rubros nueyos !¡e estará a los precios refercrrciales
a.lualiu¡los de la Entidad Contrahnte, si los iutiere; en coso contralio, se üN deteminafti
de nwtuo icuetdo enlre ,¿rpa¡r¿r" (énfasis añadido).

Ambos mecan¡smos estiin sujeros a los Íopes que füa el artículo l0l de la LOSNCP:

",4fl. 101.- (...) La sumo total de las aantias de los co tratos complementatios no podrá
erceder del ocho por cíento (8%4 del wlor del contraia principal ( ) La suma tatal de los
cantratos complementarios (...) para el caso de obras, en n¡ng1n c&ta ercedeú del quince
por ciefilo (l5o/a) ( .) El valor de los contratos cotnpleme tarios de cohtuhoría no podrá
e:rceder del Eince por cieñto (l5o/o) (...) Solo en casos excepcianales y preyio inlorne
fawruble del Contralor General del Estado, (...) para el caso de obrut, así coho (---)
consultotía, podrán alcanzar hasta el treinta y cinco trmt cienra (35%a)" (é¡fl\is al'adido).

En el ámbifo reglamentario, el adculo 387 del RGLOSNCP remite expresamente al af. 99 de la
I,OSNCP:

"Añ. 387.- Nomas cot un€s a contratos complementarias.- En los contatos
conple eñtaríos a los que se tefierc el artículo 99 de la Let Orgánica del S¡stema Nacíonal
de Contraración Pública, constdrát la¡ correspondíentes. fomuld o fórmulas de rcajuste de
precios La suma tot(ll de las cudntías de los cantratos complemefitarios t1o podrá exceder
del S0/6 del wlar del cantrato principat (...)".

Y el aficulo 393 ibidem añade:
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"Art. 393.- Fórmulas de reaiuste cuando roíen las cantidodes o se suprimon rubros del
contato origínal.- (...) la entidad u organismo elahorurá la jirnula o fórmulas y sus

respectivos cuadrillas titrm, para el reajuste de prec¡os de las obras del contrato originltl más
e I complementario (...) ".

3. Pronunci¡mi€nto, -
En atención a los térmi¡os de laconsultase concluye que, de acuerdo con los afículos 83,96,99, 100
y l0l de la Ley orgá¡ica del Sistema Nacional de Contratación Públic4 y 380 al 397 del Reglamento
General a la Ley Org¡inica del Sistema Nacional de Contratación Públic4 resulta procedente la
suscripción de contralos complementarios que recuperefl el equilibrio económico de Ia relación
contractual, e¡ v¡rtud del cambio de circunstancias sobrevinientes, no imputables al cont¡atista, que
incrementa de manera significativa los costos operalivos y económicos derivados de la ejesución de
un contrato, co lafinalidadde no incurrjr en u¡ ttato injusto o despropo¡cionado para el contratista.
Lo a¡terior es aplicable p¿ra aquellos contratos de obras. adquisició¡ de bien€s o prcstación de
servicios, cuya fo¡ma de pago conesponda al sistema de prccios unita¡ios.

El presente pronunciamiento es obligalorio para la Administración Pública y se limita a la i¡teligencia
y aplicación ge¡eral de normas juridicas. Su aplicación a casos institucionales específicos es de
exclusiva responsabilidad de la y de cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Abg. Juan
PROC DEL ESTADO
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Oficio Nº 18000 
 

 

Quito D.M., 21 de agosto de 2026 

 

 

Señor 

Willians Mendoza Vidal  

ALCALDE DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL 

CANTÓN ATACAMES 

Atacames. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 304-A-GADMA-2026, de 29 de julio de 2026, ingresado en la Procuraduría 

General del Estado al día siguiente, se formuló la siguiente consulta: 

 

“Considerando que los Operadores de Pronósticos Deportivos locales se dedican 

exclusivamente a esta actividad, la cuál está permitida conforme los artículos 217 y 218 

de la Ley Orgánica del Deporte, la Educación Física y la Recreación y artículos 228 y 

229 de su Reglamento, a través de plataformas digitales, de acuerdo al artículo 239 del 

Reglamento: ¿Existe objeto ilícito en la actividad de los Operadores de Pronósticos 

Deportivos locales si se oferta en sus plataformas digitales contenido adicional 

relacionado o conexo o que incluso pudiera comprender juegos de azar, siempre que 

dicho contenido sea ofrecido y explotado por terceros ajenos a la legislación y al 

territorio ecuatoriano?”. 

 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que: 

 

El informe jurídico, sin número ni fecha, suscrito por el Procurador Síndico Municipal del 

Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón Atacames (en adelante, “GADM 

Atacames”), citó como fundamento, en lo principal, los artículos 217 y 218 de la Ley Orgánica 

del Deporte, la Educación Física y la Recreación1 (en adelante, “LODEFR”); 235 y 239 numeral 

3 del Reglamento General a la LODEFR2 (en adelante, “RGLODEFR”); 11 de la Resolución del 

Servicio de Rentas Internas No. NAC-DGERCGC24-000000293; 1 y 2 del Decreto Supremo No. 

130 de 19374; y, 1482 y 2164 del Código Civil5 (en adelante, “CC”); además de los 

pronunciamientos de este organismo contenidos en oficios No. 07017 y No. 16528, de 13 de 

                                                
1 LODEFR, publicada en el Sexto Suplemento del Registro Oficial No. 223 de 11 de febrero de 2026.  
2 RLODEFR, publicado en el Quinto Suplemento del Registro Oficial No. 305 de 16 de junio de 2026.  
3 Resolución No. NAC-DGERCGC24-00000029, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 613 de 01 de agosto de 2024.  
4 Decreto Supremo No. 130, publicado en el Registro Oficial número 57 de 3 de enero de 1938.  
5 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
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diciembre de 2019 y 04 de mayo de 2026, respectivamente. Con base en lo anterior, concluyó lo 

que a continuación se transcribe:  

 

“Conclusión 

 

Por lo expuesto, ciertamente se puede concluir que los juegos de azar físicos y 

tradicionales que se prohíben por legislación ecuatoriana, deben ser diferenciados de 

los juegos de casino en línea. A la vez, como lógica consecuencia, no es posible aplicar 

una prohibición legal a una actividad que se realiza por un operador ecuatoriano. 

 

Los Operadores de Pronósticos Deportivos que cuentan con una licencia para el uso y 

explotación exclusivamente de esta actividad a través de una plataforma digital realizan 

una actividad lícita, sin perjuicio del contenido adicional que se encuentre disponible en 

dicha plataforma el cual es explotado por terceros ajenos a legislación y territorio 

ecuatoriano. 

 

De igual manera, se puede concluir que los juegos de azar se realizan a través de 

plataformas de casino en línea, alojadas en servidores extranjeros, no pueden ser 

prohibidos por legislación ecuatoriana por tratarse de actividades que no son ejecutadas 

por los Operadores de Pronósticos Deportivos. En ese sentido, este análisis NO es 

incompatible con el Pronunciamiento No. 16528 de 04 de mayo de 2026 ni con las 

normas que dentro del mismo se refieren. 

 

Por el contrario, es justo y necesario realizar un alcance al pronunciamiento, a efectos 

de evitar afectaciones injustas a terceros que no están sujetos a normativa ecuatoriana y 

para evitar perjuicios a personas naturales o jurídicas ecuatorianas o extranjeras 

domiciliadas en Ecuador, que operando lo relativo a pronósticos deportivos, no operan 

ni se benefician del casino en línea.  

 

Se puede concluir y sería factible emitir un pronunciamiento que indique que, por las 

diferencias sustanciales entre los juegos de azar físicos y los juegos de azar casino en 

línea, amparados por el ámbito de aplicación de la ley sujeto a la territorialidad del 

Ecuador, los juegos de azar o casino en línea no adolecerían de objeto ilícito en cuanto 

su operación sea totalmente virtual, el dominio web sea ajeno a territorio ecuatoriano y 

el operador y/o beneficiario o intermediarios no sean personas naturales o jurídicas 

ecuatorianas o sujetas a leyes ecuatorianas” (énfasis corresponde al texto original). 

 

A fin de contar con mayores elementos de análisis para atender su consulta, este organismo 

solicitó, mediante oficio No. 17792, de 4 de agosto de 2026, el criterio jurídico del Ministerio de 

Educación, Deporte y Cultura (en adelante, "MINEDEC").  

 

Mediante oficio No. MINEDEC-MINEDEC-2026-00701-OF, de 13 de agosto de 2026, el 

Ministerio de Educación, Deporte y Cultura remitió el criterio jurídico institucional, contenido en 

el Memorando No. MINEDEC-CGAJ-2026-00590-M, de 11 de agosto de 2026, suscrito por el 

Coordinador General de Asesoría Jurídica de esa Cartera de Estado, el cual citó como 

fundamento, en lo principal, los artículos 217 y 218 de la LODEFR; 228, 229 y 239 del 

RGLODEFR; y, los pronunciamientos de este organismo contenidos en oficios No. 07017, 12906 

y 16528, con base en los cuales concluyó: 

 

“IV. CRITERIO JURÍDICO:  
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1.- Los pronósticos deportivos en el ámbito del deporte se encuentran regulados en la 

Ley Orgánica del Deporte, la Educación Física y la Recreación y su reglamento de 

aplicación. La disposición transitoria Décima Tercera de la referida ley determina lo 

siguiente. “El ente rector del deporte o quien haga sus veces, expedirá la normativa 

necesaria para regular y controlar de manera integral todas las actividades relacionadas 

con los pronósticos deportivos, en un plazo de ciento veinte (120) días, contados desde 

la publicación en el Registro Oficial del Reglamento a la presente ley”. Por lo que esta 

Cartera de Estado se encuentra en la construcción de la normativa secundaria que 

regulará todas las actividades relacionadas para pronósticos deportivos, por lo que 

podrán ajustarse criterios técnicos y legales.  

 

2.- El ordenamiento jurídico ecuatoriano distingue entre los “pronósticos deportivos” y 

los “juegos de azar”, en ese sentido el artículo 236 del Código Orgánico Integral Penal 

tipifica y sanciona a las actividades cuyo resultado depende esencialmente del azar, a 

diferencia de los pronósticos deportivos que incorporan elementos de análisis, 

conocimiento técnico, estadísticas y valoración objetiva de información deportiva, razón 

por la cual han sido objeto de una regulación propia en la Ley Orgánica del Deporte, la 

Educación Física y la Recreación.  

 

3.- La licencia otorgada a un operador de pronósticos deportivos constituye un acto 

administrativo habilitante mediante el cual, la administración pública autoriza 

exclusivamente el desarrollo de la actividad expresamente prevista en la ley. En 

consecuencia, dicha autorización tiene un alcance limitado y no puede interpretarse 

como una habilitación general para desarrollar cualquier actividad económica 

relacionada con juegos de azar. Desde esta perspectiva, el operador autorizado 

únicamente puede realizar aquellas actividades comprendidas dentro del objeto definido 

por la normativa deportiva, esto es, la explotación de pronósticos deportivos conforme a 

las condiciones técnicas, administrativas y operativas establecidas por la autoridad 

competente. Si un operador local utilizara su plataforma autorizada para ofrecer 

directamente juegos de azar, dicha conducta podría constituir una actuación contraria 

al principio de legalidad, al extralimitar el ámbito material del título habilitante 

otorgado por el estado ecuatoriano para un fin determinado.  

 

4.- La existencia de objeto ilícito en la actividad de un operador de pronósticos 

deportivos local esta inmerso en la utilización, explotación, integración, promoción, 

comercialización y en general todo lo que obtenga beneficios derivados de actividades 

que comprenden juegos de azar u otras modalidades no autorizadas por la legislación 

ecuatoriana y que se encuentran prohibidas por mandato popular, dicha conducta podría 

configurar violaciones al ordenamiento jurídico y determinar la existencia de 

infracciones a la normativa, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales. Los 

operadores locales de pronósticos deportivos únicamente pueden incorporar contenidos 

adicionales cuando estos sean compatibles con el objeto autorizado por la normativa 

ecuatoriana y no impliquen, directa o indirectamente, la explotación, facilitación o 

promoción de actividades prohibidas o no autorizadas en nuestra legislación. 

 

5.- La actuación de los operadores de pronósticos deportivos debe sujetarse 

estrictamente al objeto autorizado por la normativa vigente y al contenido del título 

habilitante otorgado por el ente rector del deporte sin que resulte jurídicamente 

admisible utilizar dicha autorización como fundamento para incorporar actividades 

diferentes o prohibidas por la ley. De esta manera, el respeto a los límites legales 

garantiza el equilibrio entre la libertad de iniciativa económica y la potestad regulatoria 

4848



 
 
 
 
 
 
 
 

MUNICIPIO DE ATACAMES 

Página. 4 

 
del Estado asegurando que la innovación tecnológica y los modelos digitales de negocio 

se desarrollen dentro de un marco de legalidad, transparencia y protección del interés 

público, por lo que, las actividades de pronóstico deportivo no habilitan la prestación de 

servicios de juegos de azar tales como casinos, bingos, loterías o apuestas en general, ya 

sea físicamente, por medios digitales o por cualquier otro medio, las cuales están 

prohibidas por el artículo 236 del Código Orgánico Integral Penal y por el 

pronunciamiento popular en la pregunta 7 de la Consulta Popular celebrada el 7 de 

mayo de 2011”. 

 

2. Análisis. - 

 

Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado en la consulta, el presente análisis se 

estructura en los siguientes puntos: i) Ámbito de la LODEFR, actividades de objeto ilícito y 

pronunciamientos previos sobre la materia; y, ii) Pronósticos Deportivos. 

 

2.1. Ámbito de la LODEFR, actividades de objeto ilícito y pronunciamientos previos sobre 

la materia. – 

 

De acuerdo con lo previsto en el inciso primero del artículo 1 de la LODEFR, dicha ley tiene 

como objeto “regular, promover y desarrollar el deporte, la educación física y recreación, sus 

disciplinas y niveles organizativos; establecer las normas a las que deben sujetarse estas 

actividades”, para mejorar la condición física de toda la población y contribuir a garantizar los 

derechos relacionados a la educación, la libre asociación, la salud y el trabajo. 

 

En este orden de ideas, el artículo 2 de la LODEFR, al referirse a su ámbito, establece que sus 

disposiciones “son de observancia y cumplimiento obligatorio en el territorio nacional” (lo 

subrayado me corresponde); en el mismo sentido, el segundo inciso del artículo 1 del 

RGLODEFR indica que “Las disposiciones del presente reglamento son de cumplimiento 

obligatorio para las instituciones, entidades y demás actores que integran el sistema deportivo 

nacional, dentro del territorio nacional de conformidad con la normativa legal vigente”. 

Concordante, el artículo 13 del CC dispone que: “La ley obliga a todos los habitantes de la 

República, con inclusión de los extranjeros; y su ignorancia no excusa a persona alguna” (lo 

subrayado me corresponde). 

 

Al respecto, el inciso primero del artículo 236 del Código Orgánico Integral Penal6 (en adelante, 

“COIP”) señalan que, la persona que administre, ponga en funcionamiento, o establezca 

“casinos, salas de juego, casas de apuestas o negocios dedicados a la realización de juegos de 

azar”, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. Agrega el inciso segundo 

del citado artículo que: “La persona que con afán de lucro lleve a cabo las actividades señaladas 

en el inciso anterior, simulando que las efectúa sin fines de lucro, será sancionada con pena 

privativa de libertad de tres a cinco años”. 

 

Sobre el tema, en pronunciamiento contenido en el oficio No. 07017, de 13 de diciembre de 2019, 

este organismo concluyó lo siguiente:  

 

“(…) el tipo penal contemplado en el artículo 236 del COIP, debe ser entendida en 

sentido literal, esto es referida a los negocios dedicados a la realización de juegos cuyos 

                                                
6 COIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 180 de 10 de febrero de 2014. 
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resultados se definen, en forma exclusiva, por la suerte. En consecuencia, dicha 

prohibición no se puede extender a actividades económicas no comprendidas 

expresamente en la ley penal y que, por el contrario, están reguladas por el ordenamiento 

jurídico y sujetas a la obtención de permisos y licencias de funcionamiento, que deben 

ser otorgadas por las autoridades públicas competentes (…)”.  

 

En cuanto a la legalidad de los actos y declaraciones de voluntad, el artículo 1478 del CC dispone 

que: “Hay objeto ilícito en todo lo que contraviene al Derecho Público Ecuatoriano”. El artículo 

1482 ibídem señala además que, también hay objeto ilícito en “las deudas contraídas en juego 

de azar”.  

 

De conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 1483 del CC, se entiende por 

causa ilícita “la prohibida por ley, o contraria a las buenas costumbres o al orden público”. 

Sobre los juegos de azar, el artículo 2164 ibídem contempla que: “se estará a lo dicho en el Art. 

1482”. 

 

En este contexto, en el pronunciamiento contenido en oficio No. 16528, de 04 de mayo de 2026, 

la Procuraduría General del Estado analizó y concluyó lo siguiente:   

 

“(…) los juegos de azar constituyen, por regla general, una actividad de objeto ilícito en 

materia civil, independientemente de que quien los organice persiga o no fines de lucro 

(…)” (lo subrayado me corresponde). 

 

De lo expuesto se desprende que: i) la LODEFR tiene por objeto regular, promover y desarrollar, 

entre otros, el deporte, así como establecer las normas a las que debe sujetarse; ii) las 

disposiciones de la LODEFR son de observancia y cumplimiento obligatorio en el territorio 

nacional y obliga a todos los habitantes de la República, con inclusión de los extranjeros; iii) el 

COIP prohíbe el funcionamiento o establecimiento de casinos, salas de juego, casas de apuestas 

o negocios dedicados a la realización de juegos de azar, sin que dicha prohibición pueda 

extenderse a actividades económicas no comprendidas expresamente ahí, reguladas por el 

ordenamiento jurídico, sujetas a la obtención de permisos y licencias de funcionamiento; y, iv) 

los juegos de azar constituyen, por regla general, una actividad de objeto ilícito en materia civil, 

independientemente de que quien los organice persiga o no fines de lucro. 

 

2.2. Pronósticos Deportivos. – 

 

El artículo 4 de la Ley Orgánica para el Fortalecimiento de la Economía Familiar7 agregó varios 

artículos luego del 35 de la Ley de Régimen Tributario Interno y creó el “Impuesto a la Renta 

Único a los Operadores de Pronósticos Deportivos”. En este sentido, la Disposición General 

Única del Reglamento a la Ley Orgánica para el Fortalecimiento de la Economía Familiar8 

dispone lo siguiente:  

 

“DISPOSICIÓN GENERAL ÚNICA: 

 

                                                
7 Ley Orgánica para el Fortalecimiento de la Economía Familiar, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 335, de 20 de 

junio de 2023. 
8 Reglamento a la Ley Orgánica para el Fortalecimiento de la Economía Familiar, publicado en el Cuarto Suplemento del Registro 

Oficial No. 401, de 21 de septiembre de 2023. 
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Para efectos de la aplicación del impuesto a la renta único a los operadores de 

pronósticos deportivos, se entenderán como actividades de pronóstico deportivo aquellas 

en las que se facilita a los usuarios o clientes la oportunidad de pronosticar el resultado 

de una determinada competencia o actividad deportiva dependiendo no únicamente del 

azar sino de un análisis de probabilidad de que un determinado deportista o deportistas 

triunfen, con base en la experticia y grado de análisis que pueda tener el usuario o 

cliente, de manera que obtenga un premio o beneficio en caso de acertar. 

 

Las actividades de pronóstico deportivo no habilitan a la prestación de servicios de 

juegos de azar tales como casinos, bingos, loterías o apuestas en general, ya sea 

físicamente, por medios digitales o por cualquier otro medio, las cuales están prohibidas 

por el artículo 236 del Código Orgánico Integral Penal y por pronunciamiento popular 

en la pregunta 7 de la Consulta Popular celebrada el 7 de mayo de 2011.  

 

El juego de azar sin fines de lucro está sujeto a lo previsto en el art. 236 del Código 

Orgánico Integral Penal y el Decreto Supremo Nro. 130 publicado en el Registro Oficial 

Nro. 57 del 03 de enero de 1938.” 

 

De la lectura de la disposición general antes citada se aprecia que su objeto y finalidad están 

circunscritos a definir las actividades de pronóstico deportivo para efectos de la aplicación del 

impuesto a la renta único a los operadores de pronósticos deportivos; y, por otra parte, manifiesta 

que las actividades de pronóstico deportivo no habilitan a la prestación de servicios de juegos de 

azar. De otro lado, la presente consulta, en cambio, plantea un supuesto distinto: la eventual 

incorporación o accesibilidad de contenido adicional, incluso de juegos de azar, ofrecido y 

explotado no por los operadores de pronósticos deportivos, sino directamente por terceros 

extranjeros, fuera de territorio ecuatoriano, por lo que resulta necesario determinar la conducta 

efectivamente realizada por el operador ecuatoriano y el grado de intervención que este mantiene 

respecto de dicha actividad. 

 

En este sentido, de acuerdo con el artículo 217 de la LODEFR, ubicado en el TÍTULO TERCERO 

“DE LAS COMPETICIONES DEPORTIVAS Y SUS ORGANIZADORES”, CAPÍTULO 

TERCERO “DE LOS PRONÓSTICOS DEPORTIVOS”, se entiende por pronósticos deportivos 

“aquellas predicciones realizadas sobre los resultados de uno o varios eventos deportivos, ya 

sea sobre los resultados de competiciones deportivas, o sobre hechos y circunstancias 

relacionadas con dichos eventos”.  

 

En este contexto, el inciso primero del artículo 218 de la LODEFR define a los operadores de 

pronósticos deportivos como “las personas naturales o jurídicas residentes en el Estado 

ecuatoriano” que tienen como actividad económica “el aprovechamiento de pronósticos 

deportivos, a través de plataformas digitales autorizadas, conforme a los requisitos definidos por 

el ente rector del deporte o quien haga sus veces”. 

 

Al efecto, el inciso segundo del citado artículo 218 de la LODEFR prevé que el ente rector del 

deporte o quien haga sus veces “regulará y controlará de manera integral todas las actividades 

relacionadas con los pronósticos deportivos, en coordinación con las instituciones competentes 

que resulten necesarias”, incluidas las autoridades en materia de prevención de lavado de activos 

y financiamiento de delitos.  
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En este contexto, el inciso primero del artículo 235 del RGLODEFR establece que: “El único 

título habilitante para la operación de pronósticos deportivos en el territorio ecuatoriano es la 

licencia que otorgará el ente rector del deporte o quien haga sus veces”. Agrega el inciso final 

del artículo ibídem que la licencia de operadores de pronósticos deportivos “constituye la 

autorización administrativa y legal que se otorga a los solicitantes, sean personas naturales o 

jurídicas, para que puedan realizar actividades de pronósticos deportivos mediante plataformas 

digitales”.  

 

Por su parte, el inciso primero del artículo 236 del RGLODEFR determina que: “El ente rector 

del deporte o quien haga sus veces será la entidad responsable de otorgar, renovar, suspender y 

revocar la licencia de operadores de pronósticos deportivos”, así como de “garantizar el 

cumplimiento de las disposiciones establecidas en el presente Reglamento”, además de “ejecutar 

acciones de control respecto del juego ilegal y de las actividades de pronósticos deportivos 

realizadas sin la respectiva licencia o en incumplimiento de la normativa aplicable”. 

 

En relación con los solicitantes, el artículo 237 del RGLODEFR reitera que estas “Son las 

personas naturales o jurídicas residentes en el país, cuyas actividades económicas incluya 

expresamente pronósticos deportivos” y que deberán “cumplir con los requisitos previstos en 

este Reglamento para acreditarse como operadores de pronósticos deportivos y obtener la 

respectiva licencia”.  

 

Finalmente, el inciso primero del artículo 239 del RGLODEFR prevé que los interesados en 

solicitar o renovar una licencia para operar pronósticos deportivos en Ecuador, “deberán cumplir 

con las condiciones de operación, y la presentación de requisitos, técnicos, legales, financieros, 

operativos, que permitan evidenciar la experiencia y capacidad de operar en el país”, y con el 

cumplimiento de la normativa tributaria, laboral, societaria según corresponda, políticas de 

seguridad de la información, y de prevención y gobernanza contra el lavado de activos. 

 

De las normas citadas se observa que: i) los pronósticos deportivos son predicciones realizadas 

sobre los resultados de uno o varios eventos deportivos; ii) son operadores de pronósticos 

deportivos las personas naturales o jurídicas residentes en el Estado ecuatoriano, que tienen como 

actividad económica el aprovechamiento de pronósticos deportivos, a través de plataformas 

digitales autorizadas; iii) el único título habilitante para la operación de pronósticos deportivos en 

el territorio ecuatoriano es la licencia que otorga el ente rector del deporte o quien haga sus veces; 

iv) desarrollar actividades de pronósticos deportivos no habilita al operador de dicha actividad 

para que preste servicios de juegos de azar como casinos, bingos, loterías o apuestas en general, 

ya sea físicamente, a través de medios digitales o cualquier otro medio; y, v) el ente rector del 

deporte o quien haga sus veces será la entidad responsable de otorgar, renovar, suspender y 

revocar la licencia de operadores de pronósticos deportivos, así como de ejecutar acciones de 

control respecto del juego ilegal y de las actividades de pronósticos deportivos realizadas en 

incumplimiento de la normativa aplicable. 

 

3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en los 

artículos 13 del Código Civil; 2, 217 y 218 de la Ley Orgánica del Deporte, la Educación Física 

y la Recreación; y, 235 y 236 de su Reglamento General, las disposiciones de la antes mencionada 

ley regulan la actividad de los operadores sometidos al ordenamiento jurídico ecuatoriano vigente 

a la presente fecha y autorizados por la autoridad nacional competente, por lo que su ámbito de 
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aplicación, así como el Código Civil, se circunscribe a las personas, actividades y relaciones 

jurídicas sujetas a dicho ordenamiento. Por lo tanto, de acuerdo con el ordenamiento normativo 

ecuatoriano y considerando su ámbito territorial de aplicación, no existe objeto ilícito en la 

actividad de los Operadores de Pronósticos Deportivos locales si terceros (es decir, no el propio 

operador de pronósticos deportivos) ofertan y explotan – en las plataformas de los antes 

mencionados operadores – contenido adicional relacionado o conexo o que incluso pudiera 

comprender juegos de azar, siempre que estos terceros sean ajenos a la legislación y al territorio 

ecuatoriano. 

 

Finalmente, se deja sin efecto el oficio nro. 17880, de 12 de agosto de 2026, por lo tanto, deberá 

observarse únicamente el presente oficio. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

Juan Carlos Larrea 
Valencia

5353



 
 

 
 
 
 
 
 
Oficio No. 18044 
 
 
Quito, D.M., 25 de agosto de 2026 
 
 
Abogado  
Jorge Antonio Jácome Pólit 
GERENTE GENERAL 
EMPRESA PÚBLICA ESTRATÉGICA CORPORACIÓN ELÉCTRICA DEL ECUADOR CELEC EP 
Quito. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. CELEC-EP-2026-0845-OFI, de 25 de abril de 2026, ingresado en el correo 
institucional de la Procuraduría General del Estado el 27 del mismo mes y año, se formuló la siguiente 
consulta: 
 

“¿Al amparo de los artículos 79, 80 y 82 de la LOSNCP, juntamente con el artículo 346 del 
RGLOSNCP, es jurídicamente procedente que la entidad contratante exija, dentro de la fase 
de suscripción del contrato, al adjudicatario la presentación de la garantía de buen uso de 
anticipo como requisito previo a la suscripción del contrato, cuando en dicho contrato se 
encuentra prevista la entrega de anticipo, en aplicación de un enfoque preventivo de 
protección del interés público; o, en su defecto, al amparo de lo previsto en el artículo 86 de la 
LOSNCP dicha garantía debe exigirse exclusivamente como condición previa al desembolso 
efectivo del anticipo durante la fase de ejecución contractual?” 

 
Frente a esta interrogante se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
El informe jurídico adjunto al oficio de consulta, contenido en Memorando No. CELEC-EP-2026-2774-
MEM, de 24 de abril de 2026, suscrito por la Directora Jurídica de la Empresa Pública Estratégica 
Corporación Eléctrica del Ecuador CELEC EP (en adelante, “CELEC EP”), citó los artículos 82, 225, 
226, 237, 314 y 315 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 1, 4, 10 y 11 
de la Ley Orgánica de Empresas Públicas2 (en adelante, “LOEP”); 79, 80, 82 y 86 de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública3 (en adelante, “LOSNCP”); y, 61, 346, 352 y 363 del 
Reglamento General a Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública4 (en adelante, 
“RGLOSNCP”). Con base en este marco normativo, analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“III. ANÁLISIS 
 
(…) 
 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.48 de 16 de octubre de 2009. 
3 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.395 de 04 de agosto de 2008. 
4 RGLOSNCP, publicado en el Noveno Suplemento del Registro Oficial No.153 de 28 de octubre de 2025. 
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En el marco de los procedimientos de contratación pública regulados por la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, en adelante LOSNCP y su Reglamento General, en 
adelante RGLOSNCP, se identifica a la garantía de buen uso de anticipo como el mecanismo de 
aseguramiento patrimonial para proteger a la entidad contratante frente al riesgo a la entrega 
anticipada de recursos públicos, garantizando que dichos recursos sean utilizados 
exclusivamente para la ejecución del objeto contractual. 
 
La duda interpretativa radica en que el legislador indica en su artículo 86 la condición de 
contratista, la cual se perfecciona ante la suscripción del contrato y el artículo 352 del 
Reglamento manifiesta que la falta de entrega de garantías previa a la suscripción de contrato 
puede conllevar a ser declarado adjudicatario fallido al proveedor; es decir estamos ante dos 
fases diferentes en la contratación y en consecuencia puede conllevar a una confusión en su 
aplicación. 
 
En ese sentido, surge la necesidad de determinar en qué fase del procedimiento de contratación 
es oportuno exigir la presentación de la garantía de buen uso de anticipo, particularmente 
cuando el contrato prevé la entrega de recursos públicos bajo esta modalidad, que conforme la 
incongruencia que se detalla en la normativa puede ser 
 
• Dentro de la fase de suscripción del contrato como requisito previo a la suscripción del 

contrato; o, 
• Dentro de la fase de ejecución contractual, únicamente como condición previa al 

desembolso del anticipo. 
 
(…) La garantía de buen uso de anticipo constituye un instrumento jurídico destinado a 
respaldar el uso adecuado de recursos públicos entregados de forma anticipada, asegurando su 
correcta aplicación en la ejecución contractual. Por lo tanto, su naturaleza es accesoria 
respecto de una obligación principal (uso adecuado del anticipo) y debe ser preventiva frente al 
riesgo de uso indebido de fondos públicos. 
 
El sistema de contratación pública no solo se orienta a regular procedimientos para una 
correcta adquisición de bienes, prestación de servicios, ejecución de obras y consultorías, sino 
también a reaccionar frente a incumplimientos identificados en la sustanciación de las compras 
y, dentro del ámbito de la prevención de riesgos desde etapas tempranas del procedimiento de 
contratación. 
 
Bajo este enfoque, la gestión pública eficiente y responsable exige anticipar mecanismos de 
protección antes de que el riesgo se materialice. Para aquellos procedimientos de contratación 
que contemplen anticipos como forma de pago, el riesgo no se limita al momento del desembolso 
del anticipo, sino que: surge desde que el contrato pacta la posibilidad de otorgar un anticipo y 
se proyecta como una obligación futura cierta. 
 
La fijación de prever el anticipo parte desde la fase preparatoria en su establecimiento dentro 
de la forma de pago inserta en las especificaciones técnicas o términos de referencia. 
 
En ese sentido, solo al adjudicatario se le exigirá la presentación de dicha garantía al ser un 
documento habilitante e integrada al proceso de perfeccionamiento contractual; por lo tanto, la 
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garantía protege la ejecución de la relación contractual, pero sobre todo precautela el manejo 
de recursos públicos. 
 
(…) IV. CONCLUSIÓN 
 
Por lo expuesto y conforme lo analizado en consonancia con la normativa, bajo un enfoque 
preventivo y de protección del interés público, esta Dirección Jurídica concluye que la garantía 
de buen uso de anticipo debe ser exigida al adjudicatario como requisito previo a la 
suscripción del contrato, cuando el mismo contemple la entrega de anticipo debidamente inserta 
en las especificaciones técnicas o términos de referencia, salvo cuando el adjudicatario exprese 
formalmente la renuncia al mismo” (el énfasis corresponde al texto original). 

 
A fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficio No. 16511 y No. 16512, de 29 de abril 
de 2026, este organismo solicitó a la Contraloría General del Estado (en adelante, “CGE”) y al Servicio 
Nacional de Contratación Pública (en adelante, “SERCOP”) que remitan sus criterios jurídicos 
institucionales sobre la materia objeto de la consulta. Con oficio No. 16818, de 21 de mayo de 2026, se 
insistió en dicho requerimiento al SERCOP. 
 
Los requerimientos de este organismo fueron atendidos en su orden por: 1) la CGE, con oficio No. 224-
DNJ-2026, de 13 de mayo de 2026, ingresado en el correo institucional de este organismo el mismo día; 
y, 2) el SERCOP, a través del oficio No. SERCOP-CGAJ-2026-0221-OF, de 23 de junio de 2026, 
ingresado en el correo institucional de este organismo al día siguiente, al cual se adjuntó el Informe 
Jurídico No. DALP-2026-RO-PGE-16512-236-I, de 23 de junio de 2026. 
 
El informe jurídico de la CGE, además de las normas señaladas por la consultante, refirió los artículos 
227 de la CRE; 14 y 125 del Código Orgánico Administrativo5 (en adelante, “COA”); 3 de la LOSNCP; y 
1454, 1561 y 1562 del Código Civil6 (en adelante, “CC”); y, Norma 403-12 del Acuerdo No. 004-CG-
20237, que contiene la “Normas de control interno para las entidades, organismos del sector público y de 
las personas jurídicas de derecho privado que dispongan de recursos públicos”, (en adelante, “Normas 
de Control Interno”). Con estos fundamentos analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“Análisis 
 
De la revisión conjunta de los artículos 79 numeral 4, 80 inciso sexto y 82 numeral 3 de la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, se desprende que las garantías 
constituyen un elemento esencial de los contratos administrativos sujetos al régimen de 
contratación pública, siempre que estas resulten aplicables conforme a la naturaleza y 
condiciones de la contratación. 
 
En este sentido, el artículo 79 numeral 4 de la LOSNCP establece como requisito de los 
contratos ‘las garantías en los casos que corresponda’, mientras que el artículo 80 inciso sexto 
dispone expresamente que: ‘Para la suscripción del contrato, será requisito previo la rendición 
de las garantías correspondientes’. De manera concordante el artículo 346 del Reglamento 
General de la LOSNCP determina que, en los casos que fuere aplicable, previo a la firma del 

                                       
5 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 07 de julio de 2017. 
6 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.46 de 24 de junio de 2005. 
7 Normas de Control Interno, publicadas en el Suplemento del Registro Oficial 160 de 10 de noviembre de 2025. 
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contrato administrativo deberá rendirse las garantías correspondientes, bajo prevención de 
declararse adjudicatario fallido al proveedor por cuya culpa no llegare a celebrarse el contrato. 
 
Por su parte, el artículo 82 numeral 3 de la LOSNCP determina que los contratos deben 
estipular obligatoriamente cláusulas relacionadas con las garantías y con el plazo para el pago 
del anticipo, evidenciando que tales aspectos deben encontrarse definidos y asegurados desde la 
celebración del contrato. 
 
De igual manera, la Norma de Control Interno 403-12 de la Contraloría General del Estado, 
relacionada con las garantías contractuales, dispone que las entidades deben asegurar que, 
previo a la suscripción de contratos y entrega de anticipos, se cuente con garantías suficientes, 
válidas y vigentes, como mecanismo de protección del patrimonio público y mitigación de 
riesgos derivados de la contratación. 
 
Ahora bien, el artículo 86 de la LOSNCP dispone que, cuando la entidad contratante otorgue 
anticipos, el contratista deberá rendir previamente garantías por igual valor para recibir el 
anticipo. Si bien dicha disposición vincula expresamente la garantía con el desembolso efectivo 
del anticipo, aquello no excluye que la entidad contratante pueda exigir su presentación desde la 
etapa previa a la suscripción contractual, particularmente cuando el contrato contemple 
expresamente la entrega de anticipo. 
 
En efecto, del análisis integral de los artículos 79, 80, 82 y 86 de la LOSNCP, en concordancia 
con el artículo 346 de su Reglamento General, nos permite concluir que la garantía de buen uso 
de anticipo constituye una garantía contractual directamente vinculada al régimen económico y 
de ejecución del contrato administrativo, razón por la cual la entidad contratante se encuentra 
facultada para verificar su existencia, suficiencia y vigencia desde el perfeccionamiento 
contractual. 
 
(…) Conclusión 
 
En consecuencia, al tenor de los artículos 79 numeral 4, 80 inciso sexto y 82 numeral 3 de la 
Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, en concordancia con el artículo 
346 de su Reglamento General, cuando el contrato contemple la entrega de anticipo, resulta 
jurídicamente procedente que la entidad contratante exija la presentación de la garantía de 
buen uso de anticipo como requisito previo a la suscripción contractual” (énfasis añadido).  

 
Por su parte, el informe jurídico del SERCOP, además de las normas señaladas por la consultante y la 
CGE, citó los artículos 288 y 425 de la CRE; 5, 18, 28 y 67 del COA; 18, 32, 1458, 2238, 2239, 2240, 
2241, 2242, 2243, 2245, 2246, 2249, 2250 y 2253 del CC; 3 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional8 (en adelante, “LOGJCC”); 1, 6, 9, 28, 84 y 85 de la LOSNCP; 
y, 2, 62, 65, 77, 82, 83 numerales 3 y 12, 343, 347, 348 y 353 del RGLOSNCP. Basado en este marco 
normativo, analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“IV ANÁLISIS JURÍDICO 
 

                                       
8 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.52 de 22 de octubre de 2009. 
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(…) 
 
76. De la lectura inicial de la LOSNCP y del RGLOSNCP, se desprende que los presupuestos 
determinados en la norma son los siguientes: 
 

a. Que, una vez se ha adjudicado a un oferente dentro de un procedimiento determinado, 
existe un término de entre quince y treinta días para la suscripción del contrato. 

 
b. Que, durante la fase de suscripción, el oferente puede solicitar de manera 

fundamentada la renuncia del anticipo, con base en su capacidad de solventar los 
gastos iniciales para la ejecución del contrato. 

 
c. Que, la entidad debe responder de manera motivada en el término de tres días (Art. 363 

del RGLOSNCP). 
 

d. Que, durante el período correspondiente a la fase de suscripción del contrato, el 
proveedor debe presentar las garantías para la suscripción del contrato. 

 
e. En el caso de que se haya aceptado la renuncia al anticipo, no existiría sustento 

jurídico para solicitar la garantía de anticipo. 
 

f. Que, las garantías son un presupuesto para firmar el contrato (Art. 343 del 
RGLOSNCP) y los contratos administrativos deben contener una cláusula de garantías 
(Art. 82.3 LOSNCP). En consecuencia, las garantías deben presentarse previo a la 
suscripción del contrato. 

 
g. Que, en caso de que no se pueda suscribir el contrato por causas que le sean 

imputables al contratista, se le procederá a declarar adjudicatario fallido (Art. 231 del 
RGLOSNCP). 

(…) 
 
V RESPUESTA 
 
94. En virtud del principio de colaboración consagrado en el COA, la CGAJ emite la siguiente 
respuesta al oficio remitido por la PGE: 
 
a. La garantía es una especie de fianza, cuyas disposiciones aplicables se encuentran en el 

CC, de conformidad con el principio de juridicidad consagrado en el art. 14 del COA y 2 
del RGLOSNCP. 

 
b. La LOSNCP y el RGLOSNCP son claros en establecer que: 

 
i. La garantía de anticipo, conforme las disposiciones analizadas del CC y de la 

LOSNCP, corresponde a un contrato de fianza entre el fiador y el proveedor del bien, 
obra o servicio. 

 
ii. La garantía de buen uso de anticipo tiene por objeto respaldar el desembolso previo 
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realizado por la entidad para que el proveedor realice las gestiones, adquisiciones o 
preparaciones necesarias para ejecutar el contrato. Es decir, busca asegurar que el 
anticipo dado por la entidad sea destinado única y exclusivamente al cumplimiento del 
contrato celebrado, razón de haberse entregado el anticipo. 

 
iii. Su naturaleza es accesoria al contrato celebrado entre el proveedor y la entidad 

contratante. 
 

iv. La consulta no se refiere a una duda razonable respecto a la interpretación de los arts. 
79, 80, 82, 84 y 86 de la LOSNCP o de los arts. 343, 346, 352 y 353 del RGLOSNCP, 
sino que parten de un yerro interpretativo por parte de la Consultante. 

 
v. No existe duda u oscuridad razonable respecto al sentido o alcance de las disposiciones 

consultadas, en los términos planteados. 
 
95. Por otro lado, la responsabilidad de las entidades contratantes de planificar las 
contrataciones que vayan a llevar a cabo es transversal. En este sentido, las entidades están en 
la obligación de que los pasos o trámites que realizan cumplan con las disposiciones del 
ordenamiento jurídico previo a iniciar cualquier procedimiento de contratación. Dicha 
obligación debe materializarse obligatoriamente conforme a las disposiciones de la LOSNCP y 
del RGLOSNCP”.  

 
De lo antes indicado se desprende que los criterios jurídicos de CELEC EP,  la CGE y el SERCOP, 
coinciden en señalar que la garantía de buen uso de anticipo debe ser exigida al adjudicatario como 
requisito previo a la suscripción del contrato, cuando el mismo contemple la entrega de anticipo 
debidamente inserta en las especificaciones técnicas o términos de referencia, salvo que el adjudicatario 
exprese formalmente la renuncia a este. 
 
Agrega la CGE que, de acuerdo con la Norma de Control Interno 403-12, las entidades públicas deberán 
verificar que las garantías contractuales sean suficientes, válidas y vigentes, como mecanismo de 
protección de los recursos públicos y mitigación de riesgos derivados de la contratación administrativa. 
En el mismo sentido, el SERCOP manifiesta que la garantía de buen uso de anticipo tiene por objeto 
respaldar el desembolso previo realizado por la entidad a fin de que el proveedor realice las gestiones, 
adquisiciones o preparaciones necesarias para ejecutar el contrato, buscando asegurar que el anticipo sea 
destinado única y exclusivamente al cumplimiento del contrato celebrado. 
 
2. Análisis.  
 
El artículo 1 de la LOSNCP establece que su objeto es fijar “el marco normativo para que las entidades 
contratantes puedan adquirir bienes, obras, servicios y consultorías, para la satisfacción de necesidades 
de la ciudadanía y del interés general, siempre buscando la mejor relación entre calidad y precio, en 
una compra pública por resultados”. La misma disposición incluye expresamente dentro de su ámbito de 
aplicación a las “instituciones, entidades o empresas públicas” (énfasis añadido). 
 
Asimismo, el artículo 28 ibidem dispone que los pliegos constituyen el instrumento que determina las 
condiciones del procedimiento de contratación pública, debiendo contener “información técnica, 
económica y legal requerida en un procedimiento de contratación como planos, estudios, 
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especificaciones técnicas, términos referenciales, parámetros de calificación, condiciones económicas, 
legales y contractuales, entre otras”. 
 
Por otra parte, es preciso considerar que, de conformidad al cuarto inciso del numeral 6 del artículo 38 de 
la LOSNCP, “las empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en 
cincuenta (50%) por ciento a entidades de derecho público o sus subsidiarias, podrán utilizar el régimen 
especial para contrataciones del giro específico del negocio; en cuanto al giro común se aplicará el 
régimen común previsto en esta Ley. La determinación de giro específico le corresponderá al Director 
General o la Directora del Servicio Nacional de Contratación Pública”. 
 
En cuanto a los procesos de contratación de régimen común, el numeral 4 del artículo 79 de la LOSNCP 
establece como requisito de los contratos administrativos, entre otros, “Las garantías en los casos que 
corresponda”. En concordancia, el numeral 3 del artículo 82 ibidem dispone que los contratos sometidos 
a la LOSNCP deberán incluir obligatoriamente una “Cláusula de garantías, así como una relacionada 
con el plazo en que la entidad deberá proceder al pago del anticipo”. 
 
En ese sentido, el artículo 84 de la LOSNCP señala que, en los contratos a los que se refiere dicha ley, los 
contratistas podrán rendir cualquiera de las siguientes garantías: 
 

“1. Garantía incondicional, irrevocable y de cobro inmediato, otorgada por un banco o 
institución financiera establecidos en el país o por intermedio de ellos; 
 
2. Fianza instrumentada en una póliza de seguros, incondicional e irrevocable, de cobro 
inmediato, emitida por una compañía de seguros establecida en el país; y, 
 
3. Certificados de depósito a plazo, emitidos por una institución financiera establecida en el 
país, endosados por valor en garantía a la orden de la Entidad Contratante y cuyo plazo de 
vigencia sea mayor al estimado para la ejecución del contrato”. 

 
Por su parte, en lo que respecta a la garantía por anticipo, el artículo 86 de la LOSNCP prescribe lo 
siguiente: 
 

“Si por la forma de pago establecida en el contrato, la entidad contratante debiera otorgar 
anticipos de cualquier naturaleza, el contratista para recibir el anticipo deberá rendir 
previamente garantías por igual valor del anticipo, que se reducirán en la proporción que 
determine el Reglamento. Las cartas de crédito no se considerarán anticipo si su pago está 
condicionado a la entrega - recepción de los bienes u obras materia del contrato. 
 
El monto del anticipo lo determinará la entidad contratante, en consideración de la naturaleza 
de la contratación, conforme lo determine el Reglamento. El Reglamento podrá determinar 
mecanismos de control y debida diligencia del uso del anticipo. 
 
En los contratos de tracto sucesivo, la amortización del anticipo se realizará al momento de 
aprobarse cada planilla de avance presentada, descontando de ellas, el porcentaje de anticipo 
contractual que haya sido entregado. 
 
Los pliegos y la oferta deberán necesariamente incorporar la posibilidad de que el oferente o 
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adjudicatario pueda renunciar expresamente al uso y otorgamiento del anticipo, en cuyo caso 
no deberá rendir la garantía correspondiente” (énfasis añadido). 

 
De manera concordante, el inciso sexto y último del artículo 80 de la LOSNCP disponen que “Para la 
suscripción del contrato, será requisito previo la rendición de las garantías correspondientes”, y que 
“En ningún caso se podrá iniciar la ejecución del contrato sin la previa celebración o formalización de 
los instrumentos expuestos en este artículo” (énfasis añadido).  
 
En igual sentido, el numeral 1 del artículo 343 del RGLOSNCP establece que “Además de lo exigido en 
el artículo 79 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, para suscribir el 
contrato se requiere: 1. Presentar las garantías que correspondan según el objeto contractual”. 
 
Adicional a lo expuesto, el numeral 1 del artículo 89 de la LOSNCP regula la vigencia de las garantías, 
señalando que “La garantía de buen uso del anticipo se mantendrá vigente y se reducirá en la 
proporción que se vaya amortizando o se reciba parcialmente el objeto de contratación, de conformidad 
con lo establecido en el contrato”, luego de lo cual podrán ser devueltas de acuerdo con las condiciones 
establecidas en el RGLOSNCP (énfasis añadido). 
 
De la misma manera, los artículos 77 y 83 del RGLOSNCP, en sus numerales 7 y 12, respectivamente, 
disponen que tanto las especificaciones técnicas como los pliegos deben contemplar las garantías 
exigibles de manera clara y precisa. 
 
En la misma línea, el artículo 346 del RGLOSNCP dispone: 
 

“Cuando corresponda, el adjudicatario deberá rendir las garantías exigidas previo a la 
suscripción del contrato administrativo. El incumplimiento de esta obligación dará lugar a la 
declaratoria de adjudicatario fallido. 
 
Las garantías contractuales permanecerán vigentes hasta la suscripción del acta de entrega 
recepción definitiva, salvo aquellas cuya naturaleza o finalidad determine una vigencia 
distinta conforme la Ley, este Reglamento o los documentos contractuales. 
 
La garantía de buen uso del anticipo se mantendrá vigente hasta la total amortización del 
anticipo otorgado, y se reducirá proporcionalmente en función de dicha amortización, o de 
las recepciones provisionales parciales de obras, bienes o servicios, según corresponda. 
 
La garantía técnica entrará en vigencia a partir de la suscripción del acta de entrega 
recepción definitiva y permanecerá vigente durante el plazo previsto en el contrato. 
 
Las entidades contratantes verificarán que las garantías conserven, durante toda su vigencia, 
las características de incondicionalidad, irrevocabilidad y cobro inmediato previstas en la 
Ley.  
 
Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos para la devolución de las garantías, la 
entidad contratante procederá a su devolución de manera inmediata, sin que exista 
justificación para su demora” (énfasis añadido).  

 

6161



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CORPORACIÓN ELÉCTRICA DEL ECUADOR CELEC EP  
0011809-2026 

Página. 9 
 

 
Del análisis normativo expuesto se observa que: i) la presentación de garantías constituye un requisito 
indispensable para la suscripción de los contratos administrativos, cuando estas hayan sido establecidas 
en los pliegos del procedimiento; ii) la omisión de la presentación de garantías, puede acarrear la 
declaratoria de adjudicatario fallido; y, iii) el otorgamiento de anticipos impone la obligación de constituir 
garantías equivalentes, sin perjuicio de la facultad que tiene el contratista para renunciar expresamente al 
otorgamiento del anticipo. 
 
3. Pronunciamiento. 
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en los artículos 79 
numeral 4, 80 inciso sexto, 82 numeral 3 y 86 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, en concordancia con los artículos 343 numeral 1 y 346 de su Reglamento General, la entidad 
contratante debe exigir al adjudicatario la presentación de la garantía de buen uso del anticipo previo a la 
suscripción del contrato cuando este contemple la entrega de anticipo. Dicha garantía no es exigible para 
los contratos en los que no se prevea anticipo ni en el evento en el que el adjudicatario haya renunciado a 
este. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la inteligencia y 
aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales específicos es de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
   
 
C.C. Mgtr. Nataly Patricia Avilés Pastas 
 Directora General 

SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA - SERCOP 
 
 Dr. Xavier Mauricio Torres Maldonado 
 CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO   

  
 
 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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Oficio No. 18053 
 
 

Quito, D.M., 26 de agosto de 2026  
 
Ingeniero  
Hugo Javier Parra Chávez, M.Sc. 
Jefe de Bomberos 
BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS DEL CANTÓN SANTO DOMINGO 
Santo Domingo. 

 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. BCBSD-JB-2026-0177-OF, de 22 de abril de 2026, ingresado en el correo 
institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, se formuló la siguiente consulta: 

 
“¿Resulta aplicable y de obligatorio cumplimiento el 'Reglamento Sustitutivo de 
Adquisición de Vehículos para las Instituciones del Estado' para los Cuerpos de 
Bomberos, considerando que nuestra actual naturaleza jurídica es la de entidades 

autónomas adscritas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados (Art. 274 
COESCOP), lo cual nos situaría fuera del ámbito de aplicación definido en el artículo 

1 de dicho reglamento, pero ante la existencia de una mención expresa a nuestra 
institución en el artículo 4, numeral 5 de la misma norma?”. 

 
Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
El informe jurídico No. BCBSD-DJ-2026-025, sin fecha, suscrito por la Directora Jurídica del 

Benemérito Cuerpo de Bomberos de Santo Domingo (en adelante, “BCBSD”), citó los artículos 
225 y 226 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 274 del Código 

Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público2 (en adelante, “COESCOP”); 1 
y 4 del Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las Instituciones del Estado3 
(en adelante, “Decreto No. 519”). Con estos fundamentos, analizó y concluyó: 
 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COESCOP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 19 de 21 de junio de 2017. 
3 Decreto No. 519, publicado en el Registro Oficial No. 315 de 8 de noviembre de 2010. 
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“4.2. Formulación del Problema Jurídico (Antinomia o duda en la aplicación de la 
norma).  
 
El problema jurídico radica en determinar la aplicabilidad del Decreto Ejecutivo No. 
519 (Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos) a los procesos de contratación 
pública ejecutados por el Benemérito Cuerpo de Bomberos de Santo Domingo. De la 
lectura armónica de la normativa expuesta, se evidencia la siguiente controversia legal:  
 
 Por un lado, el ámbito de aplicación: El artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 519 

(REGLAMENTO SUSTITUTIVO DE ADQUISICIÓN DE VEHÍCULOS PARA LAS 

INSTITUCIONES DEL ESTADO), promulgado en el año 2010, circunscribe su 
obligatoriedad a la ‘Administración Pública Central e Institucional’ y empresas 

públicas. Históricamente, en el año de expedición de este reglamento, los Cuerpos 
de Bomberos formaban parte de la estructura del Gobierno Central (adscritos en su 
momento al Ministerio de Bienestar Social actualmente Ministerio de Inclusión 
Económica y Social). 
 

 El cambio de naturaleza jurídica: Con la promulgación del COESCOP, se modificó 
sustancialmente la naturaleza jurídica de los Cuerpos de Bomberos. El actual 
artículo 274 establece de forma inequívoca que son entidades de derecho público 
adscritas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados, dotadas de plena autonomía 
administrativa, financiera, presupuestaria y operativa. En consecuencia, el BCBSD 

ya no forma parte de la Administración Pública Central.  
 

 La mención expresa en la clasificación vehicular: Pese a que el BCBSD ya no 
integra la Función Ejecutiva (a la cual va dirigido el ámbito del Art. 1), el numeral 
5 del artículo 4 del mismo Reglamento incluye expresamente a los ‘Cuerpos de 
Bomberos’ como usuarios destinados para los vehículos de ‘Aplicación Especial’ 
(ambulancias, motobombas, grúas, etc.).  

 
Esta situación genera una clara incertidumbre e inseguridad jurídica para la entidad 
contratante. Si el BCBSD se rige por su actual autonomía y régimen descentralizado 
(COESCOP), el Decreto No. 519 (REGLAMENTO SUSTITUTIVO DE ADQUISICIÓN 
DE VEHÍCULOS PARA LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO) no le sería aplicable por 

restricción de su artículo 1. Sin embargo, al omitir su cumplimiento, la entidad corre el 
riesgo de ser observada por los órganos de control al inobservar el mandato específico 

del artículo 4, numeral 5, que expresamente los menciona como destinatarios de las 
reglas sobre vehículos de aplicación especial.” (el resaltado corresponde al texto 
original). 
 

Con la finalidad de contar con mayores elementos de análisis, este organismo solicitó mediante 

oficios No. 16444, 16445, 16446, 16447 y 16448, de 27 de abril de 2026, al Gobierno Autónomo 
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Descentralizado Municipal del cantón Santo Domingo (en adelante, “GADM Santo Domingo”), a 
la Contraloría General del Estado (en adelante, “CGE”), al Ministerio de Producción, Comercio 
Exterior e Inversiones (en adelante, “MPCEI”), a la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas 
(en adelante, “AME”) y al Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante, “SERCOP”),  
remitan sus criterios jurídicos institucionales sobre la materia de las consultas. Con oficios No. 
16709, 16710, 16711 y 16712, de 14 de mayo de 2026, se insistió al MPCEIP, a la AME, al 
GADM Santo Domingo y al SERCOP. 
 
Los requerimientos realizados por este organismo fueron atendidos mediante comunicaciones 
ingresadas en el correo institucional de esta Procuraduría, en el siguiente orden: i) la CGE, quien 

se abstuvo de emitir su criterio jurídico mediante oficio No. 209 -DNJ-2026, de 8 de mayo de 
2026; ii) la AME, con oficio No. AME-DNAJ-2026-0030-O, de 14 de mayo de 2026; iii) el 

MPCEI, a través del oficio No. MPCEI-CGAJ-2026-0098-O, de 16 de mayo de 2026, al que 
acompañó su criterio jurídico No. MPCEI-CGAJ-2026-0001-IJ, de 15 de mayo de 2026; iv) el 
GADM Santo Domingo, a través del criterio jurídico No. GADMSD-PS-2026-0002-CJ, de 4 de 
mayo de 2026, suscrito por el Procurador Síndico del GADM Santo Domingo, que fue puesto en 
conocimiento de esta Procuraduría mediante oficio No. BCBSD-DJ-2026-007-Of, de 20 de mayo 
de 2026; y, v) el SERCOP, con oficio No. SERCOP-CGAJ-2026-0209-OF, de 9 de junio de 2026, 
ingresado el mismo día. 
 
El criterio jurídico de la AME, además de las normas señaladas por la consultante, refirió los 
artículos 286 y 425 de la CRE; y, 55 y 140 del Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización4 (en adelante, “COOTAD”). Con estos fundamentos, analizó y 
concluyó: 

 
“5. Criterio jurídico 
 
Con fundamento en las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias expuestas, 
esta Dirección Nacional Jurídica considera que las disposiciones contenidas en el 
Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las Instituciones del Estado, 
expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 519, resultan aplicables y de obligatorio 
cumplimiento para los cuerpos de bomberos del país, incluido el Benemérito Cuerpo de 
Bomberos del Cantón Santo Domingo. 
 

La obligatoriedad de observancia del referido reglamento no deriva de la pertenencia de los 
cuerpos de bomberos a la Administración Pública Central, sino de su inclusión expresa como 

destinatarios de las disposiciones relativas a vehículos de ‘Aplicación Especial’, previstas en 
el numeral 5 del artículo 4 del Reglamento en ciernes, disposición especial que prevalece 
sobre la regla general establecida en el artículo 1 de la referida normativa legal. 
 
Asimismo, la autonomía administrativa, financiera y presupuestaria, reconocida por el 

 
4 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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COESCOP no excluye a los cuerpos de bomberos del cumplimiento de regulaciones técnicas 
vinculadas a la contratación pública, optimización de recursos estatales, eficiencia 
administrativa y fomento a la producción nacional” (el resaltado me corresponde). 

 
El criterio jurídico del MPCEI, además de las normas señaladas por la consultante, refirió los 
artículos 211, 227, 264 y 424 de la CRE; 140.1 y 274 del COOTAD; 6 de la Ley de Defensa 
contra Incendios5 (en adelante, “LDCI”); 45 del Código Orgánico Administrativo6 (en adelante, 
“COA”); 37 del Código Civil7 (en adelante, “CC”); 5 del Decreto No. 519; 2 y 7 del Estatuto del 
Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva8 (en adelante, “ERJAFE”). Con base 
en lo anterior, manifestó lo siguiente: 

 
“III. Análisis jurídico 

 
(...) En este sentido, conforme el análisis realizado se puede concluir que los cuerpos de 
bomberos, desde la entrada en vigor del COESCOP y el COOTAD, son instituciones 
adscritas a los gobiernos autónomos descentralizados municipales. En consecuencia, no son 
parte de la Administración Pública Central ni Institucional, a la luz del COA y el ERJAFE, 
puesto que para ello deberían ser adscritos a la función ejecutiva.  
 
Una vez que se ha determinado que los cuerpos de bomberos no forman parte de la 
Administración Pública Central ni Institucional, cabe revisar el ámbito de aplicación del 
Reglamento en cuestión. Considerando que su artículo 1 establece como ámbito de 

aplicación que rige para i) las instituciones de la Administración Pública Central e 
Institucional, ii) empresas públicas y iii) entidades de derecho privado en que el Estado tenga 

participación mayoritaria. Conforme el análisis ya realizado, los cuerpos de bomberos no se 
enmarcan dentro del caso i). En cuanto al caso ii), no son empresas públicas, conforme las 
normas revisadas; ni son entidades de derecho privado, conforme el caso iii). En tal sentido, 
los cuerpos de bomberos están excluidos del ámbito de aplicación establecido en el artículo 
1 del Reglamento.  
 
El aspecto que ha sembrado duda al consultante es el hecho de que el artículo 4, numeral 5 
del Reglamento hace referencia expresa a los cuerpos de bomberos. La explicación de este 
asunto, conforme la cronología de las normas referida en el presente informe, radica en que 
el Reglamento se emitió antes de la entrada en vigor del COOTAD y el COESCOP, período 

en el cual sí eran parte de la Administración Pública Central e Institucional, conforme el 
ERJAFE. Por lo tanto, la inclusión de los cuerpos de bomberos en el Reglamento deriva de 

una situación jurídica conforme al momento de emisión de la norma, pero inconforme con el 
actual ordenamiento jurídico que las regula y establece su adscripción.  
 

 
5 LDI, publicada en el Registro Oficial No. 815 de 19 de abril de 1979.  
6 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 7 de julio de 2017. 
7 CC, codificación del Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
8 ERJAFE, publicado en el Registro Oficial No. 536 de 18 de marzo de 2002. 
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En tal sentido, esta Coordinación General de Asesoría Jurídica considera que las 
disposiciones del Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las 
Instituciones del Estado no son actualmente aplicables a los cuerpos de bomberos, 
conforme su ámbito de aplicación, dado que desde la entrada en vigor del COOTAD y 
COESCOP, son adscritos a los GADs municipales; sin perjuicio de que en otras normas sí 
pueden existir normas con efectos o disposiciones similares que pueden ser aplicables, las 
cuales no son objeto de la presente consulta. 
 
IV. Criterio jurídico  
 

Con fundamento en el marco normativo revisado y el análisis realizado, esta Cartera de 
Estado emite el siguiente criterio jurídico institucional:  

 
El Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las Instituciones del Estado 
no es aplicable a los cuerpos de bomberos, por cuanto constituyen entidades adscritas a los 
gobiernos autónomos descentralizados municipales, desde la entrada en vigor del 
COOTAD y el COESCOP, por lo cual quedan excluidos del ámbito de aplicación 
establecido en el artículo 1 del mentado Reglamento.  
 
Esta inaplicabilidad del Reglamento objeto de análisis no implica, en ningún sentido, un 
pronunciamiento ni criterio sobre la aplicabilidad de otras normas que no hayan sido sujeto 
de análisis del presente informe” (el resaltado me corresponde). 

 
El criterio jurídico del GADM Santo Domingo, además de las normas señaladas por la 

consultante, refirió los artículos 82 y 229 de la CRE; 274 del COESCOP; 1 del Decreto Ejecutivo 
No. 519; y, 1 del CC; con base en lo cual precisó que: 

 
“Es necesario dejar constancia que la normativa legal general, es de alcance en toda la 
jurisdicción del territorio nacional, bajo esta lógica, debe ser cumplida de manera literal por 
quienes estamos sujetos al imperio de la Ley; en el caso que nos ocupa, si bien el BCBSD 
está revestido de autonomía administrativa y financiera, esta particularidad debe ser 
entendida como la capacidad que tiene para tomar sus propias decisiones, pero siempre 
dentro del marco constitucional y legal. 
 

Ahora bien, el Benemérito Cuerpo de Bomberos de Santo Domingo - BCBSD, está 
supeditado a lo prescrito en el artículo 1 del Reglamento Sustitutivo de Adquisición de 

Vehículos para las Instituciones del Estado, por cuanto esta disposición con claridad 
meridiana hace referencia que rige para todos los ‘(...) los dignatarios, autoridades, 
funcionarios, empleados y servidores de las instituciones de la Administración Pública 
Central e Institucional, empresas públicas, y las autoridades, administradores y empleados 
(...)’, de tal manera que, al estar el BCBSD representado legalmente por una autoridad, 

funcionario, empleado, servidor o administrador, que se enmarca en lo ordenado en el 
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artículo 229 de la Norma Suprema, no amerita realizar una consulta para dilucidar lo que 
está claramente establecido en el marco legal vigente; más aún, cuando la disposición 
invocada no señale excepción alguna para cierto tipo de instituciones раra  determinadas 
autoridades que representan una institución pública” (énfasis añadido). 
 

El criterio jurídico del SERCOP, en adición a las normas citadas por la consultante, refirió los 
artículos 288 de la CRE; 14, 28, 67, 68 y 69, numeral 1, del COA; 3 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional9 (en adelante, “LOGJCC”); 1, 3 y 6 de la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública10 (en adelante, “LOSNCP”); 2 del 
Reglamento a la LOSNCP11 (en adelante, “RGLOSNCP”); 1, 4 numeral 5 del Decreto Ejecutivo 

No. 519; 43 de la LDCI; y, 44 del Reglamento de la LDCI12 (en adelante, “RLDCI”); con 
fundamento en lo que analizó y concluyó: 

 
“CUARTO. - ANÁLISIS JURÍDICO 
 
4.1 Consideraciones Preliminares 
 
(...) 
 
31. Todas las instituciones del sector público se encuentran sujetas a la LOSNCP, de acuerdo 
a su art. 1. Es claro entonces que el BCBSD al ser una entidad del sector público, aunque 
sea descentralizado, está sujeto a la LOSNCP para realizar sus procedimientos de 

contratación. 
 

32. Una vez establecida esta regla general, es importante señalar que la norma consultada 
fue emitida previo a la vigencia del COESCOP. En consecuencia, a la fecha de su expedición, 
todavía se encontraban plenamente vigentes las disposiciones de la Ley de Defensa Contra 
Incendios (en adelante, ‘LDCI’) y su Reglamento General de aplicación (en adelante, 
‘RGLDCI’), mismos que definían a los cuerpos de bomberos como entidades adscritas al 
entonces Ministerio de Bienestar Social. 
 
(...) 
 
36. Es decir, no existe una contradicción per se entre el art. 1 del RAV y su art. 4 numeral 5, 

sino que el presupuesto de hecho (adquisición realizada por un cuerpo de bomberos, como 
entidad adscrita a un gobierno autónomo descentralizado) no está expresamente 

contemplada en el ámbito de aplicación de la norma. 
 
4.2. De las lagunas jurídicas 

 
9 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.52 de 22 de octubre de 2009.  
10 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 4 de agosto de 2008. 
11 RGLOSNCP, publicada en el Noveno Suplemento del Registro Oficial 153 de 28 de octubre de 2025.  
12 RGLDCI, publicada en el Registro Oficial No. 834 de 17 de mayo de 1979.  
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(...) 
 
40. En ese orden de ideas, la doctrina igualmente es clara al señalar que existen varias 
maneras de resolver una anomia, particularmente: ‘Entre las técnicas interpretativas 
idóneas para prevenir las lagunas (sin pretender ofrecer un elenco completo) se pueden 
mencionar: la interpretación extensiva y la interpretación evolutiva. (/) a) Se llama extensiva 
aquella interpretación que extiende el significado prima facie de la disposición, de forma que 
se incluyan en su campo de aplicación también supuestos de hecho que, según la 
interpretación literal, [n]o estarían contemplados. De este modo, es posible reconducir bajo 

el dominio de una norma también supuestos de hecho que, en caso contrario, quedarían 
totalmente privados de regulación jurídica. (/) b. La interpretación evolutiva es aquella que 

tiende a adaptar las viejas ( o relativamente viejas) leyes a situaciones nuevas, no previstas 
por el legislador histórico. También de este modo es posible reconducir bajo el dominio de 
una norma supuestos de hecho que, en caso contrario, quedarían totalmente privados de 
regulación jurídica.’ (Guastini 1999, §5, p.447) [Énfasis agregado] 
 
41. Del examen realizado al art. 1 del RAV, se desprende que usando la interpretación literal 
de la norma la adquisición de vehículos por parte de los cuerpos de bomberos quedaría sin 
una regulación que permita llevar a cabo dichas adquisiciones. Esto debido a que el RAV es 
un complemento directo de las disposiciones de la LOSNCP y del RGLOSNCP. En 
consecuencia, ante la existencia de una anomia corresponde utilizar los métodos de 

interpretación previstos en la normativa vigente, particularmente, la LOGJCC. 
 

42. La LOGJCC dispone respecto a la interpretación evolutiva de las normas prescribe que 
estas: ‘(...) se entenderán a partir de las cambiantes situaciones que ellas regulan, con el 
objeto de no hacerlas inoperantes o ineficientes o de tornarlas contrarias a otras reglas o 
principios constitucionales.’ [Énfasis agregado] 
 
(...) 
 
QUINTO.- CONCLUSIONES 
 
46. El Reglamento de Adquisición de Vehículos es una norma de carácter reglamentario, 

emitido por el Ejecutivo, que establece las condiciones específicas para la adquisición de 
distintas clases de vehículos por parte de las Entidades Contratantes. 

 
47. Al momento de la emisión del Reglamento de Adquisición de Vehículos, los Cuerpos de 
Bomberos eran entidades dependientes del Ministerio de Bienestar Social, situación que 
cambió al momento de emitirse el COESCOP. 
 

48. Prima facie, existe una anomia respecto al ámbito de aplicación del RAV, debido a que 
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la interpretación literal de dicha disposición establece su aplicación a las entidades del 
gobierno central, a las empresas públicas creadas de conformidad con la ley y a las personas 
jurídicas privadas donde el estado tenga participación mayoritaria. En consecuencia, al 
existir una anomia, la LOGJCC establece claramente los mecanismos aplicables para 
interpretar la norma. 
 
SEXTO. - PRONUNCIAMIENTO 
 
49. Acorde a lo indicado, en virtud del principio de colaboración consagrado en el COA, la 
CGAJ emite la siguiente respuesta: 

 
1. El Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las Instituciones del 

Estado, emitido mediante Decreto Ejecutivo Nro. 519 de 22 de octubre de 2010, es una 
norma conexa a la LOSNCP y al RGLOSNCP, que se encuentra actualmente vigente. 
 
2. El Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las Instituciones del 
Estado dispone expresamente que su ámbito de aplicación comprende: ‘(...) los 
dignatarios, autoridades, funcionarios, empleados y servidores de las instituciones de 
la Administración Pública Central e Institucional, empresas públicas, y las autoridades, 
administradores y empleados de las entidades de derecho privado en las cuales el 
Estado tenga participación mayoritaria’. 
 

3. Tras la aprobación del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y 
Orden Público, mediante Suplemento del Registro Oficial Nro. 19 de 21 de junio de 

2017, los cuerpos de bomberos pasaron de depender de la Administración Pública 
Central a: ‘(...) los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales o 
metropolitanos’. 
 
4. La LOGJCC, en su artículo 3, establece los métodos de interpretación aplicables, en 
particular el método evolutivo. 

 
50. Sin perjuicio de ello, ninguna de las disposiciones de la LOSNCP, del RGLOSNCP o de 
su normativa conexa deben entenderse como una habilitación a las entidades contratantes 
para eludir las obligaciones derivadas de los procedimientos de contratación pública o 

excepciones a las obligaciones legalmente establecidas. 
 

51. Del mismo modo, ninguna de las disposiciones precitadas debe entenderse como 
consentimiento o aquiescencia del SERCOP, respecto a de errores u omisiones en la 
tramitación de los procedimientos por parte de las Entidades Contratantes. Sino que deben 
entenderse en armonía con los principios de la LOSNCP y las obligaciones de los actores del 
SNCP”. 
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De los criterios emitidos por el consultante y las entidades consultadas se advierten tres 
posiciones. Por una parte, la entidad consultante y el MPCEIP consideran que, a partir de la 
vigencia del artículo 140.1 del COOTAD y 274 del COESCOP, los cuerpos de bomberos, al 
constituirse en entidades adscritas a los gobiernos autónomos descentralizados con autonomía 
administrativa, financiera, presupuestaria y operativa, quedaron excluidos del ámbito de 
aplicación previsto en el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 519. De otro lado, la AME y el 
GADM Santo Domingo concluyen afirmativamente que el referido Reglamento es aplicable, 
aunque por vías distintas: el GADM Santo Domingo considera que los CB se encuentran inmersos 
directamente dentro del ámbito literal del artículo 1, mientras que la AME considera que la 
remisión expresa del artículo 4 prevalece, por especialidad, sobre la disposición general del 

artículo 1. Finalmente, el SERCOP no llega a una conclusión afirmativa o negativa sobre la 
aplicabilidad del Reglamento: identifica una anomia respecto de su ámbito de aplicación y señala 

el método de interpretación evolutiva previsto en el artículo 3 de la LOGJCC como herramienta 
disponible para resolverla, sin pronunciarse finalmente sobre el resultado de dicha interpretación. 
 
2. Análisis. 
 
Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado, el análisis se estructura en tres 
apartados: i) Pronunciamientos previos relacionados con la Autonomía de los Cuerpos de 
Bomberos, a partir de la vigencia del COESCOP; ii) Requerimiento Vehicular de las entidades 
del Estado y vigencia del Decreto No. 519; iii) Métodos y reglas de interpretación jurídica 
constitucional y ordinaria; y, principios aplicables a la Administración Pública previstos en el 

COA. 
 

2.1. Pronunciamientos previos relacionados con la Autonomía de los Cuerpos de Bomberos, 
a partir de la vigencia del COESCOP. 
 
El artículo 1 del COESCOP dispone que su ámbito de aplicación es regular la organización y 
funcionamiento de las entidades de seguridad ciudadana y orden público. Dentro de dichas 
entidades de seguridad ciudadana, al tenor del numeral 5, letra c), del artículo 2 ibidem, se 
contemplan a los cuerpos de bomberos. En consecuencia, el referido cuerpo normativo establece 
los regímenes de carrera profesional y administrativa, así como el régimen disciplinario del 
personal de las entidades de seguridad ciudadana sujetas a su ámbito de aplicación. En este 
contexto, a partir del artículo 274 y siguientes del COESCOP se prescriben las disposiciones 

específicamente relacionadas con los cuerpos de bomberos y su autonomía. 
 

En este sentido, mediante pronunciamiento contenido en oficio No. 01285, de 31 de octubre de 
2018, este organismo se pronunció sobre la aplicación de los artículos 274 del COESCOP y 140 
del COOTAD13, cuyos textos conservan vigencia y tratan sobre la autonomía administrativa, 

 
13 COOTAD, “Art. 140.- Ejercicio de la competencia de gestión de riesgos.- (Reformado por el Art. 13 de la Ley s/n, R.O. 166-S, 21-
I-2014).- La gestión de riesgos que incluye las acciones de prevención, reacción, mitigación, reconstrucción y transferencia, para 
enfrentar todas las amenazas de origen natural o antrópico que afecten al territorio se gestionarán de manera concurrente y de forma 
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financiera, presupuestaria y operativa de los cuerpos de bomberos. Dicho pronunciamiento 
analizó: 
 

“Con relación a la constitución y naturaleza de los cuerpos de bomberos, el artículo 6 
de la Ley de Defensa Contra Incendios establece que son entidades de derecho público 
y que el Primer Jefe será el representante legal. 
 
(...) 
 
En la sentencia No. 034-17-SIN-CC dictada dentro del caso No. 0013-16-IN de 17 de 

diciembre de 2017, la Corte Constitucional en relación a la adscripción de los cuerpos 
de bomberos a los gobiernos autónomos descentralizados se ha pronunciado en los 

siguientes términos. 
 
῾(...) la adscripción del cuerpo de bomberos a la municipalidad nace de la voluntad del 
legislador, quien en consideración a la existencia de una estrecha relación de 
finalidades, en circunstancias excepcionales, ha decidido vincular dichas entidades a fin 
de que los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendio, así como 
la prestación de auxilio en situaciones de emergencia, pueda realizarse de la forma más 
ágil y expedita. 
 
(...) Desde esta perspectiva es importante enfatizar que la referida adscripción no implica 

inferencia (sic) alguna, por parte de la autoridad municipal, en el ámbito de los derechos 
de los miembros de los cuerpos de bomberos. Por tanto, cabe reiterar que la potestad de 

gobernar las actividades administrativas, presupuestarias, financieras y operativas de 
esas entidades, compete ‘con exclusividad a la autoridad bomberil’   
 
Según ha concluido la Corte Constitucional, sin perjuicio del carácter de adscritos que 
corresponde a los cuerpos de bomberos respecto a los gobiernos autónomos 
descentralizados municipales, el gobierno de las actividades administrativas, 
presupuestarias, financieras y operativas de esas entidades, compete ‘con exclusividad 
a la autoridad bomberil’ 
 
(...) 

 
articulada por todos los niveles de gobierno de acuerdo con las políticas y los planes emitidos por el organismo nacional responsable, 
de acuerdo con la Constitución y la ley. 
Los gobiernos autónomos descentralizados municipales adoptarán obligatoriamente normas técnicas para la prevención y gestión 
de riesgos en sus territorios con el propósito de proteger las personas, colectividades y la naturaleza, en sus procesos de ordenamiento 
territorial.  
Para el caso de riesgos sísmicos los Municipios expedirán ordenanzas que reglamenten la aplicación de normas de construcción y 
prevención 
La gestión de los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios, que de acuerdo con la Constitución 
corresponde a los gobiernos autónomos descentralizados municipales, se ejercerá con sujeción a la ley que regule la materia. Para 
tal efecto, los cuerpos de bomberos del país serán considerados como entidades adscritas a los gobiernos autónomos descentralizados 
municipales, quienes funcionarán con autonomía administrativa y financiera, presupuestaria y operativa, observando la ley especial 
y normativas vigentes a las que estarán sujetos”. 
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Del análisis jurídico efectuado se observa que los artículos 247 del COESCOP y 140 del 
COOTAD contemplan la autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y 
operativa de los cuerpos de bomberos, y al mismo tiempo su adscripción a los gobiernos 
autónomos descentralizados municipales, con el objeto de asegurar la coordinación 
entre las dos entidades públicas, sin que las municipalidades puedan interferir en la 
autonomía de la institución bomberil, según ha concluido la Corte Constitucional” (el 
resaltado me corresponde). 

 
En concordancia con lo expuesto, respecto del ejercicio de la autonomía financiera y del 

presupuesto de los Cuerpos de Bomberos, la Corte Constitucional, en sentencia No. 012-18-SIN-
CC, de 27 de junio de 2018, señaló: 

 
"En tales términos, se deduce que tanto la personalidad jurídica como la personería 
jurídica, que nacen de la ley, le otorgan autonomía a una persona jurídica, en este caso, 
al cuerpo de bomberos, lo cual le permite entablar relaciones jurídicas por sí misma, en 
observancia a la Constitución y a la ley que la regula, las cuales marcan los alcances y 
límites de dicha autonomía. Para el efecto, el cuerpo de bomberos necesita de la 
representación de un órgano conformado por personas naturales de su propio seno. 
 
(…) 
 

En tal virtud, el artículo 39 de la Ley de Defensa contra Incendios determina que los 
consejos provinciales y los concejos municipales fijen en sus presupuestos anuales las 

asignaciones indispensables para ayudar al desarrollo de los cuerpos de bomberos de 
sus respectivas jurisdicciones, pudiendo además, donar a los cuerpos de bomberos, 
inmuebles adecuados para cuarteles y otras dependencias. 
 
(…) 

 
En definitiva, la autonomía administrativa, presupuestaria, financiera y operativa de la 
que gozan los cuerpos de bomberos se refiere al ejercicio de todas aquellas potestades 
y funciones inherentes a  su propia organización, sin injerencias o intervenciones por 
parte de otras autoridades públicas; así como la facultad de manejo, administración y 

disposición de los recursos previamente asignados, de conformidad con  las 
disposiciones constitucionales pertinentes y  la  ley  que regula la materia. 

 
No obstante, es oportuno precisar que si bien, los cuerpos de bomberos gozan de 
autonomía en los términos que quedan expuestos, la misma debe ser ejercida en estricta 
observancia a sus atribuciones, competencias y de manera responsable, a fin de 
satisfacer las expectativas que la ciudadanía demanda de esta institución, pues, no se 

debe olvidar que la obligación de brindar la seguridad a los ciudadanos recae sobre  el  

7373



 
 
 
 
 
 
 

 
BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS DEL CANTÓN SANTO DOMINGO 

0011659-2026 
Página. 12 

 
 

Estado, quien lo  realiza  por  medio  de los  Gobiernos Autónomos Descentralizados y 
de los Cuerpos de Bomberos. 
 
Siendo así, los cuerpos de bomberos están en la obligación de responder por sus 
decisiones autónomas, como son la incorporación de nuevos voluntarios, la capacitación 
y entrenamiento de los bomberos, la elección de sus autoridades, la aplicación de 
disciplina, la administración de sus recursos, las decisiones táctico- operativas, entre 
otras” (el resaltado me corresponde). 

 
Al respecto, el artículo 281 del COESCOP establece que cada Cuerpo de Bomberos contará con 

un Comité de Administración y Planificación de los Cuerpos de Bomberos14 y, entre sus 
atribuciones, el artículo 282 ibidem prevé que les corresponde:  

 
“1. Aprobar la planificación estratégica institucional, el presupuesto institucional y sus 
reformas; 
2. Supervisar la gestión administrativa y económica de la institución; 
3. Aprobar los valores económicos que recibirá el cuerpo de bomberos conforme a la 
normativa vigente;” 

 
Por su parte, el artículo 36 de la LDCI determina que “Los fondos públicos de que disponen los 
cuerpos de bomberos no podrán ser suprimidos ni disminuidos sin la respectiva compensación” 
y establece la prohibición de privar a los Cuerpos de Bomberos (en adelante, “CB”) de “los bienes, 

vehículos, equipos, implementos y materiales de que disponen, ni distraerlos de sus finalidades 
específicas”, salvo la excepción prevista en esa norma.  

 
De lo expuesto se desprende que, i) el COESCOP regula la organización y funcionamiento de los 
Cuerpos de Bomberos del país, y que estos son entidades adscritas a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Municipales, cuentan con autonomía administrativa, financiera, presupuestaria 
y operativa; ii) la Corte Constitucional desarrolló los parámetros del ejercicio de la autonomía de 
los CB y determinó la importancia de que los mismos cuenten con un patrimonio propio; iii) el 
Comité de Administración y Planificación es el órgano encargado de aprobar la planificación 
estratégica, el presupuesto institucional, sus reformas y supervisar la gestión administrativa y 
económica de los CB, en concordancia con lo previsto en el artículo 36 de la LDCI; y, iv) la LDCI 
establece la prohibición de privar a los CB de sus recursos. 

 

 
14 COESCOP, “Art. 281.- Comité de Administración y Planificación. - (Sustituido por la Sentencia 012-18-SIN-CC, 27-VI-2018, 
www.corteconstitucional.gob.ec).- Cada Cuerpo de Bombero contará con un Comité de Administración y Planificación integrado 
por: 
a) La máxima autoridad del Cuerpo de Bomberos, quien lo presidirá y tendrá voto dirimente; 
b) El servidor responsable de la Unidad de Planificación del Cuerpo de Bomberos o en caso de no haberlo, la máxima autoridad 
del nivel técnico operativo de dicha entidad; 
e) El concejal que presida la Comisión relacionada con los Cuerpos de Bomberos; y, 
d) El servidor responsable de la Unidad de Planificación o el funcionario de la Unidad de Gestión de Riesgo del Gobierno 
Autónomo Descentralizado municipal o metropolitano. 
Su funcionamiento operativo se establecerá en la normativa que para el efecto apruebe el Comité”. 
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2.2. Requerimiento Vehicular de las entidades del Estado y vigencia del Decreto No. 519.- 
 
Es importante señalar que el artículo 226 de la CRE dispone que “Las instituciones del Estado, 
sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en 
virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 
atribuidas en la Constitución y la ley.” 
 
Por otra parte, el Decreto No. 519, en sus considerandos segundo y cuarto15, señala dos 
antecedentes históricos a la expedición de esa norma que, a la presente fecha, se encuentran 
derogados: i) la Ley de Fomento Industrial16; y, ii) el Reglamento de adquisición de vehículos 

para las instituciones del Estado17. Asimismo, por disposición del artículo 6 de la LDCI, a la fecha 
de expedición del Decreto No. 519, los CB eran entidades de Derecho Público “adscritas al 

Ministerio de Bienestar Social”. 
 
En este contexto, el Decreto No. 519 determina, en su artículo 1, que se sujetarán a las 
disposiciones de ese reglamento,  
 

“los dignatarios, autoridades, funcionarios, empleados y servidores de las instituciones 
de la Administración Pública Central e Institucional, empresas públicas, y las 
autoridades, administradores y empleados de las entidades de derecho privado en las 
cuales el Estado tenga participación mayoritaria” (énfasis añadido). 

 

El numeral 5 del artículo 4 del Decreto No. 519 indica: 
 

“Art. 4.- Clasificación vehicular.- Para homologar el parque automotor estatal, la 
clasificación de los vehículos se establecerá por:  
 
(…) 
 

 
15 Decreto No. 519, “Que el artículo 18 de la Ley de Fomento Industrial, en concordancia con las normas de la Ley de Fomento de 
la Industria Automotriz, establece que el Gobierno Nacional, las instituciones de derecho público y privado con finalidad social o 
pública y todas las demás que gocen de algún beneficio estatal, provincial, municipal, o que participen de fondos públicos, se 
abastecerán obligatoriamente con productos de la industria nacional; 
(...) Que mediante Decreto Ejecutivo No. 1117 de 29 de mayo del 2008, publicado en el Registro Oficial No. 358 de 12 de junio del 
2008, se expidió el Reglamento de adquisición de vehículos para las instituciones del Estado, reformado mediante decretos ejecutivos 
Nos. 1883 de 7 de agosto de 2009, publicado en el Registro Oficial No. 358 de 21 de agosto del 2009 y 236 de 28 de enero del 2010, 
publicado en el Registro Oficial No. 127 de 10 de febrero del 2010; y,”. 
16 Norma derogada por la letra a) de las Disposiciones Derogatorias del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones 
(COPCI), publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 351 de 29 de diciembre de 2010 “DISPOSICIONES 
DEROGATORIAS (...) Salvo lo establecido en las Disposiciones Transitorias, a partir de la fecha de vigencia de este Código, queda 
derogadas todas las normas en cuanto se opongan a las disposiciones de este Código. Adicionalmente, se derogan expresamente las 
siguientes normas: a. La Codificación No. 2006-004 a la Ley de Fomento Industrial, publicada en el Registro Oficial No. 269 de 12 
de mayo de 2006;” 
17 Norma derogada por el artículo 8 del Decreto 519 “Art. 8.- Deróguese el Decreto Ejecutivo No. 1117 de 29 de mayo del 2008, 
publicado en el Registro Oficial No. 358 de 12 de junio del 2008, mediante el cual se expidió el Reglamento de adquisición de 
vehículos para las. instituciones del Estado, y sus reformas expedidas mediante decretos ejecutivos Nos. 1883 de 7 de agosto del 
2009, publicado en el Registro Oficial No. 358 de 21 de agosto del 2009 y 236 de 28 de enero del 2010, publicado en el Registro 
Oficial No. 127 de 10 de febrero del 2010”. 
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5. Aplicación Especial.- En estos vehículos, se contempla los que se requieren para 
actividades específicas, con equipamiento adecuado a su operación, entre otros se 
señalan sin que la ejemplificación signifique limitación de ninguna especie: ambulancias, 
motobombas, camiones, plataformas, grúas, canastillas, montacargas, que están 
destinados a usuarios tales como: Cuerpo de Bomberos, Fuerzas Armadas, Ministerio de 
Salud Pública, IESS, Policía Nacional, Empresas de Telecomunicaciones, Empresas 
Eléctricas, Empresas de Agua Potable, entre otros. 
 
Para los vehículos de esta categoría, de no existir producción nacional, se preferirá, en 
su orden, a la producción subregional andina, luego la de los países con los cuales se 

mantenga acuerdos comerciales en materia de vehículos y finalmente la de terceros 
países. 

 
En el caso de verificarse la no producción nacional, subregional y de los países con los 
cuales se mantenga acuerdos comerciales, la entidad dará preferencia a los vehículos de 
bajo consumo de combustible y de emisiones de gases que cumplan las normas de 
protección del medio ambiente”. 

 
El artículo 6 de la LDCI, vigente a la fecha de expedición del Decreto No. 519, disponía que “Los 
cuerpos de bomberos son entidades de Derecho Público adscritas al Ministerio de Bienestar 
Social. El Primer Jefe de cada cuerpo de bomberos será el representante legal y el ejecutivo de 
la Institución (...)”. Bajo esa adscripción, los CB formaban parte de la Administración Pública 

Central, en los términos que la definía ERJAFE, cuyo artículo 2 incluye a “Los Ministerios de 
Estado y los órganos dependientes o adscritos a ellos”. 

 
Esa adscripción, sin embargo, se encuentra hoy tácitamente derogada. El artículo 37 del Código 
Civil dispone que la derogación “es tácita cuando la nueva ley contiene disposiciones que no 
pueden conciliarse con las de la ley anterior”, agregando el artículo 38 ibidem que dicha 
derogación “puede ser total o parcial”.  
 
El artículo 140.1 del COOTAD, posterior a la LDCI, dispone que “los cuerpos de bomberos del 
país serán considerados como entidades adscritas a los gobiernos autónomos descentralizados 
municipales, quienes funcionarán con autonomía administrativa y financiera, presupuestaria y 
operativa”; y, el artículo 274 del COESCOP, igualmente posterior, confirma que los CB "son 

entidades de derecho público adscritas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
municipales o metropolitanos”, dotadas de “patrimonio y fondos propios, personalidad jurídica, 

autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y operativa”. Por ende, al ser el COOTAD 
y el COESCOP leyes orgánicas, de superior jerarquía frente a la LDCI, y, además, posteriores a 
ella, la adscripción de los CB al entonces Ministerio de Bienestar Social que preveía el artículo 6 
de la LDCI resulta incompatible con su actual adscripción a los gobiernos autónomos 
descentralizados, configurándose, de esta manera, la derogación tácita prevista en el artículo 37 

del Código Civil. 
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De otro lado, el artículo 45 del COA dispone que la Administración Pública Central comprende 
“1. La Presidencia y Vicepresidencia de la República; 2. Los ministerios de Estado; 3. Las 
entidades adscritas o dependientes; 4. Las entidades del sector público cuyos órganos de 
dirección estén integrados, en la mitad o más, por delegados o representantes de organismos, 
autoridades, funcionarios o servidores de entidades que integran la administración pública 
central”. En términos concordantes, el artículo 2 del ERJAFE precisa que la Administración 
Pública Institucional de la Función Ejecutiva está integrada por las personas jurídicas del sector 
público “adscritas a la Presidencia de la República, a la Vicepresidencia de la República o a los 
ministerios de Estado”, o cuyos órganos de dirección estén integrados, en la mitad o más, “por 

delegados o representantes de organismos, autoridades, funcionarios o servidores que integran 
la Administración Pública Central”; añadiendo su artículo 7 que dicha Administración 

Institucional exige que se indique expresamente “el Ministerio o el ente seccional autónomo al 
cual se adscriben”. 
 
De lo expuesto se desprende que: i) en el marco de la política económica y fiscal del Estado, 
corresponde a este incentivar la producción nacional y su priorización en las compras públicas, 
con sujeción a los principios que las rigen; ii) al momento de expedición del Decreto No. 519, los 
Cuerpos de Bomberos formaban parte de la Administración Pública Central, por su adscripción 
al entonces Ministerio de Bienestar Social conforme al artículo 6 de la LDCI; y, iii) dicha 
adscripción se encuentra tácitamente derogada por los artículos 140.1 del COOTAD y 274 del 
COESCOP, de superior jerarquía y posteriores a la LDCI, que adscriben actualmente a los CB a 

los Gobiernos Autónomos Descentralizados. 
 

2.3. Métodos y reglas de interpretación jurídica constitucional y ordinaria; y, principios 
aplicables a la Administración Pública previstos en el COA.- 
 
En este contexto, el artículo 3 de la LOGJCC, que contiene los métodos y reglas de interpretación 
jurídica constitucional y ordinaria, señala, entre otras: 
 

“1. Reglas de solución de antinomias.- Cuando existan contradicciones entre normas 
jurídicas, se aplicará la competente, la jerárquicamente superior, la especial, o la 
posterior.  
 

(…) 
 

7. Interpretación literal.- Cuando el sentido de la norma es claro, se atenderá su tenor 
literal, sin perjuicio de que, para lograr un resultado justo en el caso, se puedan utilizar 
otros métodos de interpretación”. 

 
En concordancia, el numeral 1 del artículo 18 del Código Civil prevé que “Cuando el sentido de 

la ley es claro, se atenderá su tenor literal”. 
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En el presente caso, corresponde aplicar la norma jerárquicamente superior, especial y posterior, 
conforme al numeral 1 del artículo 3 de la LOGJCC (esto es, el régimen del COOTAD y el 
COESCOP). Por lo tanto, siendo los CB entidades adscritas a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Municipales o Metropolitanos y no: a) a la Presidencia, Vicepresidencia; b) a 
un ministerio de Estado; c) constituyen empresas públicas creadas conforme a la Ley Orgánica 
de Empresas Públicas; y, d) son entidades de derecho privado con participación estatal 
mayoritaria, éstos no se encuadran en los supuestos previstos en el artículo 1 del Decreto No. 519. 
En consecuencia, los CB no se encuentran obligados a aplicar el Decreto No. 519. 
 

La mención expresa a los CB en el numeral 5 del artículo 4 del mismo Decreto no altera esta 
conclusión. Dicha mención fue incorporada en 2010, cuando los CB, por efecto del artículo 6 de 

la LDCI (derogado tácitamente), sí formaban parte de la Administración Pública Central. Empero, 
al haberse derogado tácitamente esa adscripción y al haber quedado los CB, en cumplimiento de 
lo previsto en el COOTAD y el COESCOP, fuera del ámbito subjetivo que delimita el artículo 1 
del Decreto No. 519, la referencia del mencionado artículo 4, numeral 5, constituye un vestigio 
normativo de una situación jurídica ya superada, que no puede, por sí sola, sostener la aplicación 
de un reglamento cuyo ámbito de aplicación no comprende a los CB. 
 
Sin perjuicio de lo expuesto, la inaplicabilidad del Decreto No. 519 no exime a los Cuerpos de 
Bomberos de la sujeción a la LOSNCP. Así, el artículo 1 de la LOSNCP dispone que su ámbito 
comprende a “cualquier organismo o dependencia que forme parte del sector público conforme 

el artículo 225 de la Constitución de la República”, categoría dentro de la cual se encuentran los 
CB, conforme al artículo 274 del COESCOP, en su calidad de entidades de derecho público. En 

consecuencia, los CB, para la adquisición de sus vehículos, se sujetan al régimen general de la 
LOSNCP y su Reglamento General, sin que les resulten aplicables las reglas específicas de 
clasificación y homologación vehicular que establece el Decreto No. 519. 
 
De lo expuesto se desprende que: i) según las reglas de solución de antinomias y de interpretación 
literal previstas en el artículo 3 de la LOGJCC y en el artículo 18 del Código Civil, corresponde 
atenerse al tenor literal del artículo 1 del Decreto No. 519, que no incluye a los CB; y, ii) la 
exclusión del Decreto No. 519 no exime a los CB de su sujeción a la LOSNCP. 
 
3. Pronunciamiento. 

 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 6 de la 

Ley de Defensa Contra Incendios; 37 y 38 del Código Civil; 140.1 del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización; 274 del Código Orgánico de las 
Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público; y, 1 y 4, numeral 5, del Reglamento 
Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las Instituciones del Estado, expedido mediante 
Decreto Ejecutivo No. 519, el Reglamento Sustitutivo de Adquisición de Vehículos para las 
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Instituciones del Estado no resulta aplicable ni de obligatorio cumplimiento para los Cuerpos de 
Bomberos.  
 
Lo anterior obedece a que los Cuerpos de Bomberos se encuentran adscritos – actualmente – a 
los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales o Metropolitanos y ya no al entonces 
Ministerio de Bienestar Social, que pertenencia a la Administración Pública Central, por ende, se 
encuentran fuera del ámbito de aplicación previsto ene l artículo 1 del Reglamento antes indicado. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 

 
Atentamente,  
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
CC: Ing. Wilson Erazo Argoti 

ALCALDE DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN SANTO 

DOMINGO 
 

Ing. Yuri Colorado Márquez 
PRESIDENTA DE LA ASOCIACIÓN DE MUNICIPALIDADES ECUATORIANAS 

 
Mgs. Nataly Patricia Avilés Pastás 

DIRECTORA GENERAL DEL SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 

Ing.Luis Alberto Jaramillo Granja 
MINISTRO DE PRODUCCIÓN, COMERCIO EXTERIOR, INVERSIONES Y PESCA 

 
Dr. Xavier Mauricio Torres Maldonado, Ph.D. 

CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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Oficio No. 18054 
 
 
Quito, D.M., 26 de agosto de 2026 
 
 
Abogado  
Luis Alberto Cabezas-Klaere 
SUPERINTENDENTE DE COMPAÑÍAS, VALORES Y SEGUROS 
Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros 
Guayaquil. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. SCVS-INPAI-2026-00089941-O, de 29 de mayo de 2026, ingresado en el 
correo institucional de la Procuraduría General del Estado el 01 de junio de 2026, se formuló la 
siguiente consulta: 
 

“¿De conformidad con lo establecido en el inciso final del artículo 1 de la Ley Orgánica 
del (sic) Servicio de Contratación Pública, el servicio financiero de arrendamiento de 
casilleros o cajas de seguridad, cuya contratación se regula por las disposiciones 
especiales contenidas en el Código Orgánico Monetario y Financiero y la Codificación 
de Normas de la Superintendencia de Bancos, se encuentra excluido del ámbito de 
aplicación de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública?” 

 
Al respecto se manifiesta lo siguiente:  
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
El informe jurídico adjunto al oficio de consulta, contenido en Memorando No. SCVS-INPAI-
2026-0543-M, de 26 de mayo de 2026, suscrito por la Intendente Nacional de Procuraduría y 
Asesoría Institucional de la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros (en adelante, 
“SCVS”), citó los artículos 204 y 213 de la Constitución de la República del Ecuador1, (en 
adelante, “CRE”); 194 literal d) numeral 4 del Código Orgánico Monetario y Financiero2 (en 
adelante ,“COMF”); 1, 6 y la Disposición General Primera de la Codificación de las Normas de 
la Superintendencia de Bancos3 (en adelante, “Codificación de Normas de la Superintendencia 
de Bancos”); 1 y 73 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública4 (en 
adelante, “LOSNCP”); y, 3 y 325 del Reglamento General a Ley Orgánica del Sistema Nacional 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COMF, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.332 de 12 de septiembre de 2014. 
3 Codificación de Normas de la Superintendencia de Bancos, aprobada mediante Resolución No. SB-2017-810, publicada en la 
Edición Especial del Registro Oficial No. 123 de 31 de octubre 2017. 
4 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.395 de 04 de agosto de 2008. 
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de Contratación Pública5 (en adelante, “RGLOSNCP”). Con base en este marco normativo, 
analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“(…) la naturaleza propia del contrato de arrendamiento de casilleros o cajas de 
seguridad, obliga a que este servicio sea prestado por las entidades del sistema 
financiero autorizadas por la Superintendencia de Bancos, bajo las condiciones 
señaladas en el Código Orgánico Monetario y Financiero y en la Codificación de las 
Normas de la Superintendencia de Bancos, con obligaciones contractuales específicas 
derivadas de la misma norma, entre las cuales se incluyen pagar el canon pactado, no 
subarrendar, entregar las llaves únicamente a personas autorizadas, notificar la pérdida 
o sustracción de llaves, la renovación automática del contrato por el pago del canon de 
arrendamiento, etc.; aspectos que resultan incompatibles con la aplicación del 
procedimiento general para el arrendamiento de bienes muebles, que de acuerdo con el 
Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 
debe contratarse por subasta inversa electrónica, estableciendo en los pliegos 
respectivos la duración del servicio y las condiciones de su prestación. 
 
Es decir que, el servicio financiero de casilleros o cajas de seguridad se encuentra 
regulado específicamente por las disposiciones del Código Orgánico Monetario y 
Financiero y la Codificación de Normas de la Superintendencia de Bancos, siendo el 
denominado ‘contrato de arrendamiento’ la forma mediante la cual se instrumenta la 
prestación del mismo; lo cual, conlleva a determinar que la contratación de dicho 
servicio, podría considerarse excluida del ámbito de aplicación de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, por cuanto su naturaleza no corresponde al 
arrendamiento de bienes muebles bajo un régimen general, sino a la prestación de un 
servicio complementario otorgado por entidades financieras autorizadas por la 
Superintendencia de Bancos y regulado por disposiciones normativas específicas para 
su contratación. 
 
En este contexto, resulta aplicable el principio de especialidad, conforme al cual las 
normas especiales prevalecen sobre las normas de carácter general cuando regulan una 
materia específica. Por lo tanto, se concluye, al tratarse de una actividad propia del giro 
ordinario de las entidades financieras autorizadas por la Superintendencia de Bancos, 
la contratación del servicio de casilleros o cajas de seguridad no constituye un 
arrendamiento de bienes muebles sujeto a los procedimientos previstos en la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, sino la contratación de un 
servicio financiero especializado regulado por normas de carácter especial, razón por la 
cual su contratación se rige por el marco normativo del sistema financiero y por el 
contrato correspondiente suscrito entre la entidad financiera y el usuario del servicio. 
 

II. Criterio institucional 
 

 
5 RGLOSNCP, publicado en el Noveno Suplemento del Registro Oficial No.153 de 28 de octubre de 2025. 

8181



 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

SUPERINTENDENCIA DE COMPAÑÍAS, VALORES Y SEGUROS 
0011963-2026 

Página. 3 
 

 

Por las consideraciones expuestas, es criterio de esta Intendencia Nacional de 
Procuraduría y Asesoría Institucional que el arrendamiento de casilleros o cajas de 
seguridad constituye un servicio financiero prestado por entidades autorizadas por la 
Superintendencia de Bancos, cuya contratación se regula por las disposiciones 
contenidas en el Código Orgánico Monetario y Financiero y la Codificación de Normas 
de la Superintendencia de Bancos, en virtud de lo cual, de conformidad con el inciso final 
de artículo 1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, dicha 
contratación se encontraría excluida del ámbito de la mencionada Ley” (subrayado 
añadido).  

 
A fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 17054, de 09 de junio 
de 2026, y No. 17308, de 01 de julio de 2026, este organismo solicitó e insistió, respectivamente, 
al Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante, “SERCOP”) que remita su criterio 
jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Este requerimiento fue atendido a 
través del oficio No. SERCOP-CGAJ-2026-0247-OF, de 10 de julio de 2026, ingresado en el 
correo institucional de este organismo el mismo día, al cual se adjuntó el Informe Jurídico No. 
DALP-2026-RO-PGE-17054-017-I, de 2 de julio de 2026, suscrito por la Coordinadora General 
de Asesoría Jurídica de dicha entidad. 
 
El informe jurídico del SERCOP, además de las normas señaladas por la consultante, citó los 
artículos 82, 225, 226, 227, 288, 309 y 425 de la CRE; 14, 18 y 28 del Código Orgánico 
Administrativo6 (en adelante, “COA”); 18 del Código Civil7 (en adelante, “CC”); 3 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional8 (en adelante, “LOGJCC”); 1, 
2, 140, 160 y 163 del COMF; 1 numeral 1, 3, 6, 9 y 38 numeral 7 del LOSNCP y 2, 147, y 148 
del RGLOSNCP. Con estos fundamentos analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“V RESPUESTA  
 
 52. En virtud del principio de colaboración consagrado en el COA, la CGAJ emite la 

siguiente respuesta al oficio remitido por la PGE:  
 
a. De conformidad con el art. 163 del Libro I del COMF, el sistema financiero se divide 
en el sector financiero público, el sector financiero privado y el sector financiero popular 
y solidario.  

 
b. De conformidad con el art. 194.1.4 ibídem, el servicio de arrendamiento de casilleros 
y cajas de seguridad corresponde a una operación contingente de las entidades 
financieras.  

 
c. Las operaciones contingentes, por su naturaleza, se encuentran incluidas en la 

 
6 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 07 de julio de 2017. 
7 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.46 de 24 de junio de 2005. 
8 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.52 de 22 de octubre de 2009. 
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actividad financiera de las instituciones del sistema financiero, de acuerdo a lo (sic) las 
disposiciones contenidas en el art. 140 ibídem.  
 

 d. La actividad financiera corresponde al giro específico del negocio de las instituciones 
del sector financiero público, cuya regulación se encuentra en la primera fracción del 
numeral 7 del art. 38 de la LOSNCP.  

 
 e. Existe una remisión normativa expresa en el primer párrafo del art. 38 al RGLOSNCP, 

por lo que el legislador delegó al ejecutivo para que determine la regulación específica 
de dicho tipo de contrataciones.  

  
 f. El art. 147 del RGLOSNCP excluye la aplicación de la LOSNCP y del mismo 

Reglamento al giro específico del negocio de las instituciones financieras. 
  
 g. En consecuencia, conforme al art. 38 numeral 7 de la LOSNCP, así como al art. 147 

del RGLOSNCP, el servicio de arrendamiento de casilleros y cajas de seguridad está 
excluido de la aplicación de la LOSNCP.  

 
h. Adicionalmente, conforme al art. 148 del RGLOSNCP, las contrataciones ajenas al 
giro específico de la institución financiera necesariamente se deberán llevar a cabo: ‘(…) 
siguiendo los procedimientos generales o especiales contemplados en su normativa 
propia y específica”, por lo que tampoco deben observar las disposiciones contenidas en 
la LOSNCP ni el RGLOSNCP’” (énfasis añadido). 

 
De lo antes transcrito se desprende que tanto la SCVS como el SERCOP coinciden en señalar que 
el servicio de arrendamiento de casilleros o cajas de seguridad constituye una actividad propia del 
giro específico del negocio de las entidades del sistema financiero autorizadas por la 
Superintendencia de Bancos, por lo que este servicio no se sujeta al ámbito de aplicación de la 
LOSNCP. 
 
2. Análisis. –  
 
El artículo 1 de la LOSNCP determina que su objeto es “establecer el marco normativo para que 
las entidades contratantes puedan adquirir bienes, obras, servicios y consultorías, para la 
satisfacción de necesidades de la ciudadanía y del interés general, siempre buscando la mejor 
relación entre calidad y precio, en una compra pública por resultados”. El inciso final ibidem 
prevé expresamente que: “No estarán sujetos al ámbito de aplicación de esta Ley, 
exclusivamente las contrataciones que otras leyes exceptúen de forma expresa” (énfasis 
añadido). 
 
Respecto de la naturaleza del arrendamiento de bienes muebles, el artículo 325 del RGLOSNCP 
dispone que “El arrendamiento de bienes muebles será considerado como un servicio en el que 
toda entidad contratante está obligada a utilizar el procedimiento de subasta inversa 
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electrónica”. Para tal efecto, en el pliego correspondiente se deberán detallar las especificaciones 
y características técnicas del bien, así como la duración del servicio y las condiciones específicas 
de su prestación. 
 
Ahora bien, en relación con las instituciones financieras, el artículo 1 del COMF establece que su 
objeto es “regular los sistemas monetario y financiero, así como los regímenes de valores y 
seguros del Ecuador”. A su vez, el artículo 2 ibidem señala que este código “establece el marco 
de políticas, regulaciones, supervisión, control y rendición de cuentas que rige los sistemas 
monetario y financiero, así como los regímenes de valores y seguros, el ejercicio de sus 
actividades y la relación con sus usuarios” (énfasis añadido). 
 
En ese orden de ideas, el artículo 143 del COMF define a la Actividad Financiera como el 
conjunto de: 
 

“(…) operaciones y servicios que están vinculados con flujos o riesgos financieros; y 
que, se realiza de forma habitual, por las entidades que conforman el sistema 
financiero, de valores y de seguros, previa autorización de los organismos de control, 
utilizando, a cualquier título, recursos de terceros para operaciones de crédito; inversión 
en valores de renta fija o renta variable; servicios de seguros; servicios o instrumentos 
de manejo y protección de riesgo; servicios de compra venta, intermediación o 
suscripción de valores; así como para otras operaciones que defina la Junta de Política 
y Regulación Financiera en función del desarrollo o innovación del mercado de servicios 
financieros, de valores y seguros. Las actividades financieras son un servicio de orden 
público, reguladas y controladas por el Estado” (énfasis añadido). 

 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 194 del COMF, las entidades financieras del sector 
financiero público y privado podrán realizar: “a. Operaciones activas; b. Operaciones pasivas; 
c. Operaciones contingentes, y, d. Servicios”. Dentro de las operaciones financieras de “servicios” 
se incluye expresamente la siguiente: 
 

“4. Recibir y conservar objetos, muebles, valores y documentos en depósito para su 
custodia y arrendar casilleros o cajas de seguridad para depósitos de valores” (énfasis 
añadido). 

 
En concordancia con lo anterior, la Codificación de Normas de la Superintendencia de Bancos, 
Libro Primero, Tomo II, en su Título VIII “DE LAS OPERACIONES”, Capítulo IV: “NORMAS 
PARA EL ARRENDAMIENTO Y MANEJO DE CASILLEROS O CAJAS DE SEGURIDAD”, 
regula el arrendamiento y manejo de casilleros o cajas de seguridad. Así, su artículo 1 dispone:  
 

“Las entidades de los sectores financieros público y privado podrán establecer y 
mantener el servicio de casilleros o cajas de seguridad para depósito de valores por parte 
de sus clientes, para lo cual suscribirán un contrato de arrendamiento, que se regirá por 
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las disposiciones legales aplicables, así como las del presente capítulo, que se entenderán 
incorporadas y formarán parte integrante del contrato. 
 
El arrendamiento de un casillero o caja de seguridad se regirá por las disposiciones que 
consten de los respectivos contratos escritos de arrendamiento, por las del presente 
capítulo y por las legales.” 

 
En este marco, el artículo 3 de la Codificación de Normas de la Superintendencia de Bancos 
dispone que “El arrendatario recibirá el casillero o caja de seguridad vacío y en perfecto estado 
de funcionamiento, y sólo tendrá acceso a ellos en los días y horas en que la entidad financiera 
se encuentre abierta al público”, cumpliendo con la “identificación, registro de firmas y más que 
se fijen en el contrato”. 
 
Por su parte, el artículo 6 ibidem establece que el arrendatario, al suscribir el contrato de 
arrendamiento, debe cumplir las siguientes obligaciones: 

 
“a. A pagar las pensiones de arrendamiento en la forma convenida y por el plazo pactado 
así como por los períodos de prórroga del contrato, de lo cual hará constancia el 
comprobante otorgado por la entidad; 
 
b. A no subarrendar el casillero o caja; 
 
c. A entregar las llaves del casillero o caja sólo a personas debidamente autorizadas para 
usarlo; 
 
d. A notificar de inmediato a la entidad financiera en caso de pérdida o sustracción de 
las llaves; y, 
 
e. A cumplir las demás obligaciones provenientes del contrato”. 

 
En cuanto a la terminación del derecho de uso, el artículo 9 de la Codificación de Normas de la 
Superintendencia de Bancos dispone que este concluirá: “a. Por acuerdo de los contratantes; 
b. Por el cumplimiento del plazo del contrato y entrega de las llaves; y, c. Por las demás causas 
que se estipularen en el contrato”. 
 
Adicionalmente, la Disposición General Primera de las citadas normas prevé la renovación tácita 
del contrato mediante el pago del canon correspondiente por un nuevo periodo, sin perjuicio de 
la facultad de la entidad financiera de rechazar dicha renovación cuando lo estime inconveniente 
para sus intereses. Asimismo, según la Disposición General Tercera ibidem, “Los casos de duda 
en la aplicación del presente capítulo, serán absueltos por la Superintendencia de Bancos”. 
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Finalmente, es necesario señalar que, según el numeral 1 del artículo 3 de la LOGJCC, “Cuando 
existan contradicciones entre normas jurídicas, se aplicará la competente, la jerárquicamente 
superior, la especial, o la posterior”. 
 
Del análisis normativo expuesto se observa que: i) el arrendamiento de casilleros o cajas de 
seguridad constituye un servicio propio de las entidades del sistema financiero, regulado 
íntegramente por el COMF y por la normativa expedida por la Superintendencia de Bancos, 
considerado como un servicio de orden público sujeto a regulación especializada, distinta del 
régimen general de contratación pública; y, ii) según las reglas de interpretación y aplicación 
normativa previstas en la LOGJCC, la normativa sectorial especial de actividades financieras – 
en este caso, el COMF y la Codificación de las Normas de la Superintendencia de Bancos – 
prevalece sobre la normativa general de contratación pública. 
 
3.  Pronunciamiento. 
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en el inciso 
final del artículo 1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, en 
concordancia con el artículo 325 de su Reglamento General; los artículos 1, 2, 143 y 194 letra d) 
numeral 4 del Código Orgánico Monetario y Financiero; y, los artículos 1, 3, 6 y 9 del Capítulo 
IV, Título VIII de la Codificación de las Normas de la Superintendencia de Bancos, Libro 
Primero, Tomo II, el servicio de arrendamiento de casilleros o cajas de seguridad constituye una 
actividad o servicio financiero regulado por su normativa especializada en materia de actividades 
financieras, y se encuentra excluido del ámbito de aplicación de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
   
 
C.C. Mgtr. Nataly Patricia Avilés Pastas 
 Directora General 
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Doctor 
Saidel Brito Lorenzo 
RECTOR 
UNIVERSIDAD DE LAS ARTES 
Guayaquil. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. UA-R-2026-0214-O, de 17 de junio de 2026, ingresado en el correo de la Procuraduría 
General del Estado el mismo día, se reformuló la consulta inicialmente planteada en oficio No. UA-R-2026-
0196-O, de 27 de mayo de 2026, en los siguientes términos: 
 

“1. ¿Los techos de negociación y la limitación prevista en los artículos 2 y 3 del Acuerdo 
Ministerial Nro. MDT-2015-054 son aplicables, exclusivamente, en el marco de procesos de 
negociación para la suscripción de contratos colectivos de trabajo, contratos individuales de 
trabajo y actas transaccionales, o rigen también para la determinación o reconocimiento de 
derechos laborales en aplicación del principio de primacía de la realidad? 
 
2. ¿Las tablas de salarios mínimos sectoriales y tarifas aprobadas por el Consejo Nacional de 
Trabajo y Salarios, contenidas en el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2024-301, pueden ser 
utilizadas por las entidades públicas sujetas al Código del Trabajo, con carácter orientador y no 
vinculante, como referente técnico para la determinación de la remuneración base cuando una 
denominación no se encuentre prevista en el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2015-054, no 
obstante lo dispuesto en el artículo 117 del Código del Trabajo?”. 

 
Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
El informe jurídico No. UA-CAJ-2026-0003-I, de 15 de junio de 2026, suscrito por la Coordinadora de 
Asesoría Jurídica de la Universidad de las Artes (en adelante, “UA”) citó los artículos 82, 226 y 326 
numerales 3 y 4 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 5, 7 y 117 del 
Código del Trabajo2 (en adelante, “CT”); 2 y 3 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-0543, mediante el 
cual se expidieron “LOS TECHOS DE NEGOCIACIÓN PARA LA SUSCRIPCIÓN DE CONTRATOS 
COLECTIVOS DE TRABAJO, CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO Y ACTAS 
TRANSACCIONALES PARA EL AÑO 2015”; el Anexo 1 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2024-3014, a 
través del cual se fijaron “LOS SUELDOS Y SALARIOS MÍNIMOS SECTORIALES Y LAS TARIFAS PARA 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 CT, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 167 de 16 de diciembre de 2005. 
3 Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 491 de 30 de abril de 2015. 
4 Acuerdo Ministerial No. MDT-2024-301, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.708 de 20 de diciembre de 
2024. 
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EL SECTOR PRIVADO POR RAMAS DE ACTIVIDAD QUE ABARCAN LAS DIFERENTES 
COMISIONES SECTORIALES”; las Sentencias de la Corte Nacional de Justicia emitidas dentro de los 
juicios No. 1274-2011 y No. 17731-2015-2101; y, doctrina sobre la teoría del “contrato realidad”. Con 
estos fundamentos analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“(…) 
 
VI. Criterio jurídico institucional  
 
(…) 

 
En este orden de ideas, cuando la adecuación de la denominación de un puesto responde (…) al 
reconocimiento de derechos derivados de la aplicación del principio de primacía de la realidad y 
de los principios constitucionales y legales antes referidos, dicha adecuación no se encuentra 
comprendida dentro del supuesto regulado por los artículos 2 y 3 del Acuerdo Ministerial MDT- 
2015-054. Por consiguiente, la limitación prevista en el artículo 3 ibidem, relativa a la 
imposibilidad de percibir incrementos remunerativos respecto de denominaciones no 
contempladas en dicho Acuerdo, no resulta aplicable cuando lo que persigue es la corrección de 
una discordancia entre la denominación formal de un puesto y las funciones efectivamente 
desempeñadas (…). 
 
En cuanto a la utilización de las tablas de salarios mínimos sectoriales y tarifas previstas en el 
Acuerdo Ministerial MDT-2024-301, el artículo 117 del Código del Trabajo dispone, en efecto, 
que las revisiones de salarios por sectores o ramas de trabajo que efectúen las Comisiones 
Sectoriales se refieren exclusivamente a los trabajadores sujetos la Código del Trabajo (…). 
Dicha disposición delimita el ámbito de aplicación vinculante de tales tablas, en el sentido de que 
estas no resultan directamente aplicables, por mandato legal, a los trabajadores del sector público 
sujetos al Código del Trabajo, ni generan por sí mismas derechos remunerativos exigibles en 
dicho ámbito.  
 
(…)  
 
VII.- Conclusión.- 
 
Por los antecedentes de hecho y de derecho expuestos, se concluye lo siguiente: 

 
a) Los techos de negociación y la limitación previstos en los artículos 2 y 3 del Acuerdo Ministerial 
Nro. MDT-2015-054 son aplicables, exclusivamente, en el marco de procesos de negociación (…); 
en consecuencia, dichas disposiciones no resultan aplicables cuando la adecuación de la 
denominación de un puesto responde al reconocimiento de derechos derivados de la aplicación 
del principio de primacía de la realidad y de los principios constitucionales y legales que rigen la 
materia laboral. 

 
b) Ante la ausencia de una denominación en el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2015 054 que se 
corresponda con las actividades efectivamente desempeñadas por personal sujeto al Código del 
Trabajo en el sector público, resulta jurídicamente procedente que las entidades públicas utilicen, 
con carácter orientador y no vinculante, las tablas de salarios mínimos sectoriales y tarifas 
aprobadas por el Consejo Nacional de Trabajo y Salarios, contenidas en el Acuerdo Ministerial 
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Nro. MDT-2024-301, como referente técnico para la determinación de la remuneración base, sin 
que ello implique su aplicación directa ni vulnere lo dispuesto en el artículo 117 del Código del 
Trabajo, y sin perjuicio del procedimiento previsto en el artículo 3 del Acuerdo Ministerial Nro. 
MDT-2015-054 ante el Ministerio del Trabajo” (lo subrayado me corresponde). 

 
A fin de contar con mayores elementos de análisis, este organismo solicitó, mediante oficio No. 17209, de 
22 de junio de 2026, el criterio jurídico del Ministerio del Trabajo (en adelante, “MDT”). Este 
requerimiento fue atendido a través del oficio No. MDT-SN-2026-0532-O, de 10 de julio de 2026, 
ingresado en esta Procuraduría el mismo día. 
 
El criterio jurídico del MDT, además de las disposiciones mencionadas, citó los artículos 3 inciso siguiente 
al numeral 4, 51 letra a) y 52 letras a) y k) de la Ley Orgánica del Servicio Público5 (en adelante, “LOSEP”); 
1.2.13 del Decreto Ejecutivo No. 17016; 1 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054; 2, 8, 9 y 10 del 
Acuerdo Ministerial No. MDT-2017-0102, que contiene el Instructivo sobre el Procedimiento para la 
Absolución de Consultas Formales del MDT7 (en adelante, “Acuerdo No. 102”); y, 5 del Acuerdo 
Ministerial No. MDT-2024-301. Con estos fundamentos concluyó lo siguiente: 
 

“(…) 
 
2. CONCLUSIÓN 
 
(…) 
 
Por lo expuesto, y en relación a su primera interrogante, es preciso indicar que por principio de 
legalidad, los techos remunerativos representan a los valores máximos que una institución podría 
acordar pagar por concepto de remuneración mensual unificada a un trabajador público, de 
acuerdo a la denominación de puesto que desempeñe; así también, el piso remunerativo 
corresponderá al salario básico unificado del trabajador privado en general que se encuentre 
vigente. 

 
En este contexto, y de conformidad con lo dispuesto en el primer inciso del artículo 3 del Acuerdo 
Ministerial Nro. MDT-2015-0054, se precisa que dicha disposición es aplicable exclusivamente 
cuando una institución requiera incorporar puestos que no se encuentren previstos en la tabla 
constante en el artículo 2 del referido Acuerdo Ministerial. En estos casos, los servidores que 
ocupen dichos puestos podrán ser beneficiarios de incrementos remunerativos, conforme a lo 
establecido en el segundo inciso del citado artículo, siempre que la remuneración resultante no 
exceda el techo remunerativo fijado para el correspondiente grupo ocupacional. 

 
En relación a su segunda interrogante, es preciso manifestar que la fijación de sueldos y salarios 
que realice el Consejo Nacional de Trabajo y Salarios, rigen exclusivamente a los sueldos o 
salarios de los trabajadores sujetos al Código del Trabajo del sector privado. En tal virtud, para 
el establecimiento de las remuneraciones mensuales unificadas de los trabajadores bajo el 
régimen del Código del Trabajo en las instituciones del Estado, se deberá considerar 
expresamente, lo dispuesto en la normativa que para el efecto haya emitido el Ministerio del 

 
5 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
6 Decreto Ejecutivo No. 1701, publicado en el Registro Oficial No. 592 de 18 de mayo de 2009. 
7 Acuerdo No. 102, publicado en el Registro Oficial No. 56 de 14 de agosto de 2017.  
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Trabajo; siendo para el caso de la consulta, el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2015-0054 vigente 
a la fecha (…)” (lo subrayado me corresponde). 

 
De lo manifestado se observa que, respecto de la primera pregunta, la UA sostiene que la limitación prevista 
en el Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054 no resulta aplicable cuando la adecuación de la 
denominación de un puesto responde al reconocimiento de derechos derivados de la aplicación del principio 
de primacía de la realidad. Por su parte, el MDT no se pronuncia sobre dicho principio, sino que precisa 
que el artículo 3 de dicho instrumento es aplicable cuando una institución requiera incorporar puestos que 
no se encuentran establecidos en la tabla constante en el artículo 2 ibidem, a fin de que los servidores puedan 
ser beneficiarios de incrementos remunerativos, siempre que no exceda el techo fijado para cada grupo 
ocupacional. 
 
Sin embargo, con relación a la segunda consulta, la UA difiere del MDT, pues considera procedente que 
las entidades públicas utilicen, con carácter orientador, las tablas de salarios mínimos sectoriales y tarifas 
aprobadas por el Consejo Nacional de Trabajo y Salarios (en adelante, “CNTS”), contenidas en el Acuerdo 
Ministerial No. MDT-2024-301, sin perjuicio del procedimiento previsto en el artículo 3 del Acuerdo 
Ministerial No. MDT-2015-054. Por su parte, el MDT considera que la fijación de sueldos y salarios que 
realiza el CNTS rige exclusivamente a los trabajadores sujetos al CT del sector privado, precisando que, 
para el caso de los trabajadores de las instituciones del Estado, se debe tomar en cuenta lo dispuesto en el 
Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054. 
 
2. Análisis.- 
 
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que tratan las consultas, el análisis se referirá a los siguientes 
puntos: i) Techos de negociación y la limitación prevista en los artículos 2 y 3 del Acuerdo Ministerial No. 
MDT-2015-054; y, ii) Salarios mínimos sectoriales y tarifas aprobadas por el CNTS. 
 
2.1. Techos de negociación y la limitación prevista en los artículos 2 y 3 del Acuerdo Ministerial No. 
MDT-2015-054.- 
 
El antepenúltimo inciso del artículo 51 de la LOSEP establece que, en las instituciones, entidades y 
organismos del sector público sujetos al ámbito de esa ley, el porcentaje de incremento de las 
remuneraciones y cualquier otro beneficio que cause un egreso económico de un ejercicio a otro será como 
máximo “el que determine el Ministerio del Trabajo, previo informe favorable del Ministerio de Finanzas 
respecto de la disponibilidad económica”.  
 
Al efecto, el Decreto Ejecutivo No. 1701 contempla las limitaciones a la contratación colectiva en el sector 
público, y el inciso tercero del numeral 1.1 del artículo 1, así como la Disposición Transitoria Primera, 
incluidos mediante Decreto Ejecutivo No. 2258, confieren al MDT competencia para realizar la 
clasificación del personal de las instituciones del sector público en servidores y obreros. 
  
De otro lado, según lo previsto en el artículo 1 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054, los techos de 
negociación ahí establecidos “bajo ningún concepto se entenderán como salarios mínimos o básicos”. Al 
efecto, el inciso primero del artículo 2 ibidem agrega que, de acuerdo con el numeral 1.1.1.4. del Decreto 
Ejecutivo No. 1701, para los puestos que por la naturaleza de las actividades que realizan hayan sido 
determinados como trabajadores sujetos al ámbito del CT, “se establecen los siguientes techos de 

 
8 Decreto Ejecutivo No. 225, publicado en el Registro Oficial No. 123 de 4 de febrero de 2010. 
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negociación para la suscripción de contratos colectivos de trabajo, contratos individuales de trabajo y 
actas transaccionales”, conforme al cuadro que ahí se detalla.  
 
En este sentido, el inciso primero del artículo 3 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054 especifica 
que, en los casos de puestos que no se encuentren considerados en el cuadro del artículo precedente, las 
instituciones del Estado deberán remitir al MDT, el informe técnico que detalle las actividades que se 
desarrollan en los mismos, con el porcentaje de tiempo estimado en la ejecución de las actividades, “para 
que esta Cartera de Estado realice el análisis técnico correspondiente; y, de ser procedente, incluya dichos 
puestos en uno de los niveles del Acuerdo Ministerial de techos de negociación” para los contratos 
colectivos de trabajo, contratos individuales de trabajo y actas transaccionales (lo subrayado me 
corresponde). Asimismo, el inciso segundo del citado artículo 3 determina que “Las denominaciones de 
puestos que no consten en el cuadro del artículo precedente, no tendrán derecho a percibir incremento 
alguno en la remuneración mensual unificada” que actualmente reciben en las instituciones del Estado. 
 
En este contexto, el artículo 13 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054 precisa que, en caso de que se 
presenten personas cuyas actividades no correspondan a las denominaciones del puesto, “la institución del 
Estado a la que pertenezcan, deberá analizar cada caso, a fin de definir correctamente las actividades o 
cambiar la denominación del puesto si fuera pertinente”, para que puedan ser incluidos en el listado del 
artículo 2 del referido Acuerdo y remitir el informe técnico correspondiente para su aprobación al MDT.  
 
De lo expuesto se observa que: i) el Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054 establece los techos de 
negociación para la suscripción de contratos colectivos de trabajo, contratos individuales de trabajo y actas 
transaccionales; ii) en los casos de puestos que no se encuentren considerados en el cuadro del artículo 2 
del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054, las instituciones del Estado deberán remitir al Ministerio del 
Trabajo el informe técnico que detalle las actividades que se desarrollan en aquellos, para que el Ministerio 
de Trabajo realice el análisis técnico correspondiente; y, de ser procedente, incluya dichos puestos en uno 
de los niveles del Acuerdo Ministerial de techos de negociación para los contratos colectivos de trabajo, 
contratos individuales de trabajo y actas transaccionales; iii) las denominaciones de puestos que no consten 
en el cuadro del artículo 2 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054 no tienen derecho a percibir 
incremento en la remuneración mensual unificada que actualmente reciben en las instituciones del Estado; 
y, iv) en caso de que se presenten personas cuyas actividades no correspondan a las denominaciones del 
puesto, la institución del Estado a la que pertenezcan deberá definir correctamente las actividades o cambiar 
la denominación del puesto si fuera pertinente para que puedan ser incluidos en el listado del artículo 2 del 
Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054, previa aprobación del MDT.  
 
2.2. Salarios mínimos sectoriales y tarifas aprobadas por el CNTS.- 
 
De acuerdo con lo previsto en el inciso segundo del artículo 328 de la CRE “El Estado fijará y revisará 
anualmente el salario básico establecido en la ley, de aplicación general y obligatoria”. En este sentido, 
el inciso segundo del artículo 117 del CT establece que “El Estado, a través del Consejo Nacional de 
Trabajo y Salarios, establecerá anualmente el sueldo o salario básico unificado para los trabajadores 
privados”. Al efecto, el inciso final del citado artículo 117 del CT dispone que la fijación de sueldos y 
salarios que realice el CNTS, “así como las revisiones de los salarios o sueldo por sectores o ramas de 
trabajo que propongan las Comisiones Sectoriales, se referirán exclusivamente a los sueldos o salarios de 
los trabajadores sujetos al Código del Trabajo del sector privado”.  
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Por su parte, el artículo 2 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2024-301 establece que: “La fijación de 
sueldos y salarios mínimos sectoriales y tarifas para el sector privado se realizará acorde a las comisiones 
sectoriales y sus respectivas estructuras ocupacionales” ahí descritas. 
 
En relación al incremento porcentual para la “fijación de sueldos y salarios mínimos sectoriales y las tarifas 
para el sector privado”, el artículo 3 del citado Acuerdo Ministerial determina que, a partir del 01 de enero 
de 2025, el incremento porcentual a aplicarse a “los sueldos y salarios mínimos sectoriales y a las tarifas 
para el sector privado, que constan en las comisiones sectoriales, será de 2,174% respecto a los del año 
2024”. 
 
El artículo 4 ibidem precisa que: “La denominación del cargo y actividad deberá ser específica y no 
general, por lo que esta debe constar en el contrato de trabajo y sus actividades se sujetarán a la misma”; 
y, el inciso primero de su artículo 5 determina que, para la estructura ocupacional incluida en las ramas de 
actividad de las comisiones sectoriales, “los sueldos y salarios mínimos sectoriales y las tarifas para el 
sector privado en ningún caso podrán ser inferiores a las establecidas en el presente Acuerdo Ministerial”, 
mientras que su inciso segundo prevé:  
 

“De existir cargos que no se encuentren contemplados en las diferentes estructuras ocupacionales 
por ramas de actividad, los sueldos y salarios mínimos sectoriales y las tarifas en ningún caso 
podrán ser inferiores a los de menor valor establecidos en cada una de las referidas ramas de 
actividad. El sector empleador realizará la solicitud incluyendo un informe técnico justificativo 
dirigido a la Dirección de Política Salarial del Ministerio del Trabajo para la inclusión de los 
cargos no contemplados en las Comisiones Sectoriales hasta el 30 de junio del año 2025, a efectos 
de que la Dirección de Política Salarial proceda con el análisis que permita determinar la 
factibilidad del requerimiento, y de ser procedente será puesto en conocimiento de los delegados 
de comisiones sectoriales para su respectiva aprobación, actividades que se desarrollarán en el 
año 2025”.  

 
Ahora bien, como se señaló en el numeral precedente, el ordenamiento jurídico actualmente vigente prevé 
expresamente un mecanismo para el caso en que una denominación de puesto del sector público no se 
encuentre contemplada en el artículo 2 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-054. Así, el artículo 3 de 
dicho instrumento establece que las instituciones del Estado deberán remitir al MDT el informe técnico 
correspondiente para que este evalúe la inclusión del puesto en la tabla del artículo 2. Dicho mecanismo (al 
igual que el previsto en su artículo 13 para los casos de discordancia entre denominación y funciones) opera 
dentro del propio ámbito del sector público y es distinto e independiente del régimen de sueldos y salarios 
mínimos sectoriales aplicable al sector privado que es regulado por el Acuerdo Ministerial No. MDT-2024-
301. 
 
De lo expuesto se evidencia que: i) corresponde al Estado, a través del CNTS, establecer anualmente el 
sueldo o salario básico unificado para los trabajadores privados; ii) la fijación de sueldos y salarios que 
realiza el CNTS, así como las revisiones de los salarios o sueldo por sectores o ramas de trabajo que 
propongan las Comisiones Sectoriales, se deben referir exclusivamente a los sueldos o salarios de los 
trabajadores sujetos al CT del sector privado; iii) a partir del 01 de enero de 2025, el incremento porcentual 
a aplicarse a los sueldos y salarios mínimos sectoriales y a las tarifas para el sector privado, que constan en 
las comisiones sectoriales, será de 2,174% respecto a los del año 2024; iv) la denominación del cargo y 
actividad debe ser específica y no general, por lo que esta debe constar en el contrato de trabajo y sus 
actividades se sujetarán a la misma; v) los sueldos y salarios mínimos sectoriales y las tarifas para el sector 
privado en ningún caso pueden ser inferiores a las establecidas en el Acuerdo Ministerial No. MDT-2024-
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301; vi) de existir cargos que no se encuentren contemplados en las diferentes estructuras ocupacionales 
por ramas de actividad, los sueldos y salarios mínimos sectoriales y las tarifas en ningún caso pueden ser 
inferiores a los de menor valor establecidos en cada una de las ramas de actividad; vii) el sector empleador 
debe realizar la solicitud, incluyendo un informe técnico justificativo, para la inclusión de los cargos no 
contemplados en las Comisiones Sectoriales; y, viii) el régimen de sueldos y salarios mínimos sectoriales 
para el sector privado es distinto e independiente del previsto para el sector público en el Acuerdo 
Ministerial No. MDT-2015-054, por lo que el vacío de denominación de un puesto público debe resolverse 
mediante el mecanismo previsto en su artículo 3. 
 
3. Pronunciamiento. 
 
En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en los artículos 
51 de la Ley Orgánica del Servicio Público y 1.1.1.4 del Decreto Ejecutivo No. 1701, y 2 y 3 del Acuerdo 
Ministerial No. MDT-2015-054, los techos de negociación y la limitación ahí contemplados son aplicables 
únicamente a los puestos que se encuentran en la respectiva tabla. No obstante, conforme al artículo 13 del 
referido Acuerdo, cuando las actividades efectivamente desempeñadas no correspondan a la denominación 
del puesto, la institución del Estado debe analizar el caso y, de ser pertinente, remitir al Ministerio del 
Trabajo el informe técnico correspondiente, a fin de que dicha Cartera de Estado apruebe la corrección de 
la denominación y su inclusión en el listado del artículo 2. 
 
En relación con la segunda consulta se concluye que, según el artículo 117 del Código del Trabajo y los 
artículos 2, 3, 4 y 5 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2024-301, las tablas de salarios mínimos sectoriales 
y tarifas aprobadas por el Consejo Nacional de Trabajo y Salarios rigen exclusivamente respecto de los 
trabajadores sujetos al Código del Trabajo del sector privado. En consecuencia, dichas tablas no resultan 
aplicables para la determinación de la remuneración base de puestos del sector público. 
 
Para la inclusión de puestos o cargos que no se encuentren contemplados en el artículo 2 del Acuerdo 
Ministerial No. MDT-2015-054, se debe aplicar el procedimiento establecido en el artículo 3 ibidem.  
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la inteligencia y 
aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales específicos es de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
C.C.  Mgs. Cynthia Gellibert Mora 

MINISTRA DEL TRABAJO 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO

9393



 
 

 

 

 

 
Oficio No. 18069 
 
 
Quito, D.M., 27 de agosto de 2026 
  
 
Doctora 
Marcela Luzuriaga Amador 
GERENTE GENERAL 
EMPRESA PÚBLICA DE PRODUCCIÓN Y DESARROLLO ESTRATÉGICO DE LA 
UNIVERSIDAD ESTATAL DE MILAGRO - EPUNEMI 
Milagro. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. EPUNMEI-GG-2026-324, de 3 de junio de 2026, ingresado en la 
Procuraduría General del Estado el 5 del mismo mes y año, se formuló la siguiente consulta:  
 

“¿La condición de docente de una universidad pública que ostenta el representante 
legal de una empresa pública, con facultades para celebrar contratos en nombre de 
esta, configura alguno de los supuestos de prohibición contemplados en los 
artículos 75 numeral 3 y 76 numeral 4 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, cuando ambas entidades celebran contratos 
interadministrativos entre sí?” 

 
Al respecto se manifiesta lo siguiente:  
 
1. Antecedentes. 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende lo siguiente: 
 
El informe jurídico de la consultante, contenido en memorando No. EPUNEMI-DAJ-2026-
161-M, de 2 de junio de 2025, suscrito por la Directora de Asesoría Jurídica de la Empresa 
Pública de Producción y Desarrollo Estratégico de la Universidad Estatal de Milagro (en 
adelante, “EPUNEMI”), citó, en lo principal, los artículos 226, 230, 232, 315, 349 y 355 de 
la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 12 y 24 letra b) de la Ley 
Orgánica del Servicio Público2 (en adelante, “LOSEP”); 38, numeral 6, 75, numeral 3, y 76, 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial 449 de 29 de julio de 2008. 
2 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 

9494



 
 
 

  

Empresa Pública de Producción y Desarrollo Estratégico 
de la Universidad Estatal de Milagro -  EPUNEMI 

011957-2026 
Página. 2 

 
 

 

numeral 4, de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública3 (en adelante, 
“LOSNCP”);  140 y 338 del Reglamento General a Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública4, (en adelante, “RGLOSNCP”); 149 de la Ley Orgánica de Educación 
Superior5 (en adelante “LOES”); 4 y 10 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas6 (en 
adelante, “LOEP”), 19 y 21 del Código Orgánico Administrativo7 (en adelante, “COA”); y, 
140 del Reglamento de carrera y escalafón del personal académico del sistema de educación 
superior8 (en adelante, “RCEPASES”).  Sobre dicha base, manifestó y concluyó lo siguiente:  

 
“ANTECEDENTES 
 

 
(…) 
 
ANÁLISIS JURÍDICO 
 
(…) 
 
La docencia universitaria constituye una actividad académica de naturaleza 
formativa, constitucional y legalmente exceptuada de la prohibición de doble 
remuneración, por tanto no existe incumplimiento normativo por el ejercicio 
simultáneo de un cargo público en una empresa pública creada por una universidad 
estatal y el desempeño de la cátedra universitaria como docente en esa misma 
universidad; la función docente no incide ni interfiere en la gestión administrativa, 
operativa o decisoria de la empresa pública, ni genera un interés personal contrario 
al interés general, consecuentemente, la acumulación de funciones resulta 
jurídicamente procedente y compatible. 
 
Partiendo de esa premisa, la celebración de contratos administrativos que resultan 
de la ejecución de los procesos de contratación ejecutados al amparo de la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, -LOSNCP-, entre entidades 
que pertenecen al sector público se encuentran autorizados expresamente cómo (sic) 
régimen especial, dotándoles de prerrogativas y un tratamiento diferente de los 
procesos de régimen común, bajo criterios de selectividad es decir contratación 
directa. 
 

 
3 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 4 de agosto de 2008. 
4 RGLOSNCP, publicado en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 260 de 8 de abril de 2026 (reformada posterior al 
ingreso de la consulta el día 31 de julio de 2026).    
5 LOES, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 298 de 12 de octubre de 2010. 
6 LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48 de 16 de octubre de 2009. 
7 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de, 7 de julio de 2017. 
8 RCEPASES, publicado en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No.506 de 30 de julio de 2021. 
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(…) 
 
Las máximas autoridades de las entidades públicas, llámense: rectores, gerentes 
generales, ministros de estado, directores ejecutivos, etc., así como los servidores 
públicos que intervengan en el proceso de contratación interadministrativa, no deben 
estar inmersos en las prohibiciones definas (sic) en los artículos 75 y 76 de la 
LOSNCP. 
 
(…) 
 
El artículo 18 del Código Civil, en su regla 1ª. señala: ‘Cuando el sentido de la ley 
es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu’; en 
efecto, la disposición del artículo 76 numeral 4 constituye una prohibición lógica y 
ética de las facultades administrativas.  La incompatibilidad entre el abuso del 
ejercicio del poder y de la finalidad para la cual el poder fue concedido, constituye 
el fundamento de la prohibición legal de contratar con ‘si mismo’ por interpuesta 
persona natural o jurídica o a sus parientes, norma impuesta en general a todos los 
administradores tanto público como privados.  (énfasis corresponde al texto citado) 
 
Se configura la inhabilidad, cuando cualquier servidor o la máxima autoridad de una 
entidad pública, llámese ‘universidad estatal’ o ‘empresa pública’, luego de haber 
actuado un proceso de contratación, se contrata a ‘sí mismo’ por interpuesta persona 
natural o jurídica, estaría actuando en realidad, por dos personalidades jurídicas 
inconfundibles: la de la representada, esto es la entidad pública, y la de titular de un 
derecho propio y particular. 
 
En aquellos supuestos en los que las máximas autoridades o los servidores públicos 
intervienen, directa o indirectamente, en calidad de ‘particulares’ en contratos 
administrativos de las instituciones a las que representan, se configura un interés 
personal contrario al interés institucional que deben salvaguardar en su condición 
de servidores y funcionarios públicos, esto es, el interés general.  En tal contexto, se 
materializa una inhabilidad o prohibición, en cuanto la entidad pública se ve 
expuesta al riesgo cierto e inminente de que sus autoridades o servidores antepongan 
intereses propios o particulares en detrimento de los intereses de la institución y de 
los fines públicos que les corresponde tutelar. (énfasis corresponde al texto citado) 
 
(…) 
 
CRITERIO INSTITUCIONAL 
 

9696



 
 
 

  

Empresa Pública de Producción y Desarrollo Estratégico 
de la Universidad Estatal de Milagro -  EPUNEMI 

011957-2026 
Página. 4 

 
 

 

(…) 
 
La contratación interadministrativa constituye un régimen especial expresamente 
previsto y autorizado por la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, cuyo objeto es la articulación de capacidades, recursos y competencias entre 
entidades del sector público para el cumplimiento de fines estatales y de interés 
público.  En este tipo de contratación no opera la lógica de lucro propia del 
contratista privado, sino un interés público común y convergente, orientado a la 
satisfacción de necesidades institucionales y al servicio público, lo cual, por su 
propia naturaleza, excluye la existencia de beneficios personales o particulares. 
 
El numeral 3 del artículo 75 y el numeral 4 del artículo 76 de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, establecen las prohibiciones a 
autoridades o servidores públicos celebren (sic) contratos en los que, actuando como 
particulares, puedan resultar favorecidos ellos o sus parientes hasta los grados de 
consanguinidad y afinidad previstos en la ley, por disponer de información 
privilegiada.  No obstante, dicha prohibición resulta inaplicable a los contratos 
celebrados entre dos entidades públicas en el marco del régimen interadministrativo, 
en tanto ninguna de ellas actúa como persona natural ni como persona jurídica de 
derecho privado, ni persigue intereses particulares, sino que intervienen en ejercicio 
de competencias públicas legalmente atribuidas.  
 
En los contratos interadministrativos, los servidores públicos de una empresa pública 
que se encuentren debidamente facultados para suscribir contratos, actúan 
exclusivamente en representación de la persona jurídica de derecho púbico a la que 
pertenecen, bajo criterios objetivos, impersonales y sometidos estrictametne al 
principio de legalidad.  Su intervención no es intuitu personae, sino de carácter 
institucional, orientada al cumplimiento de fines públicos previamente 
determinados, razón por la cual, no se configura incumplimiento de lo dispuesto en 
el numeral 3 del artículo 75 y el numeral 4 del artículo 78 de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública ni en los artículos 19 y 21 del Código 
Orgánico Administrativo” (énfasis añadido). 

 
Con el objeto de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender la consulta, 
mediante oficios No. 17057, de 9 de junio de 2026, y No. 17315, de 1 de julio de 2026, esta 
Procuraduría solicitó e insistió al Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante, 
“SERCOP”) que remita su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la 
consulta. 
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El SERCOP atendió el requerimiento de este organismo mediante oficio No. SERCOP-
CGAJ-2026-0246-OF, de 10 de julio de 2026, ingresado el mismo día en el correo 
institucional de este organismo, al que adjuntó el informe No. DALP-2026-RO-PGE-17057-
077, de 7 de julio de 2026, que, sobre la base de la normativa citada por la consultante, y el 
pronunciamiento previo de esta Procuraduría contenido en oficio No. 08003, de 19 de febrero 
de 2020, analizó y concluyó lo siguiente: 
 
 “III ANÁLISIS JURÍDICO 
 

5. El artículo 226 de la CRE establece que la actuación pública está ceñida al 
principio de legalidad, limitando la potestad del servidor a lo expresamente 
autorizado por la norma. De la misma forma, las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, servidores públicos y personas que actúen en virtud de 
una potestad estatal, ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 
atribuidas en la Constitución, en instrumentos internacionales, en la ley, los 
principios y en la jurisprudencia aplicable. Para ello, el artículo 230 ibidem, prohíbe 
de ciertas actuaciones a los servidores públicos; sin embargo, permite la docencia 
universitaria como excepción al pluriempleo, esta habilitación tiene una naturaleza 
permisiva orientada al ámbito académico y laboral; en ningún caso constituye una 
excepción constitucional para eludir los deberes de probidad. 
 
6. Ahora bien, ante este aspecto, el artículo 232 ibidem impone la obligación a los 
servidores públicos de abstención ante cualquier conflicto de intereses. En 
consecuencia, si la condición de docente genera un interés, directo o indirecto, 
material o incluso institucional, que colisione con el ejercicio de la representación 
legal durante un proceso contractual, la norma constitucional prioriza que 
prevalezca el deber de abstención, invalidando la pretensión de usar la ‘excepción 
docente’ como salvaguarda para participar en actos que impliquen un conflicto de 
interés. 
 
7. En esta situación, se debe observar los principios administrativos contemplados 
en los artículos 19 y 21 del COA, los cuales son mandatos operativos. En primer 
lugar, el principio de imparcialidad es una barrera contra el conflicto de interés, ya 
que bajo el cargo que se ostenta un servidor público debe observar de manera 
primordial el interés general. En segundo lugar, la ética y probidad imperará bajo 
diversos principios de los cuales radican la honradez, integridad, imparcialidad, 
transparencia, entre otros. Por lo 
que, cualquier situación de conflicto con estos principios debe ser rechazada por 
parte de los servidores públicos ya que se perdería la transparencia de la 
administración. 

9898



 
 
 

  

Empresa Pública de Producción y Desarrollo Estratégico 
de la Universidad Estatal de Milagro -  EPUNEMI 

011957-2026 
Página. 6 

 
 

 

 
8. Continuando, el artículo 12 de la LOSEP y el artículo 149 de la LOES contemplan 
una excepción, la misma que es funcional y de tiempo, la cual permite que la carga 
horaria de docencia sea compatible con el cargo, pero no fusiona la responsabilidad 
legal de estos últimos. Es crucial entender que estas leyes regulan la relación laboral 
y la calidad educativa, pero no tienen la jerarquía ni la competencia para derogar 
las prohibiciones del sistema de contratación pública. Por tanto, la excepción al 
pluriempleo termina donde empieza la inhabilitación para contratar; es así que, se 
puede ser docente de una institución, pero esa calidad no otorga una exención para 
vulnerar la normativa de la LOSNCP. 
 
9. El artículo 75 numeral 3 de la LOSNCP, no se limita a prohibir la contratación de 
quienes tienen una relación comercial; se extiende a cualquier servidor público que 
tenga injerencia directa o indirectamente, vinculación en cualquier etapa o fase del 
procedimiento, o que posea información privilegiada. Se debe recordar que los 
representantes legales ostentan la competencia para aprobar, suscribir o dirigir el 
contrato interadministrativo; esta posición de mando otorgaría la facultad de influir 
en el proceso o contar con información excepcional. De la misma forma, el artículo 
76 numeral 4 de la LOSNCP, refuerza esto al inhabilitar a quienes, por su acción u 
omisión, resultaren beneficiados.  
 
10. En el contexto de un contrato interadministrativo, aunque el beneficio no siempre 
sea pecuniario de manera directa o indirecta, la consolidación de convenios entre la 
universidad donde trabaja y la empresa que dirige configura un conflicto de interés, 
pues existe un riesgo de parcialidad. Esto conlleva, a una gestión favorable a sus 
intereses institucionales o personales, lo cual materializa la inhabilidad. 
 
11. Así, la normativa en materia de contratación pública junto con la base jurídica 
conexa debe ser interpretada de manera armónica. La LOSNCP en sus artículos 75 
numeral 3 y 76 numeral 4, establecen inhabilidades generales y especiales, 
respectivamente, para quienes tienen vinculación directa o indirecta en los 
procedimientos de contratación. La Procuraduría General del Estado mediante el 
Oficio 08003, al respecto brinda una interpretación necesaria: ‘(…) se concluye que, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 62, número 3 de la LOSNCP, en 
concordancia con el artículo 24 de la LOSEP, no existe impedimento legal para que 
un docente de una universidad pública, con nombramiento permanente, suscriba 
contratos regulados por la LOSNCP con otras entidades distintas de aquella en que 
presta sus servicios (…)’  
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12. Aplicando el criterio de la Procuraduría General del Estado, se desprende que, 
si el contrato se realiza con la misma universidad donde el representante legal presta 
sus servicios docentes, la prohibición sí se configura. El criterio de la Procuraduría 
habilita la contratación cuando las entidades son ‘distintas’, precisamente porque en 
ese supuesto no se materializa el conflicto de intereses ni la vinculación directa 
prohibida por la LOSNCP. Sin embargo, cuando el representante legal de una 
empresa pública contrata con la universidad de la cual es docente, se activa el 
supuesto de inhabilidad del artículo 75 numeral 3 y el artículo 76 numeral 4, al existir 
una identidad de partes y un potencial conflicto de intereses. 
 
13. Finalmente, el artículo 140 del RGLOSNCP, al normar los procedimientos 
interadministrativos, reafirma que el régimen especial no es una vía para evadir los 
controles de integridad. Por lo tanto, bajo el análisis conjunto, el representante legal 
de una empresa pública puede ejercer la docencia, y puede incluso participar en 
procesos de contratación pública con terceros; no obstante, carece de competencia 
para intervenir en la celebración de contratos entre la empresa que dirige y la 
universidad donde imparte clases. El artículo en cuestión regula el procedimiento de 
las contrataciones interadministrativas, confirma la excepcionalidad del régimen, 
pero no exime a los sujetos de las reglas de conducta ética. 
 
14. Por lo expuesto, la condición de docente universitario y la de representante legal 
de una empresa pública son compatibles en el ejercicio del cargo, pero son 
incompatibles en el ejercicio de la contratación. Si el representante legal interviene, 
dirige, autoriza o suscribe un contrato con la universidad donde es docente, está 
incurriendo en un potencial conflicto de intereses. La LOSNCP protege la 
integridad del sistema; por ende, si se pretende contratar, el representante legal debe 
abstenerse de participar totalmente 
del procedimiento precontractual, administrativo y de ejecución, para así purgar el 
conflicto de intereses y evitar la configuración de las inhabilidades señaladas”  
(énfasis añadido). 

 
De los informes jurídicos de la entidad consultante y del SERCOP se desprende que ambos 
coinciden en reconocer que el ejercicio simultáneo de la docencia universitaria y del cargo de 
gerente general de una empresa pública es jurídicamente permitido, en virtud de la excepción 
constitucional y legal a la prohibición del pluriempleo. No obstante, difieren en lo que se 
refiere a la contratación interadministrativa. La consultante considera que en un contrato 
interadministrativo no se configuran las inhabilidades para contratar previstas en la LOSNCP 
respecto del gerente de una empresa pública contratista que es docente de la universidad 
contratante, en virtud de que el gerente actúa exclusivamente en representación de una 
persona jurídica de derecho público y no a título personal. Por su parte, el SERCOP considera 

100100



 
 
 

  

Empresa Pública de Producción y Desarrollo Estratégico 
de la Universidad Estatal de Milagro -  EPUNEMI 

011957-2026 
Página. 8 

 
 

 

que, si el representante legal de una entidad estatal interviene, dirige, autoriza o suscribe un 
contrato con la universidad donde es docente, estaría incurriendo en un potencial conflicto de 
intereses. 
 
 
2. Análisis. 
 
Para facilitar el estudio de la consulta, el análisis se referirá a los siguientes puntos:  i) 
Docencia como excepción a la prohibición de pluriempleo; ii) Contratación 
Interadministrativa; y, iii) Competencia para contratar; inhabilidades de los servidores 
públicos para celebrar contratos administrativos y conflictos de interés. 
 
2.1.-  Docencia como excepción a la prohibición de pluriempleo. 
 
El artículo 229 de la CRE prevé que “Serán servidoras o servidores públicos todas las 
personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un 
cargo, función o dignidad dentro del sector público”. Por su parte, el numeral 1 del artículo 
230 ibidem incluye al pluriempleo entre las prohibiciones para el ejercicio del servicio 
público al prever que en el servicio público se prohíbe “Desempeñar más de un cargo público 
simultáneamente a excepción de la docencia universitaria siempre que su horario lo 
permita”. La prohibición de pluriempleo antes mencionada consta, además, en los artículos 
12, 24 letra b) y 117 de la LOSEP que, en su orden, disponen: 
 

“Art. 12.- Prohibición de pluriempleo. - Ninguna persona desempeñará, al mismo 
tiempo, más de un puesto o cargo público, ya sea que se encuentre ejerciendo una 
representación de elección popular o cualquier otra función pública”. 
 
“Art. 24.- Prohibiciones a las servidoras y los servidores públicos. - Prohíbese a las 
servidoras y los servidores públicos lo siguiente: 
 
(…) 
 
b) Ejercer otro cargo o desempeñar actividades extrañas a sus funciones durante el 
tiempo fijado como horario de trabajo para el desempeño de sus labores, excepto 
quienes sean autorizados para realizar sus estudios o ejercer la docencia en las 
universidades e instituciones politécnicas del país, siempre y cuando esto no 
interrumpa el cumplimiento de la totalidad de la jornada de trabajo o en los casos 
establecidos en la presente Ley;” 
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“Art. 117.- Prohibición de pluriempleo y de percibir dos o más remuneraciones.- Sin 
perjuicio de lo prescrito por la Constitución de la República, a ningún título, ni aún 
el de contrato de servicios ocasionales, comisión u honorarios; una autoridad, 
servidora o servidor percibirá dos o más remuneraciones provenientes de funciones, 
puestos o empleos desempeñados en las entidades y organismos contemplados en el 
artículo 3 de esta ley, lo cual incluye a los servidores públicos que por designación 
o delegación formen parte de cuerpos colegiados por lo que no se procederá al pago 
de dietas por su participación en los mismos ni al otorgamiento de ningún otro 
beneficio adicional”.  

 
Adicionalmente, la Disposición General Tercera de la LOSEP incluye al pluriempleo entre 
las prohibiciones generales aplicables a todos los servidores públicos. 
 
Por su parte, el segundo inciso del artículo 147 de la LOES, que se refiere al personal 
académico de las universidades y escuelas politécnicas, prevé que: 
 

“El ejercicio de la cátedra y la investigación podrán combinarse entre sí, lo mismo 
que con actividades de dirección, si su horario lo permite, sin perjuicio de lo 
establecido en la Constitución, esta Ley, el Reglamento de Carrera y Escalafón del 
Profesor e Investigador del Sistema de Educación Superior, y el régimen especial 
establecido en esta Ley para las instituciones de educación superior particulares.” 

 
Concordante, el segundo inciso del artículo 149 de la LOES, respecto de la dedicación a la 
actividad docente, dispone que puede ser “a tiempo completo, a medio tiempo y a tiempo 
parcial; y, previo acuerdo, exclusiva o no exclusiva”; y, la parte final de su tercer inciso 
señala que “Las y los profesores e investigadores podrán desempeñar simultáneamente dos 
o más cargos en el sistema educativo, público o particular, siempre y cuando la dedicación 
de estos cargos no sea a tiempo completo y no afecte la calidad de la educación superior.” 
 
En el caso de las empresas públicas, el artículo 10 de la LOEP prevé, respecto del gerente 
general, que “Deberá dedicarse de forma exclusiva y a tiempo completo a las labores 
inherentes a su cargo, con la salvedad establecida en la Constitución de la República”, 
debiéndose entender que tal salvedad, justamente, alude al ejercicio de la docencia 
universitaria. 
 
De lo expuesto se observa que la CRE, la LOSEP, la LOES y la LOEP concuerdan en 
reconocer expresamente a la docencia universitaria como una excepción a la prohibición de 
pluriempleo. 
 
2.2.- Contratación interadministrativa. -  
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La contratación interadministrativa está sometida a régimen especial y, según lo previsto en 
el numeral 6 del artículo 38 de la LOSNCP, se aplica a los contratos que celebren las entidades 
del sector público entre sí o con empresas públicas que participen como proveedores, siempre 
que tales empresas no participen en asocio con privados. El tercer inciso del mencionado 
numeral prohíbe el uso de la contratación interadministrativa como mecanismo de evasión de 
los procedimientos que esa ley establece o como mecanismo de intermediación, y la 
subcontratación con privados, salvo para actividades no esenciales que no excedan del 30% 
del valor total del contrato y previa autorización del SERCOP. 
 
Sobre las contrataciones interadministrativas, inicialmente previstas por el numeral 2 del 
artículo 2 de la LOSNCP, en pronunciamiento contenido en oficio No. 06913, de 22 de mayo 
de 2024, ratificado con oficio No. 07517, de 27 de junio de 2026, esta Procuraduría expuso 
que: 
 

“(…) la intervención de las empresas públicas como proveedores y contratistas de 
otras entidades púbicas en los contratos sujetos a la LOSNCP se debe realizar 
conforme los principios que la rigen; por ello, las previsiones para la aplicación del 
régimen especial de contratación interadministrativa (…) se limitan a lo regulado y 
prohibido expresamente por esa norma (…)”. 

 
De igual manera, en pronunciamiento contenido en oficio No. 11602, de 27 de mayo de 2025, 
este organismo reiteró que: 
 

“(…) las empresas públicas no pueden ejecutar contratos interadministrativos bajo 
el régimen especial al amparo de su capacidad asociativa, prevista en los artículos 
34 numeral 3, 35 y 36 de la LOEP, cuando dicha contratación implique la 
participación, en cualquier forma asociativa, con personas naturales o jurídicas 
privadas, nacionales o extranjeras. 
 
Esta prohibición se aplica a todas las fases del procedimiento de contratación 
interadministrativa y tiene como finalidad garantizar el cumplimiento de los 
principios de legalidad, transparencia y concurrencia en la contratación pública.” 

 
De lo expuesto se aprecia que: i) la contratación interadministrativa constituye un régimen 
especial previsto por la LOSNCP que se aplica a contratos que celebren entidades públicas 
entre sí, orientado al cumplimiento de fines estatales y sujetos a las condiciones y limitaciones 
establecidas en la ley y su reglamento; y, ii) las empresas públicas pueden ser proveedoras de 
otras entidades públicas, siempre que no actúen en asocio con privados. 
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2.3.  Competencia para contratar; inhabilidades de los servidores públicos para celebrar 
contratos administrativos y conflictos de interés. 
 
De conformidad con el numeral 24 del artículo 3 del RGLOSNCP, que contiene las 
definiciones aplicables en materia de contratación administrativa, la máxima autoridad de las 
entidades contratantes es quien “ejerce la representación legal y la máxima autoridad 
administrativa de la entidad contratante”. 
 
En el caso de las instituciones de educación superior públicas, la calidad de máxima autoridad 
con competencia para contratar corresponde al rector, quien, de conformidad con el artículo 
48 de la LOES, “presidirá el órgano colegiado superior de manera obligatoria y aquellos 
órganos que señale el estatuto respectivo en ejercicio de su autonomía responsable; 
desempeñará sus funciones a tiempo completo (…).” 
 
Respecto de las empresas públicas, la competencia para contratar corresponde al gerente 
general de una empresa pública, de acuerdo con el artículo 10 de la LOEP, norma que, como 
antes se examinó, dispone adicionalmente que el gerente general desempeñe su cargo de 
forma exclusiva y a tiempo completo “con la salvedad establecida en la Constitución de la 
República”. Por su parte, la LOSNCP establece inhabilidades generales y especiales, materia 
que se reguló inicialmente por los artículos 62 y 63, y que actualmente consta en los artículos 
75 y 76, que conservan idénticas previsiones. 
 
Con relación a la consulta, el artículo 75 de la LOSNCP establece las inhabilidades generales 
que impiden celebrar los contratos previstos en esa ley, e incluye en su numeral 3 a: 
 

“3. Los servidores públicos, esto es, funcionarios y empleados, que hubieren tenido 
directa o indirectamente vinculación en cualquier etapa o fase del procedimiento 
de contratación o tengan un grado de responsabilidad en el procedimiento o que, 
por sus actividades o funciones, se podría presumir que cuentan con información 
privilegiada;” (énfasis añadido). 

 
Por su parte, el numeral 4 del artículo 76 de la LOSNCP establece una inhabilidad especial 
a: 
 

“Los funcionarios, servidores o empleados que hayan intervenido en la fase 
preparatoria o precontractual y que con su acción u omisión pudieren resultar 
favorecidos, su cónyuge o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad, así como las personas jurídicas de derecho privado o 
sociedades de hecho en las que los indicados funcionarios, servidores o empleados, 
su cónyuge o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
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afinidad tengan participación, aún en el caso de que los referidos funcionarios, 
servidores o empleados hubieren renunciado a sus funciones;” 

 
Sobre esta materia, en pronunciamiento contenido en oficio No. 11277, de 3 de enero de 
2013, esta procuraduría examinó la relación entre el pluriempleo y las inhabilidades de ciertos 
servidores o ex servidores públicos para celebrar contratos administrativos y manifestó: 
 

“El pluriempleo es distinto de las inhabilidades generales y especiales que impiden 
celebrar contratos con las entidades del sector público y que constituyen un 
impedimento y por tanto quien incurre en ella tiene una incapacidad especial o 
particular para contratar, en los términos del inciso final del artículo 1463 del 
Código Civil que la define como ‘la prohibición que la ley ha impuesto a ciertas 
personas para ejecutar ciertos actos’. 
 
(…) 
 
Por su parte, la letra j) del artículo 24 de la Ley Orgánica del Servicio Público, prevé 
que a los servidores púbicos les está prohibido ‘j) Resolver asuntos, intervenir , emitir 
informes, gestionar, tramitar o suscribir convenios o contratos con el Estado, por si 
o por interpuesta persona u obtener cualquier beneficio que implique privilegios para 
el servidor o servidora, su cónyuge o conviviente en unión de hecho legalmente 
reconocida, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad. Esta prohibición se aplicará también para empresas, sociedades o personas 
jurídicas en las que el servidor o servidora, su cónyuge o conviviente en unión de 
hecho legalmente reconocida, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad tengan interés’. 
 
(…) 
 
Del contexto general de las normas relativas a las inhabilidades para contratar con 
el Estado, que han quedado citadas, se establece que la prohibición de suscribir 
convenios o contratos con el Estado, está referida a aquellos contratos que celebre 
la respectiva entidad pública contratante.  Así, los servidores y sus parientes (…), así 
como las personas jurídicas en que éstos tengan participación, están impedidos de 
suscribir contratos con la entidad en la que el respectivo servidor ejerza sus 
funciones, pues de hacerlo incurrirían en dicha prohibición (énfasis añadido). 
 
En igual prohibición se encuentran los servidores que hayan intervenido en la etapa 
precontractual o contractual y que con su acción u omisión pudieren favorecer a su 
cónyuge o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
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afinidad, así como las personas jurídicas de derecho privado o sociedades de hecho 
en las que tengan participación dichos servidores, su cónyuge o parientes (…) según 
el numeral 3 del artículo 62  de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública y 110 de su Reglamento. 
 
(…)   
 
(…) en virtud de las mismas normas, no procede que la persona contratada por 
servicios profesionales suscriba con la entidad en la que presta sus servicios, 
contratos regulados por la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública” (énfasis añadido). 
 

Sobre la base del pronunciamiento previamente citado, y en cuanto a las prohibiciones 
aplicables a los servidores públicos para celebrar contratos con el Estado, establecidas 
entonces en los artículos 62 numeral 3 y 63 numeral 4, que corresponden actualmente a los 
artículos 75 numeral 3 y 76 numeral 4, en el pronunciamiento contenido en oficio No. 8003, 
de 19 de febrero de 2020, esta Procuraduría analizó que: 
 

“De lo anotado se observa que los docentes universitarios son servidores públicos 
sujetos a un régimen propio que regula lo relacionado, exclusivamente, con ascensos, 
evaluaciones y promociones, sin embargo, según la Disposición General Tercera de 
la LOSEP, son de aplicación general para toda la administración pública, incluidas 
las universidades públicas, las normas de esa ley respecto del ‘nepotismo, la 
inhabilidad especial por mora, la responsabilidad por pago indebido, el pluriempleo, 
las inhabilidades; y, las prohibiciones para desempeñar cargos públicos. 
 
(…) 
 
De las citadas normas de la LOSNCP y su Reglamento, se desprende que las 
inhabilidades para suscribir contratos con las entidades del sector público se 
refieren, específicamente, a los contratos que celebren las entidades públicas en las 
cuales los servidores públicos trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función 
o dignidad. 
 
(…) 
 
3. Pronunciamiento. - 
 
Por lo expuesto, en atención a los términos de su primera consulta, se concluye que, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 62, número 3 de la LOSNCP, en 
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concordancia con el artículo 24, letra j) de la LOSEP, no existe impedimento legal 
para que un docente de una universidad pública, con nombramiento permanente, 
suscriba contratos regulados por la LOSNCP con otras entidades distintas de aquella 
en que presta sus servicios.”  
 

De los pronunciamientos previamente citados se aprecia que éstos han analizado un supuesto 
distinto, en el que las inhabilidades para contratar con el Estado que se aplican a los servidores 
y exservidores públicos tienen por finalidad evitar posibles conflictos de interés que puedan 
presentarse en el ejercicio de sus funciones, por lo que se configuran respecto de la entidad 
en la que el servidor presta sus servicios. 
 
Por su parte, el artículo 86 del COA establece las causas de excusa por las que un servidor 
público debe apartarse de conocimiento de un caso; las mismas causales permiten la 
recusación del servidor público, a petición de terceros, a falta de excusa; entre dichas causales 
constan las siguientes: 
 

“1. Tener interés personal o profesional en el asunto. 
 

2. Mantener relaciones comerciales, societarias o financieras, directa o 
indirectamente, con contribuyentes o contratistas de cualquier institución del Estado, 
en los casos en que el servidor público, en razón de sus funciones, deba atender 
personalmente dichos asuntos. (…)”  

 
En atención a la consulta planteada, y considerando que la situación descrita involucra la 
concurrencia de la calidad de gerente general de una empresa pública y de docente de una 
universidad pública, corresponde determinar si dicha doble vinculación, por sí misma, 
configura un conflicto de intereses en la celebración de contratos interadministrativos entre 
ambas entidades. 
 
Al respecto, la disposición citada (numeral 3 del artículo 75 de la LOSNCP) establece que se 
encuentran comprendidos dentro de las prohibiciones aplicables a los servidores públicos 
aquellos funcionarios o empleados que hubieren tenido vinculación directa o indirecta en 
cualquier etapa o fase del procedimiento de contratación, que tuvieren algún grado de 
responsabilidad en este o que, por razón de sus actividades o funciones, pudiere presumirse 
que cuentan con información privilegiada. De dicha norma, además, se desprende que la 
configuración del supuesto no se produce exclusivamente por la existencia de una vinculación 
del servidor con una de las entidades que intervienen en la contratación, sino que requiere 
que dicha vinculación tenga incidencia respecto del procedimiento contractual, ya sea por su 
participación, responsabilidad o acceso a información privilegiada. 
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En este sentido, la sola circunstancia de que el gerente general de una empresa pública ejerza, 
simultáneamente, actividades de docencia en una universidad pública que mantiene o 
mantendrá una relación contractual interadministrativa con aquella, no determina, por sí 
misma, la existencia de un conflicto de intereses. En consecuencia, la determinación de la 
existencia de un conflicto de intereses no puede efectuarse exclusivamente a partir de la 
concurrencia de las calidades de gerente general y docente universitario, sino que requiere 
atender a las funciones efectivamente desempeñadas por el servidor en cada institución y a 
su grado de intervención en el procedimiento de contratación interadministrativo.  
 
De lo expuesto a lo largo del presente se desprende que: i) la obligación de abstenerse en caso 
de conflicto de interés es un deber legal de todo servidor público, y tiene por finalidad 
asegurar la prevalencia del interés general; ii)  la docencia es una excepción a la prohibición 
de pluriempleo, por lo que el gerente general de una empresa pública puede ejercer 
simultáneamente la docencia, de conformidad con la excepción prevista tanto por la CRE 
como por la LOSEP y la LOEP, siempre que su dedicación sea  compatible con el ejercicio 
del otro cargo público; iii) las empresas públicas pueden celebrar contratos 
interadministrativos y ser proveedoras de otras entidades públicas, siempre que no actúen en 
asocio con privados, nacionales o extranjero; y, iv) corresponde al gerente general de una 
empresa pública ejercer su representación legal y celebrar, en tal calidad, los contratos de la 
empresa. 
 
3. Pronunciamiento. 
 
Del análisis jurídico efectuado se concluye que el artículo 10 de la Ley Orgánica de Empresas 
Públicas faculta al gerente general de una empresa pública a desempeñar simultáneamente la 
docencia, por ser ello una excepción a la prohibición de pluriempleo  y que, según el numeral 
6 del artículo 38 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, la 
celebración de contratos interadministrativos entre dos entidades públicas está sujeta al 
régimen especial regulado por esa ley y su reglamento, e implica la intervención de dos 
entidades públicas representadas por sus respectivas máximas autoridades, quienes actúan en 
ejercicio de sus competencias y atribuciones, y no a título personal. 
 
En virtud de lo anterior, respecto de la consulta planteada, se concluye que, de concurrir en 
el mismo servidor público la calidad de representante legal de una empresa pública y docente 
de la otra entidad pública contratante, ello no configura – per se – las inhabilidades previstas 
en los artículos 75 numeral 3 y  76 numeral 4 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, salvo que dicho servidor-docente tuviere información privilegiada por 
haber participado en la universidad en cualquier fase de la misma contratación, evento en el 
que está obligado a excusarse, de conformidad con el numeral 2 del artículo 86 del Código 
Orgánico Administrativo. 
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El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra 
entidad pública que lo aplique. 

 
Atentamente,  
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
C.C.   Mgs. Nataly Patricia Avilés Pastás 

Directora General 
SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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Oficio No. 18105	
 
 
Quito, D.M., 28 de agosto de 2026  
 
Mayor (IB) 
Wilson Ernesto Collaguazo Chicaiza 
JEFE  
CUERPO DE BOMBEROS DE IBARRA 
Ibarra. 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. 143- CBI-JB-2026, de 23 de junio de 2026, ingresado en el correo 
institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, se formuló la siguiente 
consulta:  
 

“¿Es jurídicamente aplicable lo tipificado en los artículos 53 y 54 del Reglamento 
Orgánico Operativo y de Régimen interno y disciplina de los Cuerpos de Bomberos 
del país, emitido con Acuerdo Nro. 0538 del Ministerio de Bienestar Social, el mismo 
que está vigente y no ha sido derogado?”.  

 
Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes.- 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que: 
 
El Criterio Jurídico No. AI-012-2026-CBI, de 22 de mayo de 2026, suscrito por la Responsable 
de Asesoría Jurídica del Cuerpo de Bomberos de Ibarra (en adelante, “CBI”), refiere como 
fundamento, en lo principal, los artículos 226, 228 y 425 de la Constitución de la República del 
Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 5 y 47 de la Ley Orgánica del Servicio Público2 (en adelante, 
“LOSEP”); 7, 10 y 19 de la Ley de Defensa Contra Incendios3 (en adelante, “LDCI”); 53 y 54 
del Reglamento Orgánico Operativo y de Régimen Interno y Disciplina de los Cuerpos de 
Bomberos del País4 (en adelante, “Reglamento Orgánico Operativo de los Cuerpos de 
Bomberos”); y, 122 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden 
Público5 (en adelante, “COESCOP”). Con base en lo anterior, analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“3.2. Base Legal Aplicada y Conflicto Normativo 
 

																																																													
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
3 LDCI, publicada en el Registro Oficial No. 815 de 19 de marzo de 1979. 
4 Reglamento Orgánico Operativo de los Cuerpos de Bomberos, publicado en el Registro Oficial No. 169 de 20 de diciembre de 
2005.  
5 COESCOP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 19 de 21 de junio de 2017. 
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(…) En este caso, existe una inaplicabilidad de los artículos de reincorporación por dos 
razones fundamentales:  

 
1. El régimen jurídico especial aplicable es el COESCOP (Código Orgánico de las 

Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público), y supletoriamente la LOSEP 
(Ley Orgánica del Servicio Público). El Art. 47 de la LOSEP estipula que la renuncia 
voluntaria formalmente presentada es causa de cesación definitiva de funciones. 

2. Los artículos (7, 10 y 19) de la Ley de Defensa Contra Incendios que regulaban las 
reincorporaciones fueron derogados en junio de 2017. Por lo tanto, los artículos 53 y 
54 del Reglamento Orgánico Operativo de los Cuerpos de Bomberos (que hacían 
alusión a las reincorporaciones autorizadas por un Consejo de Administración y 
Disciplina tras una renuncia voluntaria) carecen de aplicabilidad y fundamento 
jurídico actual. 

 
4. CONCLUSIÓN.- 

 
(…) esta Unidad de Asesoría Jurídica emite CRITERIO JURÍDICO EN SENTIDO 
NEGATIVO, concluyendo que NO ES FACTIBLE ATENDER FAVORABLEMENTE 
LA SOLICITUD DE REINGRESO DIRECTO (…) por no existir la figura jurídica ni el 
procedimiento administrativo legal que ampare dicho acto. La desvinculación se realizó 
bajo el estricto marco legal y determina que EL PEDIDO DE REINGRESO NO ES 
PROCEDENTE debido a que no existe un fundamento legal que lo ampare” (énfasis 
corresponde al texto original y lo subrayado me corresponde).  
 

2. Análisis.- 
 
Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado en la consulta, el análisis se estructura 
en los siguientes puntos: i) Marco normativo aplicable a los Cuerpos de Bomberos; y, ii) La 
reincorporación de los miembros de los Cuerpos de Bomberos separados por renuncia 
voluntaria y la derogatoria tácita de las normas.   
 
2.1. Marco normativo aplicable a los Cuerpos de Bomberos.-   
 
De acuerdo con lo previsto en el numeral 13 del artículo 264 de la CRE, los gobiernos 
autónomos descentralizados municipales (en adelante, “GADM”) tienen competencia exclusiva 
para “Gestionar los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios”, en 
armonía con lo establecido en la letra m) del artículo 55 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización6 (en adelante, “COOTAD”). 
 
Al efecto, el artículo 140.1 del COOTAD dispone que:  

																																																													
6 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010.   
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“La gestión de los servicios de prevención, protección, socorro y extinción de 
incendios, que de acuerdo con la Constitución corresponde a los gobiernos autónomos 
descentralizados municipales, se ejercerá con sujeción a la ley que regule la materia. 
Para tal efecto, los cuerpos de bomberos del país serán considerados como entidades 
adscritas a los gobiernos autónomos descentralizados municipales, quienes 
funcionarán con autonomía administrativa y financiera, presupuestaria y operativa, 
observando la ley especial y normativas vigentes a las que estarán sujetos” (lo 
subrayado me corresponde).  

 
Mediante oficio No. 03806, de 20 de septiembre de 2011, la Procuraduría General del Estado 
atendió varias consultas formuladas por el Cuerpo de Bomberos del Distrito Metropolitano de 
Quito, en la primera de las cuales se concluyó que la LDCI “es la ley especial a la que en esa 
materia se remite el inciso tercero del artículo 140 del COOTAD” (actual artículo 140.1). Cabe 
agregar que la indicada ley especial no fue derogada en su totalidad con la expedición del 
COESCOP. 
 
El COESCOP, promulgado con posterioridad a la LDCI y al COOTAD, en su artículo 1 dispone 
que su ámbito de aplicación está dirigido a regular la organización y funcionamiento de las 
entidades de seguridad ciudadana y orden público. Dentro de dichas entidades de seguridad 
ciudadana, al tenor del numeral 5 letra c) del artículo 2 ibidem, se contempla a los cuerpos de 
bomberos. En consecuencia, el referido cuerpo normativo establece los regímenes de carrera 
profesional y administrativa, así como el régimen disciplinario del personal de las entidades de 
seguridad ciudadana sujetas a su ámbito de aplicación. En este contexto, el primer inciso del 
artículo 4 del COESCOP señala que sus disposiciones constituyen el régimen especial de las 
entidades de seguridad ciudadana, precisando que en lo no previsto en dicho régimen “se 
aplicará supletoriamente la ley que regula el servicio público”. 
 
El artículo 241 del COESCOP prevé que: “los servidores podrán presentar su renuncia escrita 
dirigida a la autoridad nominadora de conformidad a lo establecido en las normas que regulan 
el servicio público”-  
 
Finalmente, la letra a) del artículo 47 de la LOSEP, norma supletoria del COESCOP, establece 
que: “La servidora o servidor público cesará definitivamente en sus funciones”, entre otros, en 
el siguiente caso: “a) Por renuncia voluntaria formalmente presentada” (lo subrayado me 
corresponde). 
 
De lo expuesto se observa que: i) los GADM tienen competencia exclusiva para gestionar los 
servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios; ii) los cuerpos de 
bomberos, entidades adscritas a los GADM, funcionan con autonomía administrativa y 
financiera, presupuestaria y operativa, observando para el efecto la LDCI, en calidad de ley 
especial, además de la normativa vigente aplicable; iii) el COESCOP, promulgado con 
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posterioridad a la LDCI y al COOTAD, tiene por objeto regular la organización, el 
funcionamiento institucional y los regímenes de carrera profesional y administrativo-
disciplinario del personal de los Cuerpos de Bomberos, quienes cuentan con autonomía 
administrativa, financiera, presupuestaria y operativa; y, iv) en lo no previsto en el COESCOP 
se debe aplicar supletoriamente la LOSEP, norma que señala que el servidor público cesa 
definitivamente en sus funciones cuando presenta formalmente su renuncia voluntaria. 
 
2.2. La reincorporación de los miembros de los Cuerpos de Bomberos separados por 
renuncia voluntaria y la derogatoria tácita de las normas.-  
 
El artículo 37 del Código Civil (en adelante, "CC") establece que la derogación de las leyes 
podrá ser: i) expresa: “cuando la nueva ley dice expresamente que deroga la antigua”; y, ii) 
tácita, “cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden conciliarse con las de la ley 
anterior”. El artículo 38 del CC añade que "La derogación tácita deja vigente en las leyes 
anteriores, aunque versen sobre la misma materia, todo aquello que no pugna con las 
disposiciones de la nueva ley”. 
 
En este contexto, la LDCI, que antes de la promulgación del COOTAD y del COESCOP era el 
único cuerpo legal que regulaba a los Cuerpos de Bomberos del país, en el primer inciso de su 
artículo 19 preveía lo siguiente: "El reclutamiento, las altas, las bajas, los ascensos y las 
reincorporaciones se regirán, además, por el reglamento correspondiente" (lo resaltado y 
subrayado me corresponde). Al efecto, el artículo 53 del Reglamento Orgánico Operativo de los 
Cuerpos de Bomberos prevé que “El Consejo de Administración y Disciplina correspondiente, 
estudiará y autorizará las solicitudes de reincorporación”, agregando el artículo 54 ibidem que 
“Sólo podrán solicitar la reincorporación, los miembros de los cuerpos de bomberos que se 
hubieren separado por renuncia voluntaria”. 
 
Al respecto, es necesario precisar que la Disposición Derogatoria Segunda del COESCOP 
previó expresamente lo siguiente: “Segunda.- Deróguese los artículos 1, 2, 7, 8, 9, 10, 11, 13, 
14, 15, 16, 17, 18, 19, 22 y 52 de la Ley de Defensa contra Incendios, publicada en el Registro 
Oficial 815 del 19 de abril de 1979”. 
 
En este sentido, conforme se estableció en el numeral 2.1, la letra a) del artículo 47 de la 
LOSEP, norma supletoria del COESCOP por disposición expresa de su artículo 4, establece que 
la renuncia voluntaria formalmente presentada produce la cesación definitiva del servidor 
público en sus funciones. Esta calidad de definitividad es absolutamente incompatible con la 
posibilidad de reincorporación que contemplan los artículos 53 y 54 del Reglamento Orgánico 
Operativo de los Cuerpos de Bomberos respecto de quienes se hubieren separado por esa misma 
causal. Por lo tanto, se configura el supuesto de derogación tácita previsto en el artículo 37 del 
Código Civil, en tanto la norma posterior contiene una disposición que no puede conciliarse con 
la norma reglamentaria anterior que permite la reincorporación tras la renuncia voluntaria. 
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De lo manifestado se desprende que: i) la derogación puede ser expresa, cuando la nueva ley 
dice expresamente que deroga la antigua, o, tácita, cuando la nueva ley contiene disposiciones 
que no pueden conciliarse con las de la ley anterior; ii) el artículo 19 de la LDCI, que disponía 
que las reincorporaciones se regirían por el reglamento correspondiente, fue expresamente 
derogado por la Disposición Derogatoria Segunda del COESCOP; iii) la cesación definitiva que 
la letra a) del artículo 47 de la LOSEP atribuye a la renuncia voluntaria es incompatible con la 
reincorporación prevista en los artículos 53 y 54 del Reglamento Orgánico Operativo de los 
Cuerpos de Bomberos respecto de quienes se separaron por renuncia voluntaria; y, iv) en 
consecuencia, los referidos artículos del Reglamento se encuentran tácitamente derogados, tanto 
por la derogación expresa de su norma habilitante (artículo 19 de la LDCI) como por la 
incompatibilidad sustantiva de su contenido con el régimen actualmente vigente. 
 
3. Pronunciamiento.- 
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en los 
artículos 37 y 38 del Código Civil; 4, 241 y la Disposición Derogatoria Segunda del Código 
Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público; y, 47 letra a) de la Ley 
Orgánica del Servicio Público, no es jurídicamente aplicable lo establecido en los artículos 53 y 
54 del Reglamento Orgánico Operativo y de Régimen Interno y Disciplina de los Cuerpos de 
Bomberos del País, por cuanto el artículo 19 de la Ley de Defensa Contra Incendios fue 
expresamente derogado y la materia regulada en dicho artículo pasó a regirse por el Código 
Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, con aplicación supletoria 
de la Ley Orgánica del Servicio Público.  
 
En este sentido, el artículo 47, letra a), de la Ley Orgánica del Servicio Público establece que el 
servidor público cesa definitivamente en sus funciones por la renuncia voluntaria formalmente 
presentada, esta cesación es incompatible con lo dispuesto en los artículos 53 y 54 del referido 
Reglamento. En consecuencia, dichas disposiciones reglamentarias se encuentran tácitamente 
derogadas y no son aplicables.  
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
Anexo: Oficio No. 03806, de 20 de septiembre de 2011. 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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Oficio No. 18106  
 
 
Quito, D.M., 28 de agosto de 2026 
 
 
Teniente Coronel (B). Tnlgo.  
Domingo Julio Gherardi Bravo 
JEFE 
CUERPO DE BOMBEROS DEL CANTÓN NARANJAL  
Naranjal. 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. BCBN-SEC-2026-064-OF, de 24 de junio de 2026, ingresado en la 
Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formuló la siguiente consulta: 
 

“¿Es jurídicamente procedente que el Cuerpo de Bomberos de Naranjal 
aplique descuentos o exoneraciones en la recaudación de la Tasa del 
Adicional del 0.15 por mil constantes en el artículo 33 de la Ley de Defensa 
Contra Incendios a favor de adultos mayores, personas con discapacidad y 
personas con enfermedades catastróficas, o la aplicación de dichos beneficios 
está limitada exclusivamente a los impuestos y no a las tasas?”  

 
Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 
 
1.- Antecedentes. - 
 
El criterio jurídico No. CBN-AJ-2026-06-23-027, de 23 de junio de 2026, suscrito por 
el Líder del Proceso de Asesoría Jurídica del Cuerpo de Bomberos del Naranjal (en 
adelante, “CB Naranjal”), citó la Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores1 (en 
adelante, “LOPAM”); Ley Orgánica de las Personas con Discapacidad2 (en adelante, 
“LOPD”); y, Código Tributario3 (en adelante, “CT”); con fundamentos en los cuales 
analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“(…)  
 
SGUNDO (sic).- CRITERIO JURIDICO (sic).- Señor Teniente Coronel (B). Si 
bien la Constitución y leyes específicas como la Ley del Anciano o la Ley de 

                                       
1 LOPAM, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 484 de 9 de mayo de 2019.  
2 LOPD, publicado en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No. 73 de 3 de julio de 2025.  
3 CT, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 38 de 14 de junio de 2005.  
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Discapacidades establecen exoneraciones y rebajas en el pago de tributos y 
servicios, el Código Orgánico Tributario define a las tasas como tributos cuyo 
pago se exige como contraprestación por servicios de utilización pública. Al no 
existir una norma expresa y taxativa que autorice la exoneración de esta tasa 
específica en favor de los grupos mencionados, la regla general es la 
obligatoriedad del pago; no obstante, se requiere el pronunciamiento de la PGE 
para evitar incurrir en responsabilidades por omisión en la recaudación de 
fondos públicos". Dejando a salvo su más ilustrado criterio, SEuO (sic) me es 
grato suscribir del señor Teniente Coronel (B).-” (énfasis me corresponde). 

 
2.- Análisis.  
 
A efectos de facilitar el estudio de la consulta, el presente análisis se dividirá en los 
siguientes puntos: i) Autonomía administrativa y financiera de los Cuerpos de 
Bomberos; ii) Naturaleza jurídica de la contribución dispuesta en el artículo 33 de la 
Ley de Defensa Contra Incendios; y, iii) Régimen de exenciones tributarias a favor de 
adultos mayores, personas con discapacidad y personas con enfermedades catastróficas. 
 
2.1.- Autonomía administrativa y financiera de los Cuerpos de Bomberos. - 
 
El artículo 82 de la Constitución de la República4 (en adelante, “CRE”) establece el 
derecho a la seguridad jurídica que se fundamenta en el “respeto a la Constitución y en 
la existencia de normas jurídicas, previas, claras públicas” y, aplicadas por las 
autoridades competentes. Por otra parte, el artículo 226 ibidem indica que las 
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, servidores públicos y personas 
que actúen en virtud de una potestad estatal “ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley (…)”.  
 
Los artículos 140.1 y 264 numeral 13 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización5 (en adelante, “COOTAD”) establecen que la gestión de 
los servicios de prevención, protección socorro y extinción de incendios le corresponde 
a los GADM. Para tal efecto, los Cuerpos de Bomberos serán entidades adscritas a ellos 
y “funcionarán con autonomía administrativa y financiera, presupuestaria y operativa”, 
de acuerdo con la ley especial y normativa vigente (el subrayado me corresponde).  
 
Concordante, el artículo 244 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad 

                                       
4 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 499 de 20 de octubre de 2008. Última reforma publicada en el Tercer Suplemento del 
Registro Oficial No. 568 de 30 de mayo de 2024. 
5 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. Última reforma publicada en el 
Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 305 de 15 de junio de 2026. 

116116



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CUERPO DE BOMBEROS NARANJAL 
0011818-2026 

Página. 3 
 

 

Ciudadana y Orden Público6 (en adelante, “COESCOP”) prescribe que las facultades 
locales de “rectoría, planificación, regulación, gestión y control” de las entidades 
complementarias de seguridad ciudadana, como son los Cuerpos de Bomberos, son 
competencia de los GADM y “deberán enmarcarse con las normas establecidas por el 
órgano rector nacional”.  
 
Así, el artículo 274 ibidem determina que los Cuerpos de Bomberos son “entidades de 
derecho público adscritas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales o 
metropolitanos”, cuyo objeto es prestar el servicio de “prevención, protección, socorro 
y extinción de incendios, así como de apoyo en otros eventos adversos de origen natural 
o antrópico”, así como acciones de salvamento con el propósito de “precautelar la 
seguridad de la ciudadanía en su respectiva circunscripción territorial”. El segundo 
inciso del precitado artículo añade que contarán “con patrimonio y fondos propios, 
personalidad jurídica, autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y 
operativa”; y, los recursos “que les sean asignados por Ley se transferirán directamente 
a las cuentas de los Cuerpos de Bomberos”.  
 
El artículo 281 ibidem dispone que cada Cuerpo de Bomberos contará con un Comité de 
Administración y Planificación que, en relación con su gestión administrativa y 
financiera, tendrá las siguientes atribuciones:  
 

“1. Aprobar la planificación estratégica, institucional y sus reformas;  
 
2. Supervisar la gestión administrativa y económica de la institución;  
 
3. Aprobar los valores económicos que recibirá el cuerpo de bomberos 
conforme a la normativa vigente; 
 
(…) 
 
5. Las demás que establezcan en el respectivo reglamento” (el subrayado me 
corresponde). 

 
En cuanto a su financiamiento, el artículo 32 de la Ley de Defensa Contra Incendios7 
(en adelante, “LDCI”) dispone que, además de los recursos económicos señalados por 
leyes especiales, los Cuerpos de Bomberos “tendrán derecho a una contribución 

                                       
6 COESCOP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 19 de 21 de junio de 2017. Última reforma publicada en el 
Quinto Suplemento del Registro Oficial No. 316 de 1 de julio de 2026. 
7 LDCI, publicada en el Registro Oficial No. 815 de 19 de abril de 1979. Última reforma publicada en el Segundo Suplemento del 
Registro Oficial No. 353 de 23 de octubre de 2018. 
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adicional mensual que pagarán los usuarios finales del servicio de energía eléctrica”, 
según la escala prevista en dicha norma (el subrayado me corresponde).  
 
El artículo 33 ibidem dispone la unificación de “la contribución predial a favor de 
todos los cuerpos de bomberos de la República en el cero punto quince por mil, tanto 
en las parroquias urbanas como en las parroquias rurales, a las cuales se les hace 
extensivo”. De igual forma, el artículo 35 ibidem faculta a los primeros jefes de los 
Cuerpos de Bomberos del país a cobrar “tasas por servicios”; de otro lado, el artículo 36 
prohíbe la supresión y disminución de los fondos públicos de que disponen los Cuerpos 
de Bomberos; y, el artículo 38 ibidem dispone que la partida del presupuesto del 
“Ministerio de Bienestar Social destinada a los cuerpos de bomberos será 
incrementada en cuantía suficiente para atender las necesidades de estos organismos”. 
 
En adición, el artículo 39 ibidem dispone que los concejos municipales “fijarán en sus 
presupuestos anuales las asignaciones indispensables para ayudar al desarrollo de los 
cuerpos de bomberos de sus respectivas jurisdicciones”.  
 
De lo expuesto se desprende: i) a los GADM les corresponde la gestión de los servicios 
de prevención, protección, socorro y extinción de incendios. Los Cuerpos de Bomberos 
son entidades adscritas a los GADM y funcionarán con patrimonio y fondos propios, 
personalidad jurídica, autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y operativa; 
ii) los recursos que les sean asignados por ley a los Cuerpos de Bomberos se transferirán 
directamente a sus cuentas; iii) además de los recursos económicos señalados en leyes 
especiales, la LDCI reconoce el derecho de los Cuerpos de Bomberos a una 
contribución adicional mensual que será pagada por los usuarios finales del servicio de 
generación eléctrica, así como el cobro de tasas por servicios, recursos provenientes del 
Ministerio de Bienestar Social, o quien haga sus veces, y asignaciones por parte de los 
concejos municipales para el desarrollo de los Cuerpos de Bomberos.  
 
2.2.- Naturaleza jurídica de la contribución establecida en el artículo 33 de la Ley 
de Defensa Contra Incendios. - 
 
El artículo 301 de la CRE establece que únicamente por acto normativo de órgano 
competente “se podrán establecer, modificar, exonerar y extinguir tasas y 
contribuciones”; y, dichas tasas y contribuciones especiales “se crearán y regularán de 
acuerdo con la ley”.  
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El segundo inciso del artículo 1 del Código Tributario8 (en adelante, “CT”) dispone que 
los tributos son: “impuestos, tasas y contribuciones especiales”, definiendo al tributo 
como “la prestación pecuniaria exigida por el Estado, a través de entes nacionales o 
seccionales”, cuyo objeto es satisfacer “necesidades públicas”. Así, según el artículo 4 
ibidem, las leyes tributarias “determinarán el objeto imponible, los sujetos activo y 
pasivo, la cuantía del tributo o la forma de establecerla, las exenciones y deducciones 
(…); y demás materias reservadas a la ley que deben concederse conforme a este 
Código”. 
 
El artículo 8 ibidem reconoce que las municipalidades tienen facultad reglamentaria 
“cuando la ley conceda a estas instituciones” dicha atribución; y, su artículo 9 añade 
que la gestión tributaria, determinación y recaudación de tributos “corresponde al 
organismo que la ley establezca”.  
 
Ahora bien, como se citó en la sección precedente, la contribución predial del 0.15 por 
mil, objeto de la consulta, se encuentra regulada en el artículo 33 de la LDCI en los 
siguientes términos: “Unificase la contribución predial a favor de todos los cuerpos de 
bomberos de la Republica en el cero punto quince por mil, tanto en las parroquias 
urbanas como en las parroquias rurales, a las cuales se les hace extensivo”. 
 
En este sentido, el artículo 37 del Reglamento General para la Aplicación de la LDCI9 
(en adelante, “RGLDCI”) dispone que los Jefes de los Cuerpos de Bomberos 
“reportarán mensualmente a las correspondientes Jefaturas de Zona y siguiendo el 
órgano regular respectivo” el detalle de las recaudaciones determinadas en los artículos 
32 y 33 de la LDCI, “para efectos de estadística y control”.  
 
Por otra parte, el artículo 38 ibidem añade que “Para el fiel cumplimiento de la 
recaudación de la contribución establecida en el Art. 33 de la Ley, y de conformidad 
con la facultad otorgada en el numeral 5. del Art. 4 de la misma las Jefaturas de Zona 
recabarán de los tesoreros Municipales la entrega oportuna de la recaudación mensual 
de dichos fondos, bajo responsabilidad de estos funcionarios”. 
 
En tal virtud, el artículo 39 ibidem faculta a los Cuerpos de Bomberos para que “los 
fondos de que trata el Art. 33 de la Ley, sean ingresados en su Presupuesto, en una 
partida especial destinada a satisfacer las necesidades bomberiles del lugar a que 
correspondan”. El artículo 45 ibidem señala que las asignaciones económicas y 

                                       
8 CT, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 38 de 14 de junio de 2005. Última reforma publicada en la Edición 
Constitucional del Registro Oficial No. 96 de 3 de octubre de 2025. 
9 RGLDCI, publicado en el Registro Oficial No. 834 de 17 de mayo de 1979. Última reforma publicada en el Suplemento del 
Registro Oficial No. 083 de 18 de septiembre de 2013. 
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donaciones otorgadas por los Concejos Municipales en favor de los Cuerpos de 
Bomberos “deberán ser ingresadas o inventariadas” por los Tesoreros o 
Guardalmacenes de éstos. El artículo 57 ibidem prescribe que los miembros de los 
Cuerpos de Bomberos de la República “se sujetarán estrictamente a las disposiciones, 
órdenes y planes de trabajo que determine la Ley y el presente Reglamento”. 
 
Conviene destacar que, de acuerdo con el artículo 4 ibidem, a las Jefaturas de Zona de 
Bomberos de la República les corresponde “implantar la política administrativa, de 
acuerdo con las disposiciones emanadas del Ministerio del ramo, de la Ley Especial y 
sus Reglamentos”. Concordante, su artículo 13 añade que todos los casos no previstos 
en dicho Reglamento, así como la interpretación y aplicación “en lo referente a la 
marcha administrativa, económica y disciplinaria” de los Cuerpos de Bomberos, “los 
resolverá el Ministerio de Bienestar Social”. 
 
Respecto de la recaudación de dicho tributo, en pronunciamiento contenido en el oficio 
No. 13866, de 13 de mayo de 2021, la Procuraduría General del Estado, concluyó:  
 
 “3.- Pronunciamiento.- 
 

Por lo expuesto, en atención a su primera consulta se concluye que, de 
conformidad con el artículo 38 del Reglamento General para la Aplicación 
(sic) de la Ley de Defensa Contra Incendios, la contribución predial 
establecida por el artículo 33 de la Ley de Defensa Contra Incendios en 
beneficio de los cuerpos de bomberos debe ser recaudada por los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados municipales, y es responsabilidad de los 
Tesoreros de dichos gobiernos efectuar la transferencia mensual, oportuna y 
directa de lo recaudado por dicha contribución a favor de los cuerpos de 
bomberos” (énfasis me corresponde).  

 
Por otro lado, en cuanto a la naturaleza jurídica de dicha contribución, este organismo, 
mediante pronunciamiento contenido en el oficio No. 05947, de 12 de mayo de 2016, 
concluyó:  
 

“De lo hasta aquí expuesto se puede evidenciar que el pago a favor de los 
cuerpos de bomberos del tributo sobre el impuesto predial, inicialmente se 
definió como un impuesto y posteriormente el artículo 33 de la Ley de Defensa 
contra Incendios lo calificó como una ‘contribución’. (…) 
 
De las disposiciones previamente citadas, se aprecia que el artículo 28 ratifica 
la calidad de contribución que le confiere el artículo 33 de la Ley de Defensa 
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contra Incendios, al tributo del cero punto quince por mil sobre el avalúo 
catastral de los inmuebles, tanto en las parroquias urbanas como en las 
parroquias rurales. 
 
En tal virtud, en base a las reglas de interpretación de las normas tributarias 
contenidas en el artículo 13 del Código Tributario y de la doctrina analizada, se 
puede determinar que la naturaleza de dicho tributo es el de una contribución 
especial que está destinada a financiar un objetivo estatal que es en forma 
general la gestión de la prevención, protección, socorro y extinción de 
incendios que de acuerdo con la Constitución corresponde a los gobiernos 
autónomos descentralizados municipales, y cuyos beneficiarios son los 
Cuerpos de Bomberos del país, por estar así expresamente prescrito en la Ley” 
(subrayado me corresponde). 

 
De lo expuesto se desprende: i) la LDCI otorga el carácter de contribución predial del 
0.15 por mil a favor de los Cuerpos de Bomberos de la República, tanto en parroquias 
urbanas como rurales, a las cuales se hace extensivo; ii) esta contribución predial será 
recabada por las Jefaturas de Zona de los Tesoreros Municipales. Estos recursos serán 
ingresados en el presupuesto de los Cuerpos de Bomberos para satisfacer las 
necesidades bomberiles; iii) los Cuerpos de Bomberos deberán sujetarse estrictamente a 
las disposiciones, órdenes y planes de trabajo que determine la LDCI, su Reglamento, 
así como las disposiciones del Ministerio del ramo; y, iv) la naturaleza jurídica de la 
contribución predial del 0.15 por mil es la de una contribución especial destinada a 
financiar un objetivo estatal, cuyos beneficiarios son los Cuerpos de Bomberos del país 
 
2.3.- Régimen jurídico de las exenciones tributarias a favor de adultos mayores, 
personas con discapacidad y personas con enfermedades catastróficas. – 
 
De acuerdo con el artículo 31 del CT, la exención o exoneración tributaria “es la 
exclusión o dispensa legal de la obligación tributaria, establecida por razones de orden 
público, económico o social”. Por su parte, el artículo 32 ibidem establece que solo 
mediante disposición expresa de ley “se podrá establecer exenciones tributarias”. 
 
Con relación al objeto de la consulta, el artículo 491 del COOTAD reconoce como 
impuestos municipales, en su literales a) y b), al impuesto sobre la propiedad urbana y 
rural, respectivamente, disponiendo en su artículo 492 la potestad de los GADM para 
reglamentar “por medio de ordenanzas el cobro de sus tributos”, con las distinciones 
establecidas en sus artículos 495 y siguientes ibidem.  
 
Respecto del impuesto sobre la propiedad urbana, los artículos 509 y 510 ibidem 
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contemplan exenciones con carácter permanente y temporal, respectivamente, mientras 
que, su artículo 513 dispone que dicho impuesto es de “exclusiva financiación 
municipal o metropolitana”, prohibiéndose el establecimiento de otros impuestos que 
graven los predios urbanos, excepto si se destinasen a financiar proyectos de vivienda 
rural de interés social. En el mismo sentido, en torno al segundo tributo, los artículos 
517 y 520 ibidem determinan, respectivamente, la banda impositiva sobre la cual se 
establece el límite por el cual será fijado “mediante ordenanza” por cada GADM, así 
como las exenciones del pago de dicho impuesto.  
 
Por lo tanto, el COOTAD, al establecer exenciones temporales y permanentes sobre 
dicho impuesto, no ha considerado expresamente la prescripción de exenciones 
adicionales para los grupos poblacionales que se tratan en esta sección, sin perjuicio de 
encontrarse en otras leyes, como se analizará a continuación.  
 
Al respecto, el artículo 14 de la Ley Orgánica de Personas Adultas Mayores10 (en 
adelante, “LOPAM”) determina que toda persona que ha cumplido 65 años de edad y 
con ingresos mensuales estimados en un máximo de 5 remuneraciones básicas 
unificadas o que tuviere un patrimonio que no exceda de 500 remuneraciones básicas 
unificadas “estará exonerada del pago de impuestos fiscales y municipales”.  
 
Por su parte, el segundo inciso del artículo 569 del COOTAD dispone que “Los 
concejos municipales o distritales podrán disminuir o exonerar el pago de la 
contribución especial de mejoras en consideración de la situación actual y económica 
de los contribuyentes”. 
 
En este sentido, a través del pronunciamiento contenido en el oficio No. 04814, de 13 de 
diciembre de 2023, la Procuraduría General del Estado analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“(…) 
 
Del análisis efectuado se observa que: i) El artículo 14 de la LOPAM prevé que 
las personas que han cumplido 65 años y tienen ingresos mensuales estimados 
en un máximo de 5 remuneraciones básicas unificadas o un patrimonio que no 
exceda de 500 remuneraciones básicas unificadas están exoneradas del pago de 
‘impuestos fiscales y municipales, sin que para la aplicación de ese beneficio se 
requiera declaración administrativa previa; ii) El artículo 507 del COOTAD 

                                       
10 LOPAM, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 484 de 9 de mayo de 2019. “Art. 14.- De las exoneraciones. Toda 
persona que ha cumplido 65 años de edad y con ingresos mensuales estimados en un máximo de 5 remuneraciones básicas 
unificadas o que tuviere un patrimonio que no exceda de 500 remuneraciones básicas unificadas, estará exonerada del pago de 
impuestos fiscales y municipales. (…)” (énfasis añadido).  
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regula el impuesto a los inmuebles no edificados, por lo que le es aplicable la 
exoneración prevista en el artículo 14 de la LOPAM, a favor de las personas 
adultas mayores; iii) Respecto de las contribuciones especiales, como lo es la 
contribución del 0.15 por mil, a fin de disminuirla o exonerarla, por razones de 
orden público, económico o social, los GAD están facultados a hacerlo 
mediante ordenanza y posterior a un análisis e informe de su impacto 
financiero. 
 
3. Pronunciamiento.- 
 
En atención a los términos de sus consultas se concluye que la exención 
tributaria que establece el artículo 14 de la Ley Orgánica de Personas Adultas 
Mayores, en beneficio de los adultos mayores que cumplan los requisitos 
previstos por esa ley, esto es, que tengan 65 años de edad e ingresos mensuales 
estimados en un máximo de 5 remuneraciones básicas unificadas o un 
patrimonio que no exceda de 500 remuneraciones básicas unificadas, se aplica 
únicamente a los tributos que tengan el carácter de impuestos (…)  
 
La mencionada exención no se extiende a la contribución predial del 0.15 por 
mil ni a la contribución especial de mejoras; no obstante, de acuerdo con el 
segundo inciso del artículo 569 del COOTAD, en concordancia con lo previsto 
en el artículo 94 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, al 
ser las contribuciones de competencia exclusiva de los GAD, estos están 
facultados para establecer en beneficio de los adultos mayores exoneración 
parcial o total de su pago, por razones de orden público, económico o social, 
mediante ordenanza, previo análisis de su impacto financiero, pues los recursos 
que dejen de percibir los GAD debido a la exención constituyen gasto tributario 
que debe absorber la respectiva municipalidad con cargo a su presupuesto” 
(énfasis añadido).  

 
Por otro lado, respecto de las exenciones tributarias en favor de las personas con 
discapacidad, los artículos 81 al 99 de la Ley Orgánica de las Personas con 
Discapacidad11 (en adelante, “LOPD”) establecen las deducciones y exoneraciones 
tributarias de las que son beneficiarias las personas con discapacidad, sin que dentro de 
las mismas se incluya expresamente a la contribución predial del 0.15 por mil.  
 

                                       
11 LOPD, publicada en el Suplemento Cuarto del Registro Oficial No. 73 de 3 de julio de 2025.  
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De forma ilustrativa, la sentencia No. 76-16-IN/2112 emitida por la Corte 
Constitucional, con ocasión de la acción pública de inconstitucionalidad presentada en 
contra de la “Ordenanza que regula la Aplicación, Cobro y Exoneración de 
Contribuciones Especiales de Mejoras en el cantón San Pedro de Pelileo”,  expuso lo 
siguiente:  
 

“57. Por lo expuesto, se verifica que efectivamente en la expedición de la 
Reforma a la Ordenanza que regula la aplicación, cobro y exoneración de 
contribuciones especiales de mejoras en el cantón San Pedro de Pelileo, 
provincia de Tungurahua, publicada en el Registro Oficial No. 886, de 21 de 
noviembre de 2016, no se han inobservado los artículos 37 numeral 5 y 47 
numeral 4 de la CRE, toda vez que en el artículo 23 numeral 1 de dicha reforma 
y sus disposiciones transitorias tercera y cuarta, se advierten de manera expresa 
beneficios tributarios para el caso de que el contribuyente obligado al pago de 
las contribuciones especiales de mejoras sea una persona adulta mayor o 
persona con discapacidad; así como, su extensión, entre otras, a personas con 
alguna condición de salud grave y a aquellas que por su situación económica no 
puedan cubrir las referidas contribuciones, respetando de este modo lo 
dispuesto en la Constitución de la República y en convenios internacionales de 
derechos humanos, confirmándose además, la observancia del artículo 84 de la 
CRE y artículo 569 del COOTAD, lo que no estaba contemplado en la 
ordenanza inicialmente impugnada y que fue derogada con la entrada en 
vigencia de la presente reforma”. 
 

De lo expuesto se desprende: i) solo por disposición expresa de ley se podrán establecer 
exenciones tributarias; ii) los Cuerpos de Bomberos no tienen competencia para crear, 
modificar, extinguir o suprimir tributos, ni para determinar sus elementos y exenciones; 
iii) la exención concedida a personas adultas mayores por la LOPAM es aplicable 
solamente a impuestos fiscales y municipales; iv) las exenciones tributarias reconocidas 
a personas con discapacidad por la LOPD, así como para las personas con enfermedades 
catastróficas, no se han prescrito expresamente en una ley, por lo que se requiere su 
establecimiento mediante la ordenanza correspondiente del GADM respectivo. 
 
3.- Pronunciamiento.-  
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 1 
y 33 de la Ley de Defensa Contra Incendios; 38 de su Reglamento General de 

                                       
12 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 76-16-IN/21 de 8 de septiembre de 2021, publicada en la Edición Constitucional 
No. 252 del Registro Oficial de 13 de diciembre de 2021. 
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Aplicación; 14 de la Ley Orgánica de Personas Adultas Mayores; 569 del Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, la contribución 
predial establecida a favor de los Cuerpos de Bomberos tiene el carácter de contribución 
especial y no de tasa ni de impuesto por consiguiente, la exoneración prevista en el 
artículo 14 de la Ley Orgánica de Personas Adultas Mayores, limitada a impuestos, no 
le resulta aplicable directamente. En consecuencia, los Cuerpos de Bomberos no tienen 
competencia para establecer descuentos o exoneraciones respecto de dicha contribución. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 
la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 
institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 
cualquier otra entidad pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
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